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En España, la educación concertada desempeña un papel muy significa­
tivo en la provisión educativa. Actualmente, alrededor del 30% del alum­
nado de educación primaria y educación secundaria obligatoria (ESO) 
está escolarizado en centros concertados, aunque el porcentaje es muy 
superior en algunas comunidades autónomas y en los núcleos urbanos 
más poblados. 

El modelo actual de conciertos educativos se instauraró hace casi cua­
tro décadas, con la Ley Orgánica del Derecho a la Educación (LODE) del 
año 1985. Dicha ley pretendía reconciliar el difícil equilibrio que expre­
saba la Constitución entre la libertad de enseñanza y la universalización 
del derecho a la educación. La figura del concierto se establece, entre 
otras razones, como un instrumento para tratar de alcanzar dicho equi­
librio. Por un lado, reconoce al sector privado como proveedor educativo 
susceptible de recibir financiación pública. Por el otro, apuesta por esta­
blecer una cierta equiparación entre la oferta concertada y la pública. Se 
instauran así principios como el de la gratuidad de la educación, la gober­
nanza democrática de los centros, los contenidos curriculares comunes y 
las políticas de admisión del alumnado, de aplicación tanto en los centros 
públicos como en los concertados.
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Con la figura del concierto se supera una política de subvenciones públi­
cas a la educación privada que, hasta la fecha, se había aplicado de forma 
muy discrecional, sin que se establecieran claramente las contrapartidas 
a estas ayudas económicas ni un sistema de control eficaz por parte de la 
administración pública. Ahora bien, la equiparación formal entre la ofer­
ta pública y la concertada que contempla el marco legal español desde la 
LODE no ha estado exenta de dificultades en su implementación. Diver­
sos estudios muestran como la mayor presencia de oferta concertada está 
relacionada con mayores costes privados de la educación, o con mayores 
niveles de segmentación de la oferta escolar. Especialmente en los nú­
cleos urbanos más poblados, el sistema educativo está fuertemente dua­
lizado entre la red pública y la concertada, con consecuencias directas 
en las desigualdades educativas. A pesar de su elevada heterogeneidad 
interna, la evidencia disponible muestra como la educación concertada 
contribuye de forma directa a la generación de desigualdades educativas, 
y especialmente a la segregación escolar. Si lo comparamos con el sector 
público, el sector concertado escolariza, de media, un porcentaje signifi­
cativamente inferior de alumnado desfavorecido desde el punto de vista 
educativo y/o socioeconómico. 

En este estudio pretendemos abordar los retos que plantea el sistema 
español de conciertos desde una perspectiva de la regulación públi­
ca. Por un lado, queremos relacionar el modelo español de conciertos 
con otros sistemas de provisión mixta de nuestro entorno. A menudo, 
el sistema de conciertos español se presenta como una excepción en el 
contexto internacional. Sin embargo, un número importante de países 
cuenta con sistemas de financiación pública a centros educativos pri­
vados homologables al español. Asimismo, el impacto de la provisión 
privada subvencionada sobre las desigualdades educativas a menudo 
ha generado tensiones en muchos países, pero también ha estimulado 
procesos de reforma orientados a corregir dichos efectos. Si bien las re­
formas adoptadas toman direcciones y formas muy diversas, se observa 
una tendencia general hacia la equiparación de los marcos regulativos 
en los sectores público y privado subvencionado. Frecuentemente, esta 
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homogeneización se traduce en una mayor intervención pública. Estas 
reformas apuntan, pues, al papel que puede desempeñar la regulación 
pública para paliar el impacto de la provisión mixta sobre la equidad. 

De hecho, son numerosos los expertos educativos y organismos interna­
cionales que destacan el papel que puede tener la regulación pública a 
la hora de contener el efecto negativo de los sistemas de provisión mixta 
sobre la equidad. Estos actores consideran que una reforma de los mar­
cos regulativos de los sistemas de provisión mixta ha de permitir avanzar 
hacia una mayor corresponsabilización de la red privada subvencionada 
en la atención del alumnado socialmente más desfavorecido. En este es­
tudio examinaremos sus propuestas.

Sin embargo, el abordar el debate de la educación concertada desde una 
perspectiva regulativa plantea retos importantes, derivados de la natu­
raleza multinivel de la gobernanza del sistema educativo. El proceso de 
descentralización educativa iniciado en España en la década de 1980 ha 
posibilitado, y hasta cierto punto ha favorecido, que el sistema de con­
ciertos evolucione de forma diferente en cada una de las comunidades 
autónomas. Esta diferenciación se explica, en parte, por la orientación 
ideológica predominante de los gobiernos autonómicos, pero también 
por cuestiones relativas a la naturaleza de la oferta y la demanda educa­
tiva de cada territorio. En consecuencia, tanto la administración central 
como la autonómica desempeñan un papel importante en la regulación 
pública del sistema de conciertos. Si bien las leyes orgánicas y los reales 
decretos son clave a la hora de definir los principios que rigen la políti­
ca de conciertos, las administraciones educativas autonómicas son las 
responsables de concretar dichos principios y de desarrollar políticas 
efectivas con las que alinear la política de conciertos con los objetivos de 
equidad y calidad del sistema. Igualmente, cabe tener en cuenta que la 
composición, peso y estructura proporcionada a la educación concertada 
difiere mucho entre comunidades autónomas. Por consiguiente, la polí­
tica de conciertos educativos plantea retos diferentes en distintos puntos 
del territorio, y requiere un amplio abanico de soluciones. 
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Sin embargo, y a pesar de esta diversidad territorial, este informe parte 
de la premisa de que una comprensión y análisis del marco estatal resulta 
un paso imprescindible tanto para situar los debates y retos a los que se 
enfrenta el sistema de conciertos español como para entender las posi­
bilidades, oportunidades y límites de las iniciativas regulativas a nivel 
autonómico.1 En este sentido, este informe se concibe como un punto 
de partida más que de llegada, con el que se pretende así situar los pará­
metros de un debate más amplio sobre los múltiples retos y horizontes 
regulativos a los que se enfrenta el sistema de conciertos español. 

Objetivos del estudio y estructura  
del informe

Un primer objetivo del estudio es relacionar el sistema de conciertos 
educativos español con la literatura internacional sobre sistemas de 
provisión mixta. La comparativa internacional nos permite abordar con 
mayor amplitud la relación entre la provisión privada subvencionada 
y las desigualdades educativas, así como las implicaciones que dicho 
debate tiene en clave de reforma educativa. Aunque la cuestión de la 
educación concertada se puede abordar desde diferentes perspectivas, 
son precisamente las dinámicas de estratificación social y segmenta­
ción entre centros públicos y privados subvencionados las que invitan 
a profundizar en este debate, y abordarlo desde la perspectiva de la re­
gulación pública.

1.  Este informe resulta de la adaptación de un estudio más amplio centrado en el sistema 
de conciertos catalán (La concertada a debat. Reformes contra les desigualtats educatives 
des d’una mirada internacional i comparada). Este reveló precisamente que la creciente 
visibilidad del modelo de conciertos en el debate catalán coincide y, en parte, se explica 
por la emergencia de un debate más amplio a nivel estatal. A la luz de ello, se consideró 
oportuno ampliar el ámbito de investigación, profundizando en aquellas líneas de inves­
tigación más relevantes para el caso español, y reforzando aquellos elementos más rele­
vantes para el debate estatal. 
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Así pues, un segundo objeto del estudio es el de identificar políticas que 
favorezcan mayores niveles de equidad educativa en el marco de los 
sistemas de provisión mixta. De nuevo, la aproximación comparada ha 
resultado clave para alcanzar este objetivo. Por un lado, nos permite esta­
blecer aquellas dimensiones de regulación educativa que se han revelado 
más relevantes a la hora de promover la equidad del sistema y, por el 
otro, identificar las principales tendencias y opciones de políticas con las 
que reforzar la equidad del sistema educativo. En el marco de un sistema 
educativo descentralizado como el español, la perspectiva comparada 
aplicada a las diferentes comunidades autónomas nos puede ayudar a 
entender qué problemas educativos son los más relevantes y qué dimen­
siones de la regulación es más urgente reforzar en cada caso.

El estudio se estructura de la siguiente manera. El primer capítulo contex­
tualiza el fenómeno de la educación privada subvencionada desde una 
perspectiva internacional y presenta la aproximación analítica y metodo­
lógica utilizada en esta investigación, que consiste en una revisión de la 
literatura y la explotación estadística de bases de datos internacionales y 
nacionales. En el segundo capítulo presentamos los cuatro modelos de 
regulación del sector privado subvencionado identificados en los países 
de la OCDE con un volumen relativamente importante de educación pri­
vada subvencionada. Concretamente, nos referimos a los modelos de li­
bertad de instrucción, equivalencia, aproximación de mercado y 
autonomía. El tercer capítulo sintetiza los principales debates surgidos en 
torno a la relación entre los sistemas de provisión mixta y la equidad y 
que, en muchos casos, han sido precursores de reformas de los marcos 
regulativos de la educación privada subvencionada. El cuarto capítulo 
sistematiza las reformas impulsadas recientemente en algunos de los sis­
temas educativos analizados en el estudio y que tienen como objetivo 
principal reducir o compensar los efectos negativos de los sistemas de 
provisión mixta sobre la equidad. Se trata de reformas centradas en tres 
grandes áreas regulativas: el acceso de proveedores privados al sistema de 
subvenciones, las políticas de financiación y la elección de centro. El 
quinto capítulo profundiza en el sistema español de conciertos educativos. 
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En este capítulo, se pone énfasis en el marco estatal, pero también se re­
flexiona sobre la diversidad regulativa en el ámbito autonómico. Final­
mente, el sexto capítulo resume los resultados obtenidos y analiza las 
principales implicaciones desde el punto de vista de la política pública.



La educación privada  
subvencionada: marco  
conceptual y perspectiva  
del estudio

1
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En este primer capítulo presentamos el marco conceptual y metodoló­
gico del estudio. Concretamente, en él definimos qué se entiende por 
educación privada subvencionada y sistema de provisión mixta, y mos­
tramos cómo este fenómeno cristaliza en diferentes países de la OCDE. A 
continuación, revisamos brevemente la literatura internacional sobre los 
efectos de los sistemas de provisión mixta, poniendo de relieve que, en la 
mayoría de los contextos, estos sistemas generan importantes tensiones 
y retos desde el punto de vista de la equidad educativa. En los apartados 
siguientes, introducimos dos conceptos clave para nuestro análisis: regu­
lación pública y retos políticos de la reforma. Finalmente, presentamos la 
estrategia empírica y metodológica del estudio. 

Tendencias internacionales

En educación, aunque también en otros ámbitos de la administración pú­
blica, las categorías público y privado son cada vez más porosas. A menu­
do, tanto entidades públicas como privadas participan simultáneamente 
en actividades educativas de diferente naturaleza (provisión escolar, for­
mación docente, concesión de becas estudiantiles, y un largo etcétera). 
En ocasiones, dichas entidades establecen alianzas, convenios o contratos 
para desarrollar estas actividades de forma relativamente estable en el 
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tiempo. Los conciertos educativos formarían parte de un tipo de alianzas 
entre el sector público y el privado en el que las escuelas de titularidad 
privada reciben fondos públicos para proveer servicios en condiciones 
similares a las de la oferta pública,1 en un período de tiempo delimitado, 
pero con oportunidad de renovación. A cambio de la financiación reci­
bida, las escuelas privadas deben cumplir con determinadas regulacio­
nes públicas en ámbitos como el curricular, la inspección educativa o la 
admisión del alumnado. Así pues, a pesar de que la financiación pública 
de centros educativos privados no afecta su titularidad, que sigue siendo 
privada, sí que debería influir en aspectos centrales de la provisión edu­
cativa y de la población beneficiaria de estos centros. En este estudio, de 
forma genérica, utilizamos el concepto de escuela privada subvencionada 
para referirnos a aquellas instituciones educativas que están gestionadas 
por entidades privadas y que dependen de fondos públicos para desarro­
llar su actividad.2 Los sistemas educativos que cuentan con un porcentaje 
importante de provisión privada subvencionada acostumbran a ser cali­
ficados como sistemas duales o de provisión mixta. 

La gran mayoría de los países de la OCDE disponen de algún esquema 
de subvención pública de la oferta privada. No obstante, el número de 
sistemas educativos de la OCDE con un porcentaje importante de ma­
trícula en escuelas privadas subvencionadas es relativamente reducido 
(Boeskens, 2016). El Gráfico 1 muestra el peso del sector privado subven­
cionado en los países miembros de la OCDE. Como se puede observar, no 
existe una tendencia clara por lo que respecta a la distribución territorial 

1.  Un centro educativo privado es aquel cuya gestión, propiedad y control recaen en una 
entidad privada (iglesia, empresa, cooperativa, sindicato o un organismo internacional) 
o en un comité cuyos miembros en su mayoría no han sido designados por la adminis­
tración pública.
2.  Según la OCDE (2017a), se considera que un centro educativo privado es dependiente 
cuando el 50 % o más de los fondos necesarios para desarrollar su actividad central (lo 
que excluye fondos para proyectos de investigación, externalización de servicios, y cuo­
tas o subsidios recibidos en concepto de servicios auxiliares como alojamiento o come­
dor) provienen de fuentes públicas, o cuando la administración pública cubre el salario 
del personal docente.
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de los sistemas de provisión mixta. De hecho, en el contexto europeo, 
encontramos países nórdicos, de Europa del Este, del sur de Europa y 
de Europa Central que tienen un elevado porcentaje de matrículas en 
escuelas privadas subvencionadas. Tampoco se da una corresponden­
cia directa entre tipos de estado del bienestar y nivel de presencia del 
sector privado subvencionado. Si bien el modelo de bienestar en el que 
la presencia del sector privado subvencionado es mayor es el modelo li­
beral (al que se adscriben países como Reino Unido, Australia y Chile), 
obervamos que países con un estado del bienestar de tradición social­
demócrata, como Dinamarca y Suecia, cuentan también con un elevado 
porcentaje de escuelas privadas subvencionadas.  

El Gráfico 2 presenta la evolución del porcentaje de matrículas en el sec­
tor privado subvencionado, en educación secundaria, en los países de la 
OCDE durante las últimas dos décadas. 

GRÁFICO 1

Porcentaje de matrícula del alumnado de 15 años según sector  
de la escolarización, 2018

 

*Datos provenientes de PISA 2012; **Datos provenientes de PISA 2015.
Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos de PISA 2018.
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GRÁFICO 2

Evolución de la matrícula del alumnado de 15 años en el sector privado 
subvencionado, 2000-2018 (%)
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Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de PISA 2000-2018.
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Si bien en la mayoría de países el sistema dual se constituyó hace déca­
das, en algunos casos (Hungría, Suecia y Reino Unido) la creciente par­
ticipación del sector privado en la oferta educativa obedece a reformas 
educativas recientes. El gráfico también pone de relieve que, aunque el 
porcentaje de provisión educativa privada tiende a mantenerse estable, 
en algunos países se ha producido una ligera tendencia a la baja. Este se­
ría el caso de países como Bélgica o los Países Bajos y, en menor medida, 
de Francia, Dinamarca, Irlanda y España.

Efectos de los sistemas de provisión mixta

La literatura académica sobre los efectos de las políticas de provisión 
mixta es extensa y multidisciplinar. Sin embargo, no presenta resultados 
definitivos ni concluyentes. Una parte importante de la investigación se 
centra en los efectos de la provisión mixta sobre el rendimiento acadé­
mico. En este ámbito, los estudios han tendido a generar resultados poco 
generalizables e incluso contradictorios, de modo que las conclusiones 
deben extraerse caso a caso.3 En cambio, en el ámbito de la equidad el 
consenso es mucho mayor. Son numerosos los estudios que observan 
cómo los sistemas de provisión mixta tienden a ampliar las desigualda­
des educativas. Se trata de estudios que ponen de relieve que este tipo 
de sistemas tienden a favorecer la segregación escolar, la estratificación 
social entre las escuelas y/o la marginación de los estudiantes socialmen­
te más desfavorecidos (Alegre y Ferrer-Esteban, 2010; Dumay y Dupriez, 
2014; Macpherson, Robertson y Walford, 2014; OCDE, 2012a; Waslander, 
Pater y Van der Weide, 2010). 

Aunque las organizaciones de la sociedad civil llevan tiempo advirtiendo 
de los efectos sociales de la expansión de la oferta educativa privada, solo 

3.  Aun así, hay que tener presente que incluso los estudios centrados en la misma polí­
tica y el mismo contexto, en función de las decisiones u opciones metodológicas adop­
tadas, pueden generar resultados o prestarse a conclusiones sensiblemente diferentes 
(Jabbar et al., 2019).
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recientemente estas preocupaciones han adquirido una cierta centrali­
dad en el discurso de organizaciones internacionales como el Consejo 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 2014; Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, 2015a, 2015b); la OCDE (OCDE, 2012a, 2017b, 2019) y la UNESCO 
(2017). Incluso el Banco Mundial, que tradicionalmente ha promovido 
políticas de privatización y de mercado en el ámbito educativo (Klees, 
2012; Mundy y Menashy, 2014), reconoce en un informe reciente de­
dicado a la educación que la expansión de la provisión privada puede 
producir efectos negativos sobre la mayoría de grupos socialmente des­
favorecidos e incluso «socavar el apoyo político para una escolarización 
pública eficaz a largo plazo»4 (Banco Mundial, 2018: 177). En el contexto 
europeo, un informe reciente de Eurydice señala que es posible observar 
una relación significativa entre la presencia de la educación privada sub­
vencionada y el nivel de segregación escolar: 

Cuando se controla el nivel de gasto público por alumno, la 
segregación académica (es decir, dónde se concentran estu­
diantes de diferentes niveles de capacidad académica en de­
terminadas escuelas) en la educación primaria es más elevada 
en los sistemas educativos con un sector privado dependiendo 
de fondos públicos. (Eurydice, 2020b: 15).5

Ahora bien, no todos los sistemas de provisión mixta producen los mis­
mos efectos sobre la equidad. Un estudio reciente muestra que aquellas 
políticas más orientadas a la promoción de la competencia entre provee­
dores educativos son las que presentan un mayor riesgo para la equidad 
educativa (Verger, Moschetti y Fontdevila, 2020). En aquellos sistemas 
educativos más mercantilizados, las escuelas están más inclinadas a 
seleccionar a los estudiantes e invierten más recursos en la atracción 
de perfiles concretos de alumnado como estrategia competitiva, lo cual 

4.  Original en inglés, traducción propia.
5.  Original en inglés, traducción propia.
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contribuye a la segmentación de la oferta. El sistema de financiación 
educativo que más directamente fomenta la competencia entre escuelas 
es el del cheque escolar (o voucher) universal. Los programas de cheque 
escolar tienen como objetivo superar los sistemas centralizados de finan­
ciación educativa basados en la oferta y, para ello, introducen fórmulas 
de financiación per cápita con las que el gasto educativo responde a la 
demanda escolar. Otra medida habitual con la que promover la compe­
tencia entre centros es la de favorecer la libre elección escolar mediante, 
por ejemplo, la creación de una zona escolar única o ampliando las zonas 
escolares existentes.  

De todo esto se desprende que, de cara a entender los efectos de los siste­
mas de provisión mixta, es importante identificar cuáles son las políticas 
concretas y los marcos regulativos que configuran dichos sistemas (Boyd, 
2005). Ahora bien, no siempre es fácil generalizar sobre los efectos de 
los sistemas de provisión mixta si nos fijamos únicamente en su diseño 
o marco regulativo formal. Como sostienen Maroy y Van Zanten (2007), 
hay dinámicas informales que también condicionan cómo los diferentes 
actores educativos configuran sus preferencias y estrategias educativas 
y organizativas. Se trata, por ejemplo, de: 

a)	 El margen de discreción, interpretación e implementación de las 
políticas con el que cuentan los agentes educativos. 

b)	 Las relaciones de interdependencia entre escuelas que se dan en 
espacios educativos locales, sobre todo en aquellos con una mayor 
oferta escolar.

c)	 La cultura organizativa, la filosofía y/o los estándares éticos de los 
titulares de los centros y/o de las propias escuelas. 

Dichas dinámicas contribuyen a regular, aunque sea de forma informal y 
a menudo no intencionada, pero no por ello menos efectiva, el compor­
tamiento de los proveedores educativos. Por lo tanto, resulta clave tener 
en cuenta estos elementos a la hora de analizar los efectos de los sistemas 
de provisión mixta sobre la calidad y la equidad educativa.
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La regulación pública de los sistemas  
educativos mixtos

La regulación pública es una actividad central en la gobernanza de los 
sistemas educativos (Braithwaite, Coglianese y Levi-Faur, 2007). La regu­
lación del sistema educativo está conformada por el conjunto de re­
glas, normas y principios con los que influir en el comportamiento de 
los actores que integran el sistema educativo, sean proveedores, fami­
lias, personal docente y administraciones locales, entre otros (Dupriez 
y Maroy, 2003). Uno de los principales retos de la regulación educativa 
radica en conseguir coordinar las actividades de un amplio conjunto de 
actores con incentivos e intereses diferentes, y en intentar que trabajen 
para alcanzar objetivos comunes. Más allá de la fijación de reglas y nor­
mas, los marcos regulativos también incluyen mecanismos de control 
y rendición de cuentas orientados a supervisar y evaluar el comporta­
miento de los actores y monitorizar el cumplimiento de las reglas esta­
blecidas (Black, 2002).

Las reglas, normas y principios que rigen los sistemas de provisión mixta 
no son homogéneos. El contexto social y educativo en los que se ubican, 
pero también los factores de carácter ideacional (valores, paradigmas de 
políticas predominantes, etcétera) afectan al marco regulativo de los sis­
temas de provisión mixta, y explican su idiosincrasia. De cara a captar 
estas diferencias, el concepto de régimen regulativo resulta de utilidad 
(Levi-Faur, 2011). La noción de régimen regulativo agrupa los objetivos, 
principios, reglas, actores y mecanismos de control que conforman la 
regulación de un ámbito sectorial o de políticas públicas. Se considera 
que los diferentes elementos que configuran un régimen regulativo están 
fuertemente imbricados. Uno de los principales componentes de cual­
quier régimen regulativo es el de su orientación, es decir, cuáles son los 
principios rectores y objetivos que se pretenden alcanzar con la regula­
ción pública del sector (Vogel, 1996). En el caso específico de la regu­
lación de la educación privada subvencionada, West y Nikolai (2017) 
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consideran que los objetivos políticos que se pretenden alcanzar con la 
creación de un sistema de financiación pública para proveedores priva­
dos representan uno de los principales factores explicativos de la confi­
guración del marco regulativo del sistema en cuestión. 

Sin embargo, cabe tener en cuenta que la relación entre objetivos políti­
cos y regímenes regulativos no siempre es directa, sino que acostumbra 
a estar influenciada por factores de carácter histórico, político y econó­
mico. Por ejemplo, el peso político y el papel histórico de la Iglesia como 
proveedor educativo es esencial para entender cómo y por qué se con­
figuran los sistemas de financiación pública para escuelas privadas en 
países como Bélgica, Países Bajos o España. En otros casos, la necesidad 
de dar respuesta a un incremento de la demanda educativa en contex­
tos de expansión educativa y constricción económica explicaría que la 
educación privada reciba financiación pública, ya que se trataría de una 
medida de eficiencia económica. Otros objetivos que pueden orientar la 
instauración de sistemas de provisión mixta son el de promover la liber­
tad de enseñanza, favorecer la diversificación y la innovación educati­
va o establecer mecanismos de competencia entre centros. Ahora bien, 
un mismo sistema de provisión mixta puede establecerse para alcanzar 
más de uno de estos objetivos, o adoptarse inicialmente por un motivo y, 
con el trascurso del tiempo, evolucionar hacia lógicas y objetivos progra­
máticos distintos. Desde la perspectiva de los regímenes regulativos, se 
considera que los objetivos políticos del sistema condicionan de manera 
importante el conjunto de reglas, normas y actores implicados que con­
figuran el marco regulativo.

Finalmente, desde una perspectiva de la regulación, también se debe te­
ner en cuenta que las preferencias políticas e ideológicas de los decisores 
políticos son esenciales para entender la configuración de los diferentes 
regímenes regulativos. En el caso de la provisión mixta, Gingrich (2011) 
considera que la configuración de diferentes modelos está condiciona­
da por las preferencias ideológicas de los partidos políticos que, una vez 
en el gobierno, desarrollan o reforman estos sistemas. En concreto, esta 
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autora observa que los partidos conservadores son más proclives a esta­
blecer marcos regulativos que otorgan un mayor nivel de autonomía a 
las escuelas y capacidad de decisión a las familias, mientras que los par­
tidos socialdemócratas establecen regulaciones en las que el Estado suele 
ejercer un mayor control. Más allá de los gobiernos, los grupos de interés 
pueden también contribuir a configurar el marco regulativo de cualquier 
ámbito social o económico. En el caso del campo educativo, organiza­
ciones o grupos sociales como los sindicatos de profesorado, las asocia­
ciones de proveedores privados o las familias de clase media tienen una 
gran capacidad a la hora de influenciar en la orientación y configura­
ción de la regulación y de las reformas del sector. En algunos casos, estos 
agentes buscan influir en la regulación educativa en nombre del bien 
común, aunque también pueden hacerlo para maximizar sus objetivos 
y/o intereses particulares (Baldwin et al., 2012).

Retos políticos de la reforma de los 
sistemas de provisión mixta

Actualmente son varios los países con sistemas de provisión mixta que, 
conscientes de los efectos sobre la equidad de estos sistemas, han desa­
rrollado reformas de sus marcos regulativos. Estas reformas intervienen 
tanto en el ámbito de la oferta escolar (prohibición del cobro de cuotas, 
restricción de la posibilidad de que las escuelas seleccionen a los alum­
nos) como de la demanda (diseño de esquemas de elección escolar con 
los que reducir la segregación escolar). Sin embargo, introducir y conso­
lidar este tipo de reformas es complejo. Esto se debe a que los sistemas 
de provisión mixta suelen generar un conjunto de inercias, dinámicas e 
intereses que no siempre se pueden modificar fácilmente a través de la 
regulación pública. El hecho mismo de intentar introducir nuevas regu­
laciones suele levantar voces discrepantes y focos de resistencia impor­
tantes, tanto por parte de las asociaciones de proveedores privados como 
de las propias familias. Las reformas de los sistemas de provisión mixta 
se ven fuertemente condicionadas por la forma en que la expansión de 
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la oferta privada y la adopción de algunos principios de mercado (p. ej. 
elección y competencia) alteran las preferencias y disposiciones de dis­
tintos actores, incluida la opinión pública y las familias, respecto a la 
naturaleza y el papel de la educación en la sociedad. Como señala Rizvi 
(2016: 8), las políticas  promercado y favorables al sector privado no solo 
modifican la forma en que se ofrece y consume la educación, sino que 
«tienen el potencial de redefinir la naturaleza [misma] de la educación». 
Según este autor, los entornos competitivos tienen la capacidad de alte­
rar la cultura de las escuelas, los procesos de gestión y la forma como se 
relacionan con su entorno externo, realzando los valores de mercado por 
encima de otras consideraciones vinculadas a su papel social.

Varias investigaciones destacan que las políticas que favorecen la pro­
visión privada pueden contribuir a enfatizar los valores de mercado o 
competitivos entre las familias, así como a fomentar estrategias de clau­
sura social y el uso de criterios instrumentales de elección escolar (Brun­
ner, Imazeki y Ross, 2010; Freidus, 2019; Schneider, Teske y Marschall, 
2000). En contextos de cuasimercado educativo, el valor que las familias 
y los estudiantes darían a la elección escolar y a las alternativas priva­
das no responde necesariamente a una preferencia intrínseca por las op­
ciones educativas o religiosas que estas representan, sino que puede ser 
más bien una manera de evitar escuelas con una mayor concentración 
de alumnado de determinado origen social y/o étnico (Exley, 2014). Los 
estudios realizados en diferentes contextos han demostrado que, parti­
cularmente entre las familias socialmente más favorecidas, existe una 
tendencia a recurrir a la elección como medio para alcanzar un cierto 
nivel de clausura social, con la que se favorece inevitablemente la segre­
gación escolar (Baile, 2003; Schneider et al., 2006). Estas familias tende­
rán a ser especialmente críticas con aquellos procesos de reforma que 
pueden alterar a la baja sus márgenes de libertad de elección.

En una línea argumental similar, Busemeyer e Iversen (2016) demues­
tran que la existencia de alternativas privadas en el sistema educativo 
reduce significativamente el apoyo de la clase media y media alta a la 
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provisión educativa pública. La posibilidad de optar por alternativas 
privadas permite a la clase media acceder a un cierto nivel de exclusi­
vidad. Estos mismos autores también muestran cómo la presencia de 
alternativas privadas puede reducir el apoyo al gasto público en educa­
ción y a las políticas fiscales en las que se sustenta este gasto (Buseme­
yer e Iversen, 2014). Por su parte, Carnoy (2003) plantea la hipótesis de 
que los procesos de privatización y las reformas orientadas al mercado 
podrían ser difíciles de revertir, ya que inevitablemente generan grupos 
de interés (sean proveedores privados o familias con hijos que asisten 
a escuelas privadas), que suelen ser contrarios a nuevas normativas si 
perciben que estas pueden alterar su situación de privilegio o su margen 
de elección.

Finalmente, Cribb y Ball (2005) han estudiado los efectos culturales de 
la privatización y la mercantilización educativas, y concluyen que estas 
políticas no alteran únicamente la forma en que se organiza la provisión 
educativa, sino que también afectan a los objetivos, las motivaciones y 
las disposiciones de diferentes actores (profesorado, familias, direccio­
nes de centro, autoridades locales) en materia educativa. Los autores 
se refieren a estos cambios como «efectos éticos» de la privatización. 
Consideran que la privatización modifica aspectos centrales del proceso 
educativo, como son los objetivos de la educación, que pasan a estar más 
centrados en los resultados y los retornos económicos; las obligaciones, 
puesto que se instaura la necesidad de competir; y los valores, dado que 
con la privatización aumenta la importancia concedida a los valores ins­
trumentales, en detrimento de los valores expresivos de la educación. 
Estos efectos de la privatización van más allá del ámbito axiológico y se 
ponen de manifiesto en la interacción entre los diferentes agentes educa­
tivos, en sus discursos y prácticas, pero también en cómo se posicionan 
ante procesos de reforma educativa.
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Perspectiva del estudio

Dimensiones de análisis 

En los sistemas educativos con una fuerte presencia de la educación pri­
vada subvencionada, se identifican una serie de dimensiones de regu­
lación especialmente relevantes a la hora de examinar su gobernanza y 
entender el conjunto de reglas y principios que rigen su funcionamiento. 
Con el objetivo de operativizar el concepto de regulación pública de los 
sistemas de provisión mixta, en este estudio diferenciamos entre las si­
guientes dimensiones:

1.	 Financiación. Si bien todas las escuelas privadas subvencionadas 
se financian mayoritariamente a través de fondos públicos, existen 
distintos mecanismos y criterios de asignación de la financiación. 
Las aportaciones privadas a las escuelas privadas subvencionadas 
(por parte de familias o del sector privado) también suelen estar 
sujetas a diferentes reglas.

2.	 Entrada y salida de proveedores. Esta dimensión hace referencia 
a todos aquellos requisitos que regulan la posibilidad de que una 
entidad privada sea elegible para recibir financiación pública o para 
crear un nuevo centro educativo sufragado con fondos públicos, así 
como a las condiciones que dan lugar al cese de esta financiación.

3.	 Gobernanza y autonomía escolar. El nivel de autonomía y capa­
cidad de toma de decisiones de los centros privados subvencio­
nados varía significativamente en distintos países. Además, debe 
tenerse en cuenta que la regulación de la autonomía del centro pue­
de variar según se aplica a cuestiones pedagógicas (currículo y eva­
luación) y/o de gestión (recursos humanos o económicos).

4.	 Elección escolar. Esta dimensión abarca todos aquellos aspectos 
regulativos relacionados con el proceso de elección de centro y ad­
misión de alumnado en los centros privados subvencionados, así 
como su grado de integración respecto de la regulación del sector 
público.
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5.	 Evaluación y rendición de cuentas. Agrupa todos aquellos meca­
nismos de evaluación y rendición de cuentas a los que están some­
tidos los centros privados subvencionados tanto en lo que se refiere 
a su gestión económica como a cuestiones de carácter pedagógico, 
curricular o de resultados educativos.

6.	 Profesorado y otros profesionales. Se refiere a la normativa que 
rige el régimen laboral de los docentes y otros profesionales de los 
centros privados subvencionados. Este ámbito incluye los requeri­
mientos en materia de credenciales, los procesos de contratación y 
despido y el sistema retributivo.

Selección de casos relevantes 

El estudio se centra en los sistemas educativos en los que la educación 
privada subvencionada tiene un peso relativamente significativo en los 
niveles de educación primaria y/o secundaria. Hemos realizado una 
selección inicial de casos en los que el porcentaje del alumnado matri­
culado en escuelas privadas subvencionadas es superior al 10 % de la ma­
trícula total. La Tabla 1 recoge los sistemas educativos cuya matrícula 
privada subvencionada supera (o se acerca a) este porcentaje tanto en la 
educación primaria como en la secundaria.
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Además de los casos seleccionados a partir del peso de la matrícula en 
el sector privado subvencionado, también hemos incluido los casos de 
Estados Unidos y Canadá, donde la expansión de la provisión privada 
subvencionada no representa un porcentaje significativo en el conjunto 
del país, pero sí en ciertos estados o provincias.6  

6.  A su vez, a raíz de falta de estudios sobre Israel y Corea, estos casos han sido descartados.

TABLA 1
Porcentaje de matrícula en el sector privado subvencionado, 2017

NIVEL EDUCATIVO

Primaria Secundaria

Australia 29,8 32,3 

Bélgica 53,7 57,6 

Chile 54,4 50,9 

Dinamarca 16,4 29,2 

Francia 14,5 21,7 

Hungría 14,2 15,1 

Irlanda nd 51,9*

Israel 23 17,3 

Corea nd 17,6 

Países Bajos nd 55,8*

Eslovaquia 7,7 11,6*

España 27,8 28,6 

Suecia 10,5 17,1 

Reino Unido 20 61,2 

nd: información no disponible. *Datos provenientes de PISA 2015.
Fuente: elaboración propia con datos de OCDE (2018a).
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Revisión de literatura

El principal método de recogida y análisis de datos ha consistido en la 
revisión de literatura sobre procesos de formación, regulación y reforma 
de sistemas de provisión mixta. La búsqueda de documentos primarios 
se ha realizado en las dos principales bases de datos internacionales de 
literatura académica (Scopus y Web of Science), así como en los princi­
pales repositorios de literatura en castellano (Dialnet) y en francés (HAL 
y Revues/OpenEditions Search). Estas búsquedas se han llevado a cabo a 
través de la combinación de tres bloques de términos clave: 

1.	 Denominaciones de sistemas de provisión privada subvencionada, 
incluyendo tanto términos genéricos y usados a nivel internacio­
nal como denominaciones locales.

2.	 Dimensiones de regulación, en referencia al conjunto de palabras 
clave vinculadas con las diferentes dimensiones de regulación con­
sideradas en el análisis.

3.	 Casos seleccionados, en referencia a los sistemas educativos/países 
seleccionados.

El conjunto de estudios primarios identificados a partir de las búsque­
das se ha filtrado siguiendo criterios de relevancia (es decir, en función 
de su relación con los objetivos de la investigación). La selección final de 
la literatura académica consta de 112 estudios. Ahora bien, como viene 
siendo habitual en este tipo de revisiones de literatura, la información de 
los estudios primarios se ha complementado con literatura gris (informes, 
documentos políticos, legislación y normativa, etcétera), así como con 
un conjunto de estudios primarios adicionales considerados relevantes 
para el análisis, aunque estos no hayan aparecido en la búsqueda inicial. 
Esta segunda búsqueda ha generado 141 documentos adicionales que han 
permitido adquirir información sobre procesos de reforma educativa re­
lativamente recientes y/o sobre los que la literatura académica es todavía 
limitada.
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El corpus final de documentos se ha revisado, analizado y sistematizado 
a través de las fichas de extracción de cada uno de los sistemas educati­
vos analizados. Las fichas contienen los siguientes apartados:

 1.	 Origen y principales desarrollos de la política de financiación pú­
blica de proveedores educativos privados. 

2.	 Dimensiones de regulación (financiación, gobernanza y autono­
mía escolar, entrada y salida de proveedores, elección escolar, eva­
luación y rendición de cuentas, profesorado y otros profesionales).

3.	 Debates relacionados con el sector privado subvencionado.
4.	 Procesos de reforma del marco regulativo.
5.	 Evidencia sobre el impacto de los procesos de reforma.

Fuentes complementarias 

La revisión de literatura se ha complementado con el análisis de bases 
de datos estadísticas. Los datos referidos al ámbito estatal provienen de 
los compendios estadísticos preparados por el Ministerio de Educación. 
La información referida al conjunto de sistemas educativos analizados 
proviene de fuentes de datos preparadas por la OCDE. Concretamente,  
hemos utilizado las bases de datos de las diferentes ediciones de la eva­
luación PISA, los compendios estadísticos publicados en Education at a 
Glance y el repositorio estadístico OECD.Stat.
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Los modelos de educación privada 
subvencionada: objetivos políticos  
y configuraciones regulativas

Desde una perspectiva internacional y comparada, la educación privada 
subvencionada está regulada de forma muy diferente en ámbitos como 
la financiación, la autorización de proveedores, la elección escolar, la au­
tonomía de centro o la rendición de cuentas. Esta diversidad de  marcos 
regulativos, a su vez, se explica con un amplio abanico de factores de 
carácter histórico, político, educativo e institucional, y supone un reto 
para identificar patrones a nivel internacional. Ahora bien, como seña­
lábamos en el capítulo anterior, los objetivos políticos que se pretenden 
alcanzar con las subvenciones públicas al sector privado condicionan las 
diferentes configuraciones regulativas por las que se rige el sector (West 
y Nikolai, 2017). 

En este capítulo, presentamos una tipología de modelos regulativos de 
la educación privada subvencionada que toma como punto de partida 
los objetivos políticos de los sistemas de subvenciones públicas a pro­
veedores privados. Para construir esta tipología, hemos identificado, en 
primer lugar, los distintos objetivos políticos por los que los gobiernos 
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han instaurado políticas de subsidios al sector privado en el ámbito de la 
OCDE. En segundo lugar, hemos agrupado los sistemas educativos que 
subvencionan al sector privado en función del objetivo político primordial 
que persiguen; y, en tercer lugar, hemos identificado aquellos elementos 
regulativos compartidos por los sistemas educativos que conforman cada 
uno de los grupos. La tipología resultante se compone de cuatro modelos:

1.	 Libertad de instrucción. Este primer modelo está integrado por 
los sistemas educativos en los que la financiación pública tiene 
como objetivo principal garantizar la libertad de los actores priva­
dos para establecer su propia oferta educativa. El apoyo estatal a 
estos actores no va acompañado de una voluntad de integración de 
la educación privada subvencionada con la provisión pública ni 
implica, por lo tanto, un proceso de homologación regulativa. Los 
centros privados subvencionados gozan de un apoyo económico 
limitado a cambio de preservar niveles de autonomía considera­
blemente superiores a los centros públicos. 

2.	 Equivalencia. Este modelo incluye aquellos sistemas educativos 
donde el apoyo al sector privado subvencionado representa un es­
fuerzo explícito por establecer una equivalencia formal con el sec­
tor público en un contexto en el que se respeta al mismo tiempo el 
principio de la libertad de instrucción. Esta voluntad de equivalen­
cia se traduce en una cuasiequiparación de los recursos públicos 
destinados a los sectores privado subvencionado y público, junto 
con una homologación del marco normativo por el que se rigen los 
centros de ambos sectores. En la mayoría de los ámbitos, la autono­
mía de los centros privados es equivalente a la de los centros públi­
cos, al menos en términos formales.

3.	 Aproximación de mercado. Agrupa aquellos países donde el mo­
delo de financiación pública de escuelas privadas tiene su ori­
gen en una serie de reformas educativas promercado orientadas a 
maximizar la libertad de elección escolar y fomentar la competencia 
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entre centros educativos. Estos objetivos se traducen en la equipa­
ración de los niveles de financiación pública asignada a centros 
públicos y privados subvencionados bajo fórmulas de financiación 
per cápita, junto con la concesión de mayores niveles de autono­
mía a los centros educativos en términos organizativos, de gestión 
y pedagógicos. 

4.	 Autonomía. Incluye aquellos sistemas en los que la administra­
ción educativa impulsa la creación de centros educativos de ges­
tión privada financiados con fondos públicos y dotados de un alto 
nivel de autonomía (tanto pedagógica como de gestión), con el ob­
jeto de promover una mejora de la calidad educativa y la diversifi­
cación del sistema. En términos regulativos, este modelo garantiza 
a las escuelas privadas subvencionadas un apoyo económico com­
parable al de los centros públicos, así como un nivel de autonomía 
bastante superior en la mayoría de aspectos. Como contrapartida, 
se integran en sistemas de rendición de cuentas estrictos, que son 
especialmente exigentes en cuestión de rendimiento académico. 

La Tabla 2 presenta, de forma sintética, las principales características de 
cada uno de los modelos identificados, e indica qué sistemas educativos 
encajan mejor con cada uno de los modelos. Sin embargo, hay que tener 
presente que los modelos representan tipos ideales que sintetizan orien­
taciones regulativas generales. Es decir, esta categorización debe ser en­
tendida como un constructo analítico. Los sistemas educativos de países 
concretos, en tanto que realidad empírica, no necesariamente guardan 
una correspondencia perfecta con la realidad de carácter más abstracto 
representada por los modelos. De hecho, algunos de los sistemas educati­
vos que asociamos a un modelo concreto pueden divergir de la tendencia 
general de este en alguna de sus dimensiones. Cabe también señalar que 
determinados sistemas educativos pueden combinar características u 
objetivos políticos de diferentes modelos, o bien pueden encontrarse en 
un proceso de transformación regulativa, lo que explicaría las particula­
ridades que presentan en algunas dimensiones. 
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A continuación, presentamos con mayor profundidad las principales 
características de cada uno de los modelos regulativos. 

Libertad de instrucción 
Este primer modelo agrupa sistemas educativos en los que el sistema 
de financiación pública del sector privado se creó con el objetivo de ga­
rantizar la libertad de instrucción. Dicha financiación está orientada a 
garantizar la viabilidad económica de una oferta privada ya existente, 
generalmente de naturaleza religiosa. La regulación de estos sistemas 
tiene como finalidad asegurar que la oferta privada cumpla con unos es­
tándares mínimos de calidad, sin que ello suponga una pérdida signifi­
cativa de su autonomía. Esta aproximación regulativa suele traducirse en 
sistemas de financiación parcial, condicionados al cumplimiento de una 
normativa relativamente laxa en algunos ámbitos. Se acepta, por lo tanto, 
una cierta disparidad entre la red pública y la privada subvencionada en 
términos de recursos, procesos y resultados. 

Los sistemas educativos más representativos de este primer modelo son los 
de Australia, Dinamarca, Francia, Eslovaquia, Hungría y algunas provincias 
de Canadá.1 A pesar de la heterogeneidad de estos sistemas, el proceso de 
institucionalización de la política de subvenciones a la educación privada 
tiene elementos comunes. Se trata de sistemas en los que la oferta educati­
va por parte de entidades religiosas tiene una fuerte tradición histórica. La 
política de financiación de escuelas privadas se plantea como un mecanis­
mo para dotar a dichas entidades de cierta seguridad económica y jurídica 
con el que contrarrestar el declive de la educación religiosa que se produjo 
principalmente a raíz de la expansión educativa pública. En países como 
Australia, Francia y Canadá, las escuelas religiosas se movilizaron para 
forzar al gobierno a institucionalizar un sistema de subvenciones públicas 
para los proveedores privados (Angus, 2003; Fowler, 1992; Meuret, 2004). 

1.  Específicamente las provincias de Alberta, British Columbia, Manitoba, Quebec y 
Saskatchewan.
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En cambio, en Eslovaquia y Hungría, la provisión de fondos públicos 
a escuelas privadas está vinculada a la transformación de la relación 
Estado-Iglesia producida tras la disolución de la Unión Soviética. En un 
contexto de reconocimiento de derechos a la Iglesia católica, la finan­
ciación pública a proveedores privados deviene un mecanismo orientado 
a garantizar un nivel similar de recursos para todas las escuelas y a fomen­
tar un cierto resurgimiento de la provisión educativa de carácter religioso 
(Dronkers y Róbert, 2004; Felak; 2008; Hanesova, 2008). Finalmente, el 
origen del sistema de subsidios danés, establecido a finales del siglo xix, 
difiere también del resto de casos incluidos en este primer modelo en tan­
to que su creación responde a la voluntad de evitar un dominio excesivo 
por parte del Estado o de la Iglesia en el ámbito de la provisión educativa, 
y garantizar un cierto nivel de diversidad de la oferta escolar (Neave, 1985; 
Olsen, 2015). 

Financiación

En la mayoría de los países que conforman este modelo, el sistema de 
financiación a escuelas privadas subvencionadas está orientado a contri­
buir a sufragar los gastos corrientes con el fin de garantizar la viabilidad 
económica de la oferta privada. Sin embargo, no se pretende que la finan­
ciación pública permita cubrir la totalidad del gasto y, por consiguiente, 
no se busca una equiparación con las reglas de asignación de recursos 
por las que se rige el sector público. Más allá de la heterogeneidad en las 
fórmulas y criterios utilizados en la asignación de recursos, el peso sus-
tantivo pero limitado de las contribuciones públicas constituye un rasgo 
común a los distintos sistemas educativos de este primer modelo. Así lo 
corrobora la Tabla 3,2 en la que se observa cómo en Australia, Canadá, 

2.  Los datos presentados en las tablas de este capítulo provienen de la información recogi­
da a través del cuestionario de directores para PISA. El porcentaje se estima a partir de la 
media del porcentaje declarado por los directores para cada uno de los sistemas educativos 
y sectores de titularidad. La pregunta del cuestionario hace referencia al peso sobre la fi­
nanciación de la escuela de una de diferentes fuentes (gobierno, familias, donaciones), in­
dependientemente de los niveles educativos impartidos. 
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Dinamarca y Francia, la financiación gubernamental dista mucho de su­
fragar la totalidad del gasto, situación que contrasta con la de las escuelas 
de titularidad pública. 

En consonancia con el carácter parcial de la financiación pública, la ma­
yor parte de los sistemas educativos de este modelo permiten el cobro de 
cuotas a las familias en concepto de escolarización, exceptuando Hun­
gría. Se trata de una lógica coherente con los objetivos políticos perse­
guidos por estos sistemas de subsidios, orientados a asegurar la libertad 
de instrucción, pero no necesariamente de elección y, por tanto, sin una 
voluntad de democratizar el acceso a este sector educativo. En la mayo­
ría de los casos, el cobro de cuotas está sujeto a pocas limitaciones y no 
implica una reducción de la aportación económica gubernamental. De 
hecho, a menudo, estas aportaciones representan una parte sustancial 
de la financiación total de los centros educativos (Donnelly, 2012; Nusche 
et al., 2016; Van Pelt et al., 2017). Como se muestra en la Tabla 4, en el 
caso de Australia, Dinamarca y Francia, las contribuciones familiares 
representan en torno a un tercio de los recursos; mientras que esa pro­
porción se eleva al 40 % en Canadá.

TABLA 3
Porcentaje de recursos provenientes de fuentes gubernamentales  
según el cuestionario de directores de PISA 2018

PRIVADO SUBVENCIONADO PÚBLICO

Australia 70 89,7

Canadá 55,5 93,6

Dinamarca 72 99,1

Francia 62,6 95

Hungría 93 98,2

Eslovaquia 94,3 96,9

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018. 
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Autorización de proveedores 

En este modelo, la autorización de nuevos proveedores privados subven­
cionados se basa principalmente en criterios de demanda social. La con­
cesión de fondos públicos está condicionada a una serie de criterios de 
calidad básicos (infraestructura, calificación del profesorado, etcétera), 
mientras que raramente se contempla el uso de criterios de la planifica­
ción educativa (como pueden ser la oferta existente o la evolución de las 
necesidades de escolarización). Las autoridades educativas no tienen, en 
consecuencia, un papel proactivo a la hora de configurar la oferta privada 
subvencionada. De hecho, en Australia y Francia, los intentos de reducir 
la centralidad de la demanda social a la hora de autorizar nuevos provee­
dores privados han sido desestimados debido a la fuerte oposición a estas 
propuestas (Guardia Hernández, 2019; Vickers, 2005). 

Cabe señalar también que, dado que el objetivo principal de este modelo 
es garantizar la continuidad de una oferta privada existente más que fo­
mentar su expansión, las barreras de entrada para los nuevos proveedores 

TABLA 4
Porcentaje de recursos provenientes de contribuciones de las familias 
según el cuestionario de directores de PISA 2018

PRIVADO SUBVENCIONADO PÚBLICO

Australia 28,3 8,4

Canadá 40,4 7,8

Dinamarca 27,2 1,8

Francia 31,2 1

Hungría 0,7 0

Eslovaquia 3,8 0,3

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018. 
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privados subvencionados suelen ser altas. En sistemas como el francés o 
el danés, así como en los de la mayoría de las provincias canadienses, se 
exige a los centros privados un período inicial de autosuficiencia econó­
mica como condición previa a la solicitud de subsidios públicos (Meuret, 
2004; Patrinos, 2001; Van Pelt et al., 2017).

Elección escolar 

En el ámbito de la elección escolar, el sector privado subvencionado sue­
le estar sujeto a una regulación propia que le otorga un amplio margen 
de maniobra. Así, mientras que la red pública acostumbra a regirse por 
sistemas de elección controlada, las escuelas privadas subvencionadas 
están exentas de participar en estos sistemas. Por lo tanto, en materia 
de elección escolar, la red privada subvencionada opera de forma inde­
pendiente a la red pública. La mayor parte de escuelas privadas se guían 
por criterios de admisión propios, sobre los cuales el Estado tiene una 
influencia limitada.

El sistema educativo francés representa uno de los casos en los que 
el contraste entre la regulación de la red pública y la red privada sub­
vencionada en materia de elección escolar es más acusado. Mientras 
que en el sector público se asigna a los alumnos a una única escuela a 
partir de criterios de proximidad residencial, las escuelas privadas sub­
vencionadas no están incluidas en el denominado mapa escolar y pue­
den establecer sus propios requisitos de admisión, exceptuando criterios 
religiosos o étnicos (Pons, Van Zanten y Da Costa, 2015). En otros paí­
ses, la fórmula de asignación del alumnado a la red pública ofrece más 
opciones de elección a las familias, pero el sector privado subvencio­
nado queda igualmente al margen, gestionando las admisiones según 
los criterios establecidos por cada centro. Sería el caso de Dinamarca, 
Eslovaquia o la mayoría de diversos estados australianos y canadienses 
(Andersen et al., 2011; Šiškovič y Toman, 2015; Caldwell, 2010; Bosetti y 
Gereluk, 2016).
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Autonomía y rendición de cuentas

Otra característica de este modelo es que los proveedores privados go­
zan de altos niveles de autonomía pedagógica y de gestión. Si bien la ad­
hesión a los objetivos curriculares definidos a escala nacional suele ser 
un requisito para la obtención de fondos públicos, garantizados estos 
mínimos, la regulación permite a las escuelas privadas subvencionadas 
adaptar el programa educativo a su filosofía u orientación educativa par­
ticular.3 Las escuelas privadas subvencionadas de estos países suelen go­
zar, por consiguiente, de mayor autonomía pedagógica que las escuelas 
de titularidad pública, dado que no están limitadas por el principio de 
aconfesionalidad o neutralidad ideológica (Rangvin, 2008; Rakar, 2005). 
En relación con las decisiones de gestión y de personal, los centros priva­
dos subvencionados son también muy autónomos.4 Esto suele significar 
que estos centros tienen plena libertad en materia de contratación del 
profesorado, y en algunos países incluso pueden establecer sus propias 
escalas salariales (Caldwell, 2010; Eurydice, 2016; Olsen, 2015).

En cuanto a la evaluación y la rendición de cuentas, la integración del 
sector privado subvencionado en las políticas y procedimientos aplica­
dos al sector público es solo parcial. En la mayoría de los países, los cen­
tros privados subvencionados están obligados a participar en las pruebas 
externas nacionales; sin embargo, los procedimientos y requisitos de ins­
pección y evaluación difieren significativamente entre los centros pri­
vados subvencionados y los públicos. Además, suele delegarse parte de 
la responsabilidad de la evaluación a los propios proveedores y/o usua­
rios de los centros privados subvencionados. En la mayoría de los casos, 

3.  Con la salvedad de Francia, donde la autonomía en materia curricular es muy limitada 
(Pons et al., 2015).
4.  Cabe señalar, sin embargo, que la autonomía en materia de contratación no necesaria­
mente implica un elemento de diferenciación respecto a la red pública. En sistemas edu­
cativos como el australiano, la contratación a nivel de escuela es cada vez más habitual 
en el sector público (Keating et al., 2011). Se documentan dinámicas similares para el caso 
húngaro y el eslovaco (Eurydice, 2020a).
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la evaluación de las escuelas privadas subvencionadas se desarrolla in­
ternamente, y con una intervención mínima de las autoridades públicas 
(OCDE, 2013).

Equivalencia 

Este segundo modelo de provisión mixta agrupa aquellos sistemas edu­
cativos donde el sector privado subvencionado se institucionalizó con 
el objetivo de garantizar la libertad de instrucción y el respeto hacia la 
iniciativa privada en el ámbito educativo, pero también con la voluntad 
de garantizar la equivalencia entre la red pública y la privada subven­
cionada. A grandes rasgos, el planteamiento normativo de este modelo 
puede calificarse de «lógica de intercambio», dado que la equiparación 
de la financiación del sector privado subvencionado respecto al público 
conlleva una pérdida de parte de la autonomía por parte del sector priva­
do subvencionado en ámbitos como la admisión escolar, el currículo o la 
evaluación y la rendición de cuentas.

Los casos más representativos de este segundo modelo son los Países Ba­
jos, Bélgica (comunidades francófona y flamenca), España y las escue­
las de carácter religioso en Inglaterra (conocidas como voluntary aided 
schools).5 En estos sistemas educativos, denominados viejos cuasimerca­
dos (Vandenberghe, 1999) o alianzas público-privadas históricas (Verger et 
al., 2016), la provisión educativa por parte de entidades religiosas (princi­
palmente católicas o protestantes) se remonta como mínimo a principios 

5.  En Inglaterra existen dos tipos de escuelas de carácter religioso: por un lado, las deno­
minadas voluntary aided schools, financiadas principalmente con fondos públicos pero 
gestionadas por entidades privadas; por otra parte, las voluntary controlled schools, finan­
ciadas y gestionadas por entidades públicas (Walford, 2003). Aunque, en términos de regu­
lación, no existen diferencias especialmente significativas entre estos dos tipos de centro, 
la información sobre el caso inglés que se presenta en este capítulo hace referencia úni­
camente a las voluntary aided schools, que es el único tipo que puede ser considerado sec­
tor privado subvencionado atendiendo a la definición presentada al inicio de este estudio.
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del siglo xx. Esta tradición histórica influyó de manera determinante en 
el proceso de institucionalización de la educación privada subvenciona­
da. En la mayoría de los casos, esta tuvo lugar en un contexto en el que el 
Estado necesitaba ampliar la oferta para responder a una demanda educa­
tiva creciente. Este fue el caso de Inglaterra y Bélgica en la década de 1950 
(De Rynck, 2005; Walford, 2003) y de España en la década de 1980, tras el 
fin de la dictadura (Calero y Bonal, 1999; Olmedo, 2013). 

Sin embargo, este proceso de integración de la oferta religiosa en el sis­
tema educativo estatal no ha estado libre de controversias. De hecho, la 
configuración del sistema de subsidios públicos a la educación privada 
ha estado claramente influida por una tensión histórica entre los parti­
darios de la provisión educativa estatal y los defensores de consolidar un 
modelo donde la iniciativa privada jugara un papel central en la provi­
sión de la educación básica. En respuesta a esta tensión, el ordenamien­
to jurídico de estos países reconoce desde hace décadas la libertad de 
instrucción como uno de los principios básicos del sistema educativo, si 
bien este principio se encuentra a menudo sujeto a múltiples interpreta­
ciones. El modelo de escuela privada subvencionada surge precisamente 
como mecanismo para resolver el conflicto político derivado de la nece­
sidad de hacer compatible el principio de libertad de instrucción con la 
necesidad de desarrollar un sistema de provisión pública universal.6 

Financiación

En la mayoría de los casos incluidos en este segundo modelo, el sistema 
de financiación está orientado a garantizar la equiparación de los recur­
sos públicos asignados a centros públicos y privados subvencionados, 

6.  El caso de Irlanda representa una excepción respecto a este patrón dado que, a lo largo 
del siglo xx, este país no desarrolló un sistema de provisión estatal como la mayoría de 
países europeos (Ledwith y Reilly, 2013), sino que optó por consolidar y ampliar la provi­
sión privada financiada con fondos públicos como estrategia para articular un sistema 
educativo de masas. 
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como mínimo en términos formales. Tanto en los Países Bajos como en 
las comunidades francófona y flamenca de Bélgica y en Inglaterra, los 
criterios y mecanismos de asignación de recursos son los mismos para 
las escuelas públicas y las privadas subvencionadas en todo lo referente 
a los costes de personal y gastos de funcionamiento (Danhier y Friant, 
2019; De Groof, 2004; Patrinos, 2013). Como corrobora la Tabla 5, estos 
países representan un modelo de cuasiparidad en el que, salvo notables 
excepciones, las diferencias de financiación entre centros públicos y 
privados subvencionados se pueden considerar marginales. Además, la 
mayoría de estos sistemas educativos han adoptado modelos de finan­
ciación por fórmula y/o financiación adicional que permiten tener en 
cuenta la diferente composición socioeconómica del alumnado de las 
escuelas privadas subvencionadas y públicas (véase el Recuadro «Finan­
ciación compensatoria»).

TABLA 5
Porcentaje de recursos procedentes de fuentes gubernamentales  
según el cuestionario de directores del PISA 2018

PRIVADO SUBVENCIONADO PÚBLICO

Comunidad francófona  
de Bélgica1 93,7 96,4

Comunidad flamenca  
de Bélgica1 83,3 82,3

Irlanda 81,7 92,5

Países Bajos 96,3 94,8

España 76,5 95,5

Inglaterra 99 100

1Datos provenientes de PISA 2012, no disponibles desagregados por comunidades  
por ediciones posteriores.
Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018.
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Así mismo, y a cambio de la equiparación de la financiación públi­
ca recibida, se prohíbe a los centros privados subvencionados el co­
bro de tasas de matrícula adicionales, o se limitan considerablemente 
las aportaciones económicas que pueden hacer las familias (De Groof, 
2004; Nusche et al., 2015; Patrinos, 2013; Levin et al., 2013). Los datos 
de la Tabla 6 confirman que, en las comunidades flamenca y francófona 

Financiación compensatoria

Por medidas de ajuste de la financiación en base a necesidades o de finan-
ciación compensatoria se entiende cualquier mecanismo de asignación 
de recursos que tiene en cuenta uno o más aspectos de la composición 
del alumnado de un centro educativo y que está orientado a dotar a las 
escuelas de recursos adicionales en función de la proporción de estu­
diantes identificados como socialmente desfavorecidos. En la práctica, 
esta categoría incluye dos opciones políticas diferenciadas: 

–	 Sistemas de financiación por fórmula basada en necesidades, in­
tegrados en el mecanismo principal de asignación de fondos y aplica­
dos sobre la totalidad de centros educativos. Esta categoría incluye 
cualquier sistema de distribución de financiación en el que la asig­
nación de recursos a las escuelas tiene en cuenta las diferencias de 
coste entre estudiantes (si bien esto no excluye la posibilidad de esta­
blecer una financiación basal). La fórmula de cálculo incorpora va­
riables relativas al perfil del alumnado orientadas a captar una o más 
formas de desventaja, bajo la premisa de que estas se traducen en un 
aumento de costes (Ross y Levačić, 1999 y Caldwell, Levačić y Ross, 
1999) [véase el Recuadro «Financiación por fórmula basada en nece­
sidades» en el capítulo Opciones de política y reformas en clave de 
equidad].

–	 Mecanismos de financiación focalizada, adicionales al sistema 
básico de asignación de fondos. Esta categoría incluiría cualquier 
asignación de recursos adicional (sea a nivel de alumno o de escuela) 
realizada en base a criterios de equidad, es decir, orientada a dotar de 
fondos adicionales la atención a estudiantes considerados en situa­
ción de desventaja social o educativa (véase OCDE, 2017c).
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de Bélgica, Países Bajos e Inglaterra el peso de las contribuciones de las 
familias sobre la financiación total de las escuelas privadas subvencio­
nadas es, en promedio, relativamente reducido y muy similar al de los 
centros de titularidad pública.

Irlanda y España son excepciones a este patrón. En ambos países, y a pe­
sar del objetivo de equivalencia, la financiación pública asignada a los 
centros privados subvencionados es significativamente inferior a la asig­
nada a los centros públicos, y el peso de las aportaciones de las familias 
es bastante más significativo en el sector privado subvencionado que en 
el sector público. En Irlanda, y a pesar de que las cuotas en concepto de 
escolarización están prohibidas, se permite el cobro de las llamadas 
aportaciones familiares voluntarias y, de hecho, solo se proporciona fi­
nanciación pública para gastos de funcionamiento a aquellos cen­
tros privados que no cobran tasas a las familias (Darmody y Smyth, 2013; 

TABLA 6
Porcentaje de recursos provenientes de contribuciones de las familias 
según el cuestionario de directores de PISA 2018

PRIVADO SUBVENCIONADO PÚBLICO

Comunidad francófona  
de Bélgica1 5,4 3,3

Comunidad flamenca  
de Bélgica1 12,4 15,7

Irlanda 8,7 3,1

Países Bajos 2,4 3,3

España 17,3 5,1

Inglaterra 0,7 0

1Datos provenientes de PISA 2012, no disponibles desagregados por comunidades  
por ediciones posteriores. 
Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018
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Rougier y Honohan, 2015). En España, y como se desarrolla en el capítu­
lo La educación concertada en España, los centros concertados y los pú­
blicos se financian a través de fórmulas y acuerdos diferentes. Este 
modelo de financiación ha generado que el gasto por alumno en la edu­
cación concertada haya sido, desde su origen en la década de 1980, sig­
nificativamente inferior que en el sector público. Aunque este es un 
ámbito de fuerte controversia política y académica, y ambos sectores se 
encuentran infrafinanciados, algunas estimaciones realizadas en el con­
junto de España sitúan el gasto público por alumno en el sector concer­
tado entre un 45 % y un 50 % por debajo del gasto en el sistema público. 
Este diferencial, a su vez, se ha traducido (y ha dado carta de naturaleza) 
en una cierta dependencia de las aportaciones familiares por parte de las 
escuelas concertadas (Pérez-Díaz y Rodríguez, 2011; Rogero-García y 
Andrés-Candelas, 2014). 

Autorización de proveedores 

En contraste con el modelo de libertad de instrucción, en la mayoría de 
los países incluidos en este segundo modelo se toman también en con­
sideración criterios de planificación educativa y no exclusivamente as­
pectos relacionados con la demanda social para autorizar la financiación 
pública de un centro privado. Esto no implica que la demanda social no 
desempeñe un papel importante, sino que la regulación trata de encon­
trar un cierto equilibrio entre la demanda social y las necesidades deri­
vadas de la planificación educativa. 

La introducción de criterios de planificación educativa puede traducirse 
en un amplio abanico de requisitos para la autorización de proveedores. 
Por un lado, encontramos criterios de orden cuantitativo, referentes al 
número y distribución de plazas escolares disponibles en un determi­
nado territorio. Por ejemplo, en España, los proveedores privados tienen 
que demostrar la existencia de una demanda insatisfecha en la zona 
donde se encuentran como requisito para recibir financiación pública 
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(Villarroya, 2000). En algunos países, estos criterios se combinan con 
consideraciones de naturaleza más cualitativa, referentes normalmente 
al carácter distintivo de la escuela. Sería el caso de las comunidades fla­
menca y francófona de Bélgica y de los Países Bajos, donde a la hora de 
autorizar nuevos proveedores se tiene en cuenta la posible contribución 
del nuevo centro a la diversificación pedagógica de la oferta escolar en 
la zona (Maussen y Vermeulen, 2015). Siguiendo esta línea, en Inglaterra 
las autoridades educativas consideran la oferta existente de educación 
religiosa en la zona como criterio para la autorización de un nuevo centro 
privado subvencionado confesional (Walford, 1995). 

Elección escolar

En el ámbito de la elección escolar, los centros privados subvenciona­
dos suelen estar sujetos a sistemas de elección controlada que establecen 
procedimientos de inscripción y/o criterios de priorización y admisión 
comunes. Se observa además que, incluso en aquellos sistemas educati­
vos donde el sector privado subvencionado ha disfrutado históricamente 
de una cierta autonomía en materia de admisiones, durante las últimas 
décadas se ha tendido a la homogeneización de los procesos de elección 
de la escuela entre la red pública y la red privada subvencionada.

Esta equivalencia es particularmente clara en los casos de España e In­
glaterra, donde las escuelas privadas subvencionadas se adscriben a las 
mismas zonas educativas que los centros de titularidad pública. Además, 
el proceso de asignación se realiza de forma centralizada y a partir de 
criterios de priorización comunes, si bien, en el caso inglés, las escuelas 
confesionales tienen la capacidad de seleccionar o priorizar a una parte 
del alumnado según sus creencias religiosas en caso de sobredemanda 
(Roberts y Danechi, 2019; Vega-Bayo y Mariel, 2018; Walford, 2003). En 
las comunidades flamenca y francófona de Bélgica, el proceso de asig­
nación de plazas escolares se gestiona igualmente de forma centraliza­
da y se basa en criterios comunes de priorización de alumnos cuando 
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hay sobredemanda (Cantillon, 2011; Lambrechts y Geurts, 2008).7 En los 
Países Bajos e Irlanda, en cambio, se da mayor autonomía a los centros 
educativos respecto al proceso de admisión, autonomía de la que tam­
bién disponen los centros de titularidad pública. Sin embargo, en el caso 
de los Países Bajos, y a diferencia de los centros públicos, las escuelas 
privadas subvencionadas pueden considerar aspectos relacionados con 
las creencias religiosas, o hasta con los principios filosóficos (Ledwith y 
Reilly , 2013; Patrinos, 2013; Vermeulen, 2004). 

Autonomía y rendición de cuentas

El nivel de autonomía escolar del que gozan los centros privados subven­
cionados en este modelo tiende a ser menor que en el modelo anterior. 
En el ámbito del currículo, se observa cierto grado de homogeneización 
entre los sectores público y privado subvencionados. Además, en todos 
los casos de este modelo se establece la obligatoriedad para las escuelas 
privadas subvencionadas de cumplir con un currículo oficial, o alcanzar 
unos niveles mínimos en los objetivos de aprendizaje fijados por parte de 
la administración educativa. Cabe señalar, sin embargo, que las escuelas 
privadas subvencionadas suelen tener un mayor grado de autonomía en 
lo que se refiere a los criterios pedagógicos y, especialmente, en lo que se 
refiere a las implicaciones curriculares de su orientación religiosa o fi­
losófica (Darmody et al., 2012; Eyles y Machin, 2019; Rouw et al., 2016; 
Walford, 2003). 

En cuanto a la gestión de los recursos humanos, si bien las escuelas pri­
vadas subvencionadas tienen un mayor nivel de discrecionalidad con 
respecto al proceso de contratación de personal que las escuelas públi­
cas, los requisitos de certificación y las escalas salariales tienden a estar 
armonizados con los del sector público (Eurydice, 2016; Nusche et al., 

7.  En el caso de la comunidad flamenca de Bélgica, el diseño de los procesos de admisión 
y los criterios de priorización pueden variar a nivel local (Cantillon, 2011).
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2015; Skerrit y Salokangas, 2020). Finalmente, en lo que respecta a la 
evaluación externa, la inspección y la rendición de cuentas, formalmen­
te no existen diferencias significativas entre los proveedores privados 
subvencionados y los públicos en consonancia con el objetivo de equiva­
lencia (OCDE, 2013).

Aproximación de mercado 

El tercer modelo identificado agrupa aquellos sistemas educativos cuyo 
sistema de provisión mixta se desarrolla como resultado de reformas 
educativas promercado. En estos casos, la financiación pública de los 
proveedores privados constituye un medio para fomentar la participa­
ción del sector privado en la provisión educativa y la competencia entre 
escuelas. La competencia entre centros se concibe como un mecanismo 
de mejora tanto en la calidad como en la eficiencia del sistema educativo. 
Chile y Suecia representan casos paradigmáticos de este modelo, ya que 
se trata de sistemas educativos en los que la regulación original del sector 
privado subvencionado está fuertemente inspirada en los principios de 
mercado y tiene como objetivo explícito promover una mayor capacidad 
de elección por parte de las familias, la competencia escolar y la diversi­
ficación de la oferta educativa. 

Si bien Chile contaba con una red de escuelas privadas financiadas con 
fondos públicos desde principios del siglo xx, la provisión privada en 
este país se expandió enormemente a raíz de las reformas educativas pro­
mercado adoptadas a principios de la década de 1980. En el contexto de 
la dictadura militar comandada por el general Augusto Pinochet (1973-
1989), Chile instauró un sistema de cheque escolar tanto para escuelas 
públicas como privadas, juntamente con un proceso drástico de descen­
tralización municipal de la gestión de las escuelas públicas (Bellei, 2015). 
Estos cambios comportaron un aumento sostenido de las escuelas priva­
das subvencionadas, que pasaron de escolarizar al 15,1 % del alumnado 
en 1981, al 61,2 % en 2017 (Verger et al., 2016). 
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En Suecia, la expansión de la educación privada subvencionada está vin­
culada con la adopción de un sistema de cheques escolares a principios 
de la década de 1990. Concretamente, el ejecutivo conservador formado 
en 1991 estableció la posibilidad de que las escuelas privadas recibieran 
financiación pública en función de su demanda (Klitgaard, 2008; Wiborg, 
2013).8 La instauración de este nuevo sistema de financiación dio lugar 
a una expansión paulatina de las escuelas privadas subvencionadas. Ac­
tualmente, alrededor del 15 % de los estudiantes de educación primaria 
y del 26 % de los alumnos de secundaria están matriculados en escuelas 
privadas subvencionadas, si bien los porcentajes son muy superiores en 
las principales ciudades del país (Varjo, Kalalahti y Lundahl, 2016).

Financiación 

Tanto en Suecia como en Chile, las escuelas privadas subvencionadas y 
públicas se financian de manera similar, aunque no siempre fue así. En 
Suecia, y después de un período inicial en el que la financiación de las 
escuelas privadas subvencionadas suponía entre el 75 % y el 85 % de los 
recursos que recibían los centros públicos, a partir del año 1997 el sistema 
de financiación de ambas redes escolares se equiparó (West, 2017). Ade­
más, si bien los criterios de financiación de las escuelas se determinan 
a nivel municipal (Wenglén, 2016), en la mayoría de los casos se suele 
utilizar algún tipo de medida de financiación por fórmula que permite 
tener en cuenta el perfil del alumnado matriculado (OCDE, 2017d; Swe­
dish Ministry of Education and Research, 2016).

En el caso de Chile, la financiación de escuelas públicas y privadas sub­
vencionadas se canaliza a través del mismo esquema y bajo los mis­
mos criterios de distribución. Hasta hace pocos años, aquellas escuelas 

8.  Cabe señalar que esta medida representa una forma de continuidad respecto a la línea 
de reforma inaugurada por el gobierno socialdemócrata de finales de 1980, y en virtud de 
la cual se había promovido un proceso de descentralización de la gestión de las escuelas 
públicas, así como el incremento de la capacidad de elección de las familias.
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privadas subvencionadas que cobraban cuotas de escolarización a las 
familias veían reducida la financiación pública que recibían de forma 
proporcional a su nivel de copago. Sin embargo, la reforma educativa de 
2015 prohibió el cobro de cuotas de escolarización por parte de cualquier 
escuela que recibiera financiación pública y, por tanto, el descuento so­
bre la subvención en función del nivel de copago ya no se encuentra en 
vigor (Centro de Estudios Mineduc, 2017). Además, existen varios esque­
mas de financiación adicional, como es el caso de la Subvención Escolar 
Preferencial, en función de la cual los centros educativos reciben finan­
ciación adicional de acuerdo con las características socioeconómicas de 
su alumnado (Raczynski et al., 2013).9

Las cuotas en concepto de escolarización están actualmente prohibidas 
en ambos países. Mientras en Suecia originalmente se permitía que las 
escuelas privadas subvencionadas recibieran contribuciones de las fami­
lias, en 1997, las cuotas en concepto de escolarización se prohibieron como 
contrapartida al incremento de la financiación pública asignada a las es­
cuelas privadas subvencionadas (Böhlmark, Holmlund, y Lindahl, 2016). 
Así, como se observa en la Tabla 7, el peso de las fuentes de financiación es 
casi equivalente entre centros públicos y privados subvencionados, siendo 
la financiación pública la principal fuente de recursos en ambos casos. 

En el caso de Chile, las contribuciones de las familias a los centros privados 
subvencionados en concepto de escolarización se autorizaron de forma 
oficial a partir de 1993, pero se prohibieron en 2015 a raíz de la constatación 
del efecto de estas cuotas sobre la segregación escolar y del debate público 
que ello generó (Bellei, 2016; Elacqua, Montt y Santos, 2013). Sin embargo, 
y como se detalla en el cuarto capítulo de este informe, este cambio no se 
ha hecho todavía efectivo ya que se está aplicando de forma gradual. Esto 
explicaría el distinto peso de la financiación pública y de las contribucio­
nes de las familias entre centros privados subvencionados y públicos que 
se observa en la Tabla 7.

9.  Esta política se analiza en mayor detalle en el capítulo cuarto de este informe.
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Autorización de proveedores

Tanto en Suecia como en Chile, la autorización de nuevos proveedores 
se basa principalmente en criterios de demanda social (Böhlmark et al., 
2016; Grau et al., 2018). De hecho, durante los primeros años de existen­
cia del sistema de cheques escolares había muy pocas restricciones sobre 
el tipo de proveedores autorizados a operar y recibir financiación públi­
ca; sin embargo, con el trascurso del tiempo, ambos países han acabado 
incorporando criterios más discriminatorios y consideraciones relativas 
a la planificación educativa. 

En Suecia, distintos tipos de organizaciones (desde cooperativas de fami­
lias hasta entidades con ánimo de lucro) pueden optar a recibir financia­
ción pública; y aunque las solicitudes para la apertura de nuevas escuelas 
privadas subvencionadas deben estar formalmente aprobadas por las au­
toridades educativas competentes, la denegación de estas solicitudes es 
muy excepcional (Böhlmark et al., 2016). Se trata de una aproximación 
regulativa coherente con el objetivo de diversificar el sistema educativo 
que, entre otras razones, motivó la adopción del sistema de provisión 
mixta en este país (Shafiq y Meyers, 2014). Cabe señalar sin embargo, 
que, como se desarrolla en mayor detalle en el cuarto capítulo de este in­

TABLA 7
Porcentaje de recursos provenientes de fuentes gubernamentales  
y de contribuciones de las familias según el cuestionario de directores  
de PISA 2018

FINANCIACIÓN PÚBLICA CONTRIBUCIONES DE LAS FAMILIAS

Privado 
subvencionado Público Privado 

subvencionado Público

Suecia1 99,7 99,9 0,2 0

Chile 87,4 99,5 15,4 0,3

1Datos de provenientes de PISA 2012.
Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018.
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forme, desde mediados de 1990 se han incorporado criterios relativos al 
impacto de los centros privados subvencionados sobre la red pública. En 
el caso de Chile, hasta 2015 los límites de entrada de los nuevos provee­
dores eran también muy reducidos y no contemplaban ningún criterio 
relativo a la planificación educativa (Grau, Hojman y Mizala, 2018). No 
obstante, la Ley de Inclusión, aprobada en 2015 impide que los proveedo­
res con fines de lucro reciban financiación pública, y establece la posibi­
lidad de que la administración educativa pudiera denegar la apertura de 
nuevas escuelas en aquellas áreas en las que se identificasen situaciones 
de sobreoferta (Muñoz y Weinstein, 2019).

Elección escolar

La libre elección de centro es uno de los pilares de este modelo. Tanto en 
Suecia como en Chile, la elección escolar se ha realizado históricamente de 
forma descentralizada, si bien las escuelas privadas subvencionadas deben 
seguir una serie de criterios fijados a escala nacional a la hora de priorizar 
las solicitudes de admisión. Esta relativa discrecionalidad se ha tendido 
a combinar con una total libertad de elección de centro por parte de las 
familias, las cuales tienen reconocido el derecho a elegir cualquier centro 
privado subvencionado, independientemente de su lugar de residencia.

En Suecia, la normativa sobre elección escolar difiere entre el sector pú­
blico y el sector privado. Mientras que en el sector público se rige por unos 
criterios de proximidad residencial, en el sector privado subvencionado 
las familias pueden optar por cualquier escuela, independientemente de 
su ubicación. Las familias presentan sus solicitudes de inscripción direc­
tamente al centro educativo de su elección, pero los criterios de priori­
zación que las escuelas pueden utilizar en caso de sobredemanda están 
regulados por las autoridades educativas (Varjo et al., 2016; Wessntröm, 
2019). En el caso de Chile, originalmente las escuelas tenían plena auto­
nomía a la hora de organizar el proceso de admisión y establecer sus pro­
pios criterios de priorización. Sin embargo, la regulación de la elección 
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escolar se ha transformado sustancialmente en los últimos años. En 2009 
se aprobó una regulación que prohibía a los centros educativos seleccio­
nar a su alumnado según criterios socioeconómicos o de habilidad en 
el acceso a la educación primaria (Carrasco et al., 2014). Además, desde 
el año 2016, se está poniendo en funcionamiento un sistema de gestión 
centralizada en los procesos de elección y admisión. Las familias pueden 
seguir eligiendo cualquier escuela, pero se aplican criterios de prioriza­
ción de solicitudes definidos por las autoridades educativas (Carrasco y 
Honey, 2019).

Autonomía y rendición de cuentas

Este modelo se caracteriza por un elevado nivel de autonomía pedagógica 
para los centros privados subvencionados, aunque dicha autonomía tam­
bién es considerable para los centros públicos. En el caso de Suecia, las 
escuelas privadas subvencionadas pueden definir una orientación propia 
y tienen la capacidad de adaptar el currículo oficial en base a ella (Shafiq y 
Myers, 2014; West, 2014), mientras que en Chile se permite a los centros 
privados subvencionados desarrollar su orientación religiosa o filosófica.

En lo que respecta a la gestión de los recursos humanos, las escuelas pri­
vadas subvencionadas cuentan con un mayor nivel de autonomía que los 
centros de titularidad pública. En Suecia, los centros privados subven­
cionados disponen de plena autonomía en la contratación de docentes, 
al contrario que en el sector público (Rönnberg, 2011). Se observa una 
dinámica similar en el contexto chileno, donde las escuelas privadas sub­
vencionadas tienen un mayor nivel de discrecionalidad en materia de 
contratación docente y, a diferencia del sector público, las condiciones 
laborales están reguladas a través del Código Laboral del sector privado 
(Santiago et al., 2017).

Por último, en relación con el sistema de evaluación y rendición de cuen­
tas, se observa un elevado nivel de integración entre las redes públicas 
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y privadas subvencionadas. Tanto en Suecia como en Chile, las escuelas 
privadas subvencionadas están obligadas a participar en los mismos pro­
cesos de evaluación externa e inspección y alcanzar los mismos objetivos 
de rendimiento que los centros públicos.

Autonomía 

El último modelo de regulación identificado engloba aquellos sistemas 
educativos que han impulsado una oferta privada que pueda contar con 
altos niveles de autonomía pedagógica, curricular y de gestión. Con la 
creación de las escuelas autónomas se busca tanto diversificar la oferta 
escolar como favorecer una mejora de la calidad educativa. Se parte de 
la premisa de que la oferta educativa pública resulta excesivamente uni­
forme e ineficiente, está constreñida por una serie de rigideces normati­
vas, y no cuenta con los incentivos necesarios para la innovación y/o la 
mejora educativa. La creación de centros de gestión privada exentos de 
ciertas regulaciones públicas se considera como una oportunidad para 
sortear estos obstáculos. De acuerdo con esta aproximación, las escuelas 
privadas subvencionadas gozan de una autonomía considerable en la 
mayoría de aspectos a cambio de su integración en sistemas de rendición 
de cuentas que resultan especialmente exigentes en cuestión de rendi­
miento académico.

El modelo de autonomía emerge en distintos países anglosajones a par­
tir de la década de 1990, y arraiga sobre todo en EE. UU. y en Inglaterra.10 
Cabe señalar que se trata de países donde, durante la década de 1980, 
la educación pública vivió una crisis de legitimidad, y se intentaron 

10.  Países como Canadá o Nueva Zelanda han experimentado también con el modelo de 
autonomía a través de escuelas charter. Sin embargo, las múltiples controversias desen­
cadenadas por este modelo de provisión han hecho que este se haya desmantelado com­
pletamente (como en el caso de Nueva Zelanda) o bien tenga un peso muy residual (por 
ejemplo, en la actualidad, en Canadá solo se implementa en el estado de Alberta, y en un 
número de escuelas muy limitado).
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promover reformas de mercado parecidas a las descritas en relación con 
el modelo anterior. Sin embargo, estas propuestas no generaron grandes 
consensos entre las fuerzas políticas mayoritarias. En cambio, durante 
la década de 1990, las reformas educativas impulsadas por gobiernos de 
orientación más progresista promovieron la creación de nuevas escuelas 
de gestión privada, conocidas como escuelas charter en EE. UU., y como 
Academias (academies) en Inglaterra. Estas propuestas alcanzaron un 
mayor nivel de aceptación entre los grandes partidos, ya que se encon­
traban a medio camino entre las políticas de mercado más drásticas y el 
continuismo con el modelo burocrático de provisión educativa (Verger 
et al., 2016). Además, estas políticas a menudo se han presentado como la 
oportunidad para ofrecer alternativas educativas en las zonas desfavore­
cidas y promover así la capacidad de elección de los grupos socialmente 
vulnerables. El discurso de la equidad y la justicia social han sido clave a 
la hora de articular y, en gran medida, legitimar esta política de provisión 
mixta, tanto en EE. UU. como en Inglaterra (Gorard, Siddiqui y See, 2019; 
Vergari, 2007). 

Financiación

Inicialmente, la financiación pública no cubría la totalidad de los gastos 
de funcionamiento de las escuelas charter ni de las Academias, pues se 
esperaba que estas, a través de sus patrocinadores o de otras fuentes de 
financiación, generasen los recursos necesarios para cofinanciar el servi­
cio. Sin embargo, el modelo inglés ha evolucionado hacia la equiparación 
respecto a las escuelas públicas y, desde el año 2010 ya no es obligatorio 
que exista cofinanciación por parte del patrocinador o sponsor (West y 
Nikolai, 2017). La lógica de la cofinanciación se preserva, en cambio, en 
el caso de las escuelas charter. Si bien los estados y distritos escolares 
tienen margen para definir una política de financiación propia, la finan­
ciación pública que reciben las escuelas charter no es, por lo general, 
equiparable a la que reciben las escuelas públicas convencionales. Se­
gún diferentes estimaciones, esta diferencia oscilaría entre el 15 % y el 
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30 % (Education Commission of the States, 2020; Rubio, 2008). En caso 
de precisar más financiación para cubrir sus costes de funcionamiento, 
las escuelas charter pueden generar ingresos a través de la venta de ser­
vicios, de la captación de recursos de fundaciones filantrópicas y ONG, o 
presentándose a convocatorias públicas.

Como regla general, tanto las escuelas charter estadounidenses como las 
Academias inglesas reciben financiación por alumno, aunque también 
se han establecido sistemas de financiación compensatoria que asignan 
recursos extraordinarios a aquellas escuelas que matriculen a un alum­
nado con problemas de aprendizaje o socialmente desfavorecido. Cabe 
apuntar así mismo que ni las escuelas charter ni las Academias pueden 
cobrar cuotas a las familias, como corrobora la Tabla 8. En cualquier caso, 
y salvo esta política de gratuidad que se habría mantenido constante en 
el tiempo, el modelo de autonomía se encuentra en constante evolución 
en lo que respecta al ámbito de la financiación.

TABLA 8
Porcentaje de recursos provenientes de fuentes gubernamentales  
y de contribuciones de las familias según el cuestionario de directores  
de PISA 2018

FINANCIACIÓN PÚBLICA CONTRIBUCIONES DE LAS FAMILIAS

Privado 
subvencionado Público Privado 

subvencionado Público

Inglaterra 99 100 0,7 0

EE. UU. nd 96,2 nd 1,8

nd: Los datos PISA por EE. UU. no permiten distinguir entre las escuelas charter y otros modelos  
de escuela privada subvencionada.
Fuente: elaboración propia a partir de PISA 2018.
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Autorización de proveedores

Las Academias deben ser autorizadas por el Ministerio de Educación y 
deben contar con un titular que las avale, que normalmente es una fun­
dación privada o un fideicomiso (trust) sin fines lucrativos. Inicialmente, 
las Academias también debían contar con patrocinadores individuales o 
corporativos (sponsors), que se hacían cargo de aproximadamente un 10 % 
del gasto de las escuelas. Sin embargo, los requisitos de patrocinio y de co­
financiación fueron eliminados en el año 2010. De hecho, no solo ya no se 
exige a las Academias contar con patrocinador, sino que se permite a las 
Academias más exitosas convertirse en patrocinadoras de otras escuelas. 
Cabe apuntar también que, inicialmente, el programa de Academias se 
aplicaba exclusivamente en contextos socialmente desfavorecidos y con 
resultados educativos insatisfactorios, e implicaba la reconversión de las 
escuelas públicas existentes. Así, el número inicial de Academias estaba 
restringido y condicionado por la voluntad compensatoria del programa 
(Exley, 2017). Sin embargo, la reforma de 2010 amplió el ámbito de actua­
ción de las Academias y facilitó la conversión de escuelas públicas en Aca­
demias en todo tipo de contextos. También permitió Academias de nueva 
creación conocidas como escuelas libres (free schools) (Wiborg, 2015).  
De todos estos cambios se desprende que los criterios de autorización de 
las Academias han pasado a ser más laxos con el trascurso del tiempo.

En el caso de las escuelas charter de EE. UU., los criterios de autorización 
varían entre estados (Vakilifathi, 2019). Así, mientras en ciertos estados 
el sector de las charter está plenamente liberalizado (y, por tanto, el esta­
blecimiento de nuevas escuelas charter responde exclusivamente a cri­
terios de demanda social), en otros se ha estipulado un límite en cuanto 
al número máximo de escuelas charter que pueden operar en el estado 
(o un límite de financiación pública que puede destinarse a las escuelas 
charter).11 Existe también mucha heterogeneidad en lo que respecta a la 

11.  En 2017, 22 de los 51 estados de EE. UU. habían establecido un límite en cuanto al número 
de escuelas charter que pueden operar. Véase el National Center for Education Statistics (2021).
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naturaleza de los titulares y el procedimiento por el cual estos son auto­
rizados a gestionar escuelas charter. Los proveedores deben estar auto­
rizados por una agencia externa que, dependiendo del caso, puede ser el 
distrito escolar, una ONG o una universidad. Además, mientras que en 
algunos estados las entidades que gestionan las escuelas charter pueden 
tener fines lucrativos, en otros estados esta práctica está explícitamente 
prohibida. 

Elección escolar

El modelo de autonomía pretende favorecer la diversificación del sis­
tema educativo y, paralelamente, ofrecer un mayor margen de libertad 
de elección escolar efectiva para las familias, sobre todo entre aquellos 
grupos sociales que tradicionalmente han contado con menos margen de 
elección. En consonancia con este objetivo, las familias que deseen apun­
tarse a una Academia inglesa siguen el mismo procedimiento establecido 
para acceder a cualquier escuela financiada con fondos públicos. Se tra­
ta de un procedimiento centralizado a nivel local en el que las familias 
solicitan acceso a un número determinado de centros. Sin embargo, las 
mismas Academias actúan como autoridades de admisión y, por consi­
guiente, son las responsables de establecer los criterios de priorización 
en caso de sobredemanda (Roberts y Danechi, 2019). 

En cuanto al caso de EE. UU., los criterios de admisión en las escuelas 
charter han evolucionado al tiempo que se transformaban ampliamente 
las políticas de elección escolar. Tradicionalmente, en EE. UU. las fami­
lias solo podían escoger escuelas ubicadas en su distrito, pero actualmen­
te muchos estados permiten una cierta movilidad de estudiantes entre 
distritos (Lavery y Carlson, 2015). Así, en la gran mayoría de casos, las 
escuelas charter pueden admitir a estudiantes de fuera de su distrito; 
de hecho, su zona de influencia puede llegar a ser todo el estado. En caso 
de sobredemanda, las escuelas deben seleccionar a los estudiantes de 
forma aleatoria a través de un sistema de lotería. Sin embargo, este siste­
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ma puede combinarse con otros criterios de priorización (p. ej. la presen­
cia de hermanos/as en el centro); además, existe la opción de ponderar la 
lotería para favorecer las oportunidades de acceso de estudiantes social­
mente desfavorecidos (Skinner, 2014).

Autonomía y rendición de cuentas

La autonomía de centro es la piedra angular de este modelo de provisión 
mixta. En el ámbito de la gestión de recursos, tanto las escuelas charter 
como las Academias disponen de un margen de maniobra muy superior 
al de las escuelas públicas convencionales. Así, estos centros no están 
obligados a adherirse a las regulaciones nacionales o estatales sobre con­
diciones laborales y salariales del profesorado (Podgursky, 2006; West y 
Currie, 2008). En cuanto a certificación y calificación del personal docen­
te tampoco es necesario que las escuelas charter o las Academias se ad­
hieran a las regulaciones ni a los estándares oficiales, aunque en el caso 
de EE. UU., en 37 de los 51 estados se exige algún tipo de certificación al 
profesorado (National Center for Education Statistics, 2021). 

Igualmente, tanto las escuelas charter como las Academias gozan de al­
tos niveles de autonomía en los ámbitos curricular, pedagógico y organi­
zativo. Con ello se pretende favorecer la innovación educativa, así como 
una cierta adaptación a los retos educativos específicos en cada contexto. 
Así, estos centros poseen un amplio margen de libertad a la hora de de­
finir su contenido curricular y no están obligados a seguir el marco cu­
rricular nacional; y suelen disponer de autonomía para definir su propio 
calendario escolar y horarios (Bulkley y Fisler, 2003; Exley, 2017; Roberts 
y Danechi, 2019).

Sin embargo, esta libertad se ve restringida en la práctica por los dis­
tintos mecanismos de evaluación externa y rendición de cuentas a los 
que están sujetos estas escuelas. Aunque los mecanismos de garantía de 
calidad son los mismos que para los centros públicos, los instrumentos 
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de evaluación son especialmente consecuentes para las Academias y las 
escuelas charter. De hecho, a cambio de gozar de una mayor autonomía, 
estas escuelas aceptan estar sometidas a sistemas más estrictos de ren­
dición de cuentas. Si no alcanzan unos mínimos niveles de aprendizaje 
y/o determinados niveles de mejora educativa, pueden ser disueltas o no 
ver renovado su contrato (Thomsen, 2017; West y Nikolai, 2017). En con­
secuencia, la presión que se ejerce sobre los centros de gestión privada 
subvencionada para cumplir con los estándares de aprendizaje tiende a 
limitar, de facto, su autonomía. 
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A lo largo de los últimos años, diversas organizaciones internacionales y 
otras voces autorizadas del mundo educativo han señalado la necesidad 
de reformar los sistemas educativos de provisión mixta, con el objetivo 
de reducir sus posibles efectos negativos sobre la equidad. Asimismo, 
en muchos de los países analizados, la evidencia acumulada en torno al 
impacto de la educación privada subvencionada en materia de equidad 
ha contribuido a situar esta cuestión en la agenda pública. Este capítu­
lo resume aquellos ejes de discusión o controversia más relevantes para 
entender la emergencia del debate público y político sobre la provisión 
privada subvencionada y que, a menudo, han sido los precursores de los 
procesos de reforma que se analizan en el cuarto capítulo de este estudio. 

La segregación escolar

La segregación escolar es una de las principales razones por las que se 
suelen problematizar los sistemas de provisión mixta. Si bien la distribu­
ción desigual del alumnado según sus características socioeconómicas 
o educativas no es un fenómeno exclusivo de aquellos sistemas educati­
vos que combinan provisión pública y provisión privada subvencionada, 
la evidencia internacional subraya que los países con mayor presencia 
de provisión privada subvencionada tienden a presentar mayores niveles 
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de segregación escolar y/o de estratificación social entre los centros edu­
cativos (Boeskens, 2016; OCDE, 2012a).

En una gran parte de los países analizados, la investigación académica 
ha desempeñado un papel clave a la hora de situar la segregación esco­
lar como una de las prioridades de la política educativa, así como para 
establecer la relación entre los sistemas de provisión mixta y la segrega­
ción escolar. En países como Dinamarca, Países Bajos, Chile, Inglaterra 
o Bélgica (tanto en la comunidad flamenca como en la francófona) se 
identifica un gran volumen de evidencia sobre la contribución de los sis­
temas de provisión mixta, y otras políticas asociadas, a las dinámicas de 
segregación escolar (Alegre y Ferrer, 2010; Bonal y Bellei, 2018; Demeuse 
y Friant, 2011; Dumay y Dupriez, 2014; Dupriez et al., 2018; Elacqua, 2012; 
Vandenberghe, 1999). 

En los Países Bajos y en la comunidad flamenca de Bélgica, el debate so­
bre el sistema de provisión mixta y la segregación escolar ha girado prin­
cipalmente en torno a la distribución del alumnado de origen inmigrante 
o de minorías étnicas. En ambos sistemas educativos la segregación es­
colar adquirió centralidad en el debate político, tanto a nivel local como 
nacional, a raíz de la constatación del aumento del número de escuelas 
que concentraban un porcentaje elevado de alumnado de minorías ét­
nicas (Sierens, Mahieu y Nouwen, 2011; Peters y Walraven, 2011), y del 
efecto negativo que esto podía tener sobre la integración social y el ren­
dimiento académico de dicho alumnado. En un informe de 2010 sobre la 
situación educativa del alumnado de origen inmigrante en los Países Ba­
jos, la OCDE señalaba que la elevada capacidad de elección escolar, pilar 
básico del sistema de provisión mixta de ese país, era uno de los factores 
principales que contribuía a la distribución desigual de este alumnado. 
Este mismo informe recomendaba la adopción de medidas que permi­
tieran compatibilizar la elección escolar con una menor segregación del 
alumnado de origen inmigrante (OCDE, 2010; Peters y Walraven, 2011). 
En respuesta al fenómeno de la segregación escolar del alumnado de mi­
norías étnicas, tanto en los Países Bajos como en la comunidad flamenca 
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de Bélgica se han impulsado políticas de desegregación y otros cambios 
regulativos orientados a garantizar una mayor diversidad social y étnica 
en las escuelas privadas subvencionadas (Ladd, Fiske y Ruijs, 2010; Nus­
che et al., 2015; Sierens et al., 2011).

En cambio, en Suecia, la comunidad francófona de Bélgica, Chile o Fran­
cia, el debate sobre la segregación se ha planteado principalmente en 
términos socioeconómicos, más que en función del origen étnico del 
alumnado. En el caso de Suecia, el debate político y público sobre la se­
gregación se ha centrado en el papel de la elección escolar y no tanto en 
la existencia per se de escuelas privadas subvencionadas (West, 2017). En 
este país, la propia administración educativa ha impulsado y elaborado 
estudios que muestran que el aumento de la capacidad de elección de las 
familias ha tenido efectos negativos sobre la distribución del alumnado 
según sus características socioeconómicas (Volckmar y Wiborg, 2014).

En el caso de la comunidad francófona de Bélgica, el fenómeno de la segre­
gación escolar estuvo ausente del debate público durante décadas y solo 
recientemente ha tomado relevancia en la discusión política (Dupriez, Bar­
bana y Verhoeven, 2018). La investigación en el ámbito de la segregación 
escolar, que se empezó a desarrollar a principios de la primera década de 
2000, contribuyó de forma significativa a situar la segregación escolar como 
uno de los principales retos de la política educativa, y puso de relieve dife­
rencias en la composición social de escuelas públicas y privadas subvencio­
nadas. Estas investigaciones se beneficiaron enormemente de las primeras 
ediciones de la evaluación PISA, que permitieron disponer de los primeros 
datos con los que analizar la situación de las desigualdades educativas y la 
segregación escolar, tanto desde una perspectiva interna como comparada 
con otros países. La administración educativa también hizo uso de la infor­
mación proveniente de los informes PISA para analizar cuestiones vincu­
ladas con la segregación escolar, evidencia que también fue utilizada por 
organizaciones de la sociedad civil para denunciar que las dinámicas de 
mercado del sistema educativo eran un factor fundamental para explicar 
las dinámicas de segregación escolar y desigualdad (Dupriez et al., 2018). En 
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este contexto, el Ministerio de Educación de la comunidad francófona de 
Bélgica publicó en 2005 el «Contrato Estratégico por la Educación» (Contrat 
Stratégique pour l'Education), un documento que establecía las prioridades 
de futuro del sistema educativo, y que situaba la lucha contra la segregación 
escolar como una de las diez prioridades de actuación (Danhier y Friant, 
2019). La centralidad que se daba a la segregación escolar se tradujo en 
una serie de reformas políticas desarrolladas a partir del año 2005 en ám­
bitos como la elección escolar y la financiación, que tenían como objetivo 
principal garantizar una mejor distribución del alumnado socialmente 
desfavorecido entre las escuelas financiadas con fondos públicos.

El informe PISA también ha desempeñado un papel relevante a la hora 
de fomentar el debate sobre la relación entre el sistema de provisión 
mixta y la segregación escolar en otros países. Por ejemplo, en Suecia 
los datos de PISA 2012, donde el país empeoró significativamente sus re­
sultados y su posición en el ranking global, desencadenaron un debate 
político y público sobre el rol de la elección escolar en las dinámicas de 
segregación escolar (OCDE, 2015; Swedish Ministry of Education and Re­
search, 2016). En el caso de Dinamarca, Olsen (2015) también señala que 
los resultados del país en la primera edición de PISA, percibidos como 
insatisfactorios, impulsaron el debate sobre el cometido de las escuelas 
privadas subvencionadas a la hora de explicar el fenómeno de la segre­
gación escolar, y contribuyeron a visibilizar sus efectos en las desigual­
dades de rendimiento educativo. 

En Chile, la segregación escolar por nivel socioeconómico también ha su­
puesto uno de los catalizadores de las reformas de la regulación de las es­
cuelas privadas subvencionadas que se han venido desarrollando desde el 
año 2008, pero especialmente de la reforma educativa del año 2015 cono­
cida como Ley de Inclusión. Las movilizaciones estudiantiles de los años 
2006 y 2011 situaron en el centro del debate público la necesidad de refor­
mar un modelo educativo de mercado que había dado lugar a un impor­
tante nivel de estratificación social en el sistema educativo. Chile es uno de 
los contextos donde existe un mayor nivel de evidencia sobre la relación 
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entre el sistema de provisión mixta y la segregación escolar (Elacqua, 
2012; Valenzuela, Bellei y de los Ríos, 2014; Villalobos y Valenzuela, 2012). 
De hecho, el sistema educativo chileno ha destacado por situarse repe­
tidamente como uno de los sistemas educativos con un mayor nivel de 
segregación escolar en el ámbito de la OCDE (OCDE, 2016; Valenzuela, 
2008). Un informe de la OCDE señalaba ya en 2004 que el elevado nivel de 
segregación escolar chileno se explicaba principalmente por problemas 
regulativos del sistema de provisión mixta (Bellei, 2004; OCDE, 2004).

En España existe un número relativamente limitado de estudios que 
hayan analizado la relación entre el sistema de provisión mixta y el fe­
nómeno de la segregación escolar. Un ejemplo reciente de esta línea de 
investigación es el trabajo de Murillo, Belavi y Pinella (2018). Estos auto­
res han analizado cómo afecta el sistema de provisión mixta a los niveles 
de segregación escolar de las diferentes comunidades autónomas, con­
cluyendo que la segregación escolar entre el alumnado de mayor y me­
nor nivel socioeconómico es mucho mayor en el sector concertado que 
en el público. Sin embargo, la aportación del sector concertado a nivel 
de segregación de sistemas educativos de cada comunidad autónoma es 
más reducida que la del sector público, dado que los centros concertados 
matriculan a un porcentaje de alumnos significativamente menor. En el 
caso del análisis de la segregación escolar del alumnado de menor nivel 
socioeconómico, los autores afirman:

En resumen, y respondiendo al objetivo de la investigación, 
para el 10 % de los estudiantes con menor nivel socioeco­
nómico y cultural, el subsistema público contribuye a la se­
gregación global más que el privado, pero esta afirmación 
esconde que también absorbe el mayor porcentaje de estu­
diantes vulnerables, lo que aumenta su peso relativo. En efec­
to, al considerar la segregación de cada subsistema de manera 
diferencial, se halla que el índice de los centros de titularidad 
privada es enormemente más alto que el de la pública para 
este grupo poblacional (2018: 324). 
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En el caso concreto de Cataluña, el Síndic de Greuges (Defensor del Pue­
blo) ha sido uno de los principales actores en la producción de evidencia 
sobre el fenómeno de la segregación escolar y de su relación con el sis­
tema de provisión mixta (véase Síndic de Greuges, 2008; 2016a). En este 
sentido, los estudios de esta institución muestran cómo la contribución 
del sector concertado a la segregación del sistema educativo catalán es 
relativamente limitada. Por ejemplo, para el curso 2012-2013 el Síndic de 
Greuges afirma que solo el 20,5 % de la segregación escolar del sistema 
educativo catalán se explica por las diferencias entre el sector concerta­
do y el público, mientras que el 79,5 % se explica por diferencias entre los 
centros de un mismo sector (Síndic de Greuges, 2016a). Sin embargo, el 
propio Síndic de Greuges ha alertado repetidamente sobre las importan­
tes diferencias entre el sector concertado y público en la escolarización 
de alumnado inmigrante y de bajo nivel socioeconómico. Además, el 
informe de 2016 identifica una relación positiva entre el peso del sector 
privado, principalmente concertado, y el nivel de segregación escolar. 
La relación es aún más evidente si se tiene en cuenta el nivel de corres­
ponsabilidad del sector concertado (analizado como el porcentaje de 
alumnado extranjero matriculado en este sector), de forma que, a menor 
nivel de corresponsabilidad, mayores niveles de segregación escolar en 
el ámbito municipal. A este respecto, el Síndic de Greuges sostiene que el 
nivel de corresponsabilidad del sector privado concertado explica hasta 
el 21,4 % de las diferencias en la segregación escolar de los municipios 
catalanes. 

La evidencia sobre la segregación escolar aportada por el Síndic de Greu-
ges en los últimos años ha sido un elemento clave en la problematización 
de este fenómeno en Cataluña y en su inclusión como una de las princi­
pales prioridades de la agenda educativa por parte del Departamento de 
Educación. En este sentido, el Pacto contra la Segregación Escolar apro­
bado en 2018 incluye una serie de medidas y propuestas de modificacio­
nes regulativas del sector concertado como herramientas fundamentales 
para la lucha contra la segregación del sistema educativo. 
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Selección y discriminación

En algunos países, la autonomía en la admisión del alumnado por parte 
de las escuelas privadas subvencionadas también ha dado lugar a impor­
tantes debates en torno a la existencia de prácticas selectivas y discrimi­
natorias que limitarían el acceso de algunos colectivos de estudiantes. 
Aunque los procesos de admisión se encuentran estrechamente vincula­
dos al fenómeno de la segregación escolar, en algunos contextos la auto­
nomía de las escuelas en la admisión del alumnado se ha convertido en 
un debate con entidad propia. Como se indicaba en el capítulo anterior, 
en algunos sistemas educativos las escuelas privadas subvencionadas 
tienen la capacidad de establecer sus propios criterios de priorización 
de solicitudes o incluso de llevar a cabo procesos selectivos. De hecho, 
hasta en contextos donde las escuelas públicas y privadas subvenciona­
das deben seguir criterios comunes a la hora de priorizar las solicitudes 
de admisión, esta regulación no siempre es efectiva cuando se quieren 
evitar procesos selectivos y la discriminación de algunos grupos sociales 
o minoritarios. 

En Chile, la selección de estudiantes según sus características socio­
económicas ha sido un tema central en el debate sobre el sistema de pro­
visión mixta, y ha dado lugar a importantes reformas regulativas. La 
investigación académica en este país ha identificado estas prácticas selec­
tivas como principal causa del mejor rendimiento de las escuelas privadas 
subvencionadas, así como de la elevada estratificación social entre escue­
las públicas y privadas (Contreras, Bustos y Sepúlveda, 2010; Hsieh y Ur­
quiola, 2006). Más allá del ámbito académico, los procesos selectivos han 
supuesto un tema central en la discusión sobre política educativa desde 
las protestas estudiantiles que se iniciaron en 2006. A consecuencia de 
este proceso de problematización, y como se desarrolla en el siguiente 
capítulo, en 2009 se estableció una nueva regulación de los procesos de 
admisión en las escuelas financiadas con fondos públicos (Santa Cruz, 
2016). La nueva regulación establecía que las escuelas no podían priorizar 
su demanda en función de criterios socioeconómicos o de rendimiento 
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académico, pero mantenía el proceso de admisión descentralizado y de­
jaba inalterados los altos niveles de autonomía de los centros educativos 
en materia de admisiones. Por lo tanto, la nueva regulación se reveló cla­
ramente ineficaz para inhibir los procesos de selección por razones 
socioeconómicas (Carrasco, Gutiérrez y Flores, 2017), de forma que la 
cuestión de la selección de alumnos por parte de algunas escuelas se ha 
mantenido como uno de los principales ejes de debate sobre el sector 
privado subvencionado.

Inglaterra es otro de los países en los que la selección de estudiantes du­
rante el proceso de admisión ha dado lugar a un importante debate sobre 
la autonomía de las escuelas privadas subvencionadas en este ámbito. 
La investigación ha demostrado que aquellas escuelas privadas subven­
cionadas (Academias, escuelas libres o escuelas religiosas) que disponen 
de un elevado nivel de autonomía en la admisión, tienden a matricular 
a alumnos socialmente más favorecidos (Allen, Coldron y West, 2010; 
Gorard, Taylor y Fitz, 2003; West, Hind y Pennell, 2004). Asimismo, se ha 
observado que existe una fuerte correlación entre el porcentaje de escue­
las responsables del proceso de admisión y la segregación escolar en el 
ámbito local (Gorard, Taylor y Fitz, 2003). En 2013, un informe acerca de 
las Academias alertaba de la falta de transparencia en el proceso de ad­
misión en estas escuelas, y advertía que esto podía dar lugar a prácticas 
de selección según criterios socioeconómicos (Academies Commission, 
2013). De hecho, la selección de alumnos que depende de sus característi­
cas socioeconómicas, su rendimiento académico o su confesión religiosa 
han sido un tema recurrente en el debate político inglés y ha dado lugar a 
diversas reformas de la regulación sobre la admisión que se examinan en 
el siguiente capítulo (Alexiadou et al., 2016; West, Barham y Hind, 2009).

Diferentes estudios llevados a cabo en EE. UU. ponen de manifiesto que 
las escuelas charter, a pesar de no poder seleccionar directamente a sus 
estudiantes, tienen la capacidad de influir en la composición de su alum­
nado a través de técnicas de marketing, entrevistas y otro tipo de interac­
ciones con las familias (Welner, 2013). Estos mecanismos de selección 
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pueden ser sutiles y no siempre se llevan a cabo con la intención explícita 
de excluir determinados perfiles de estudiantes. Ejemplos de estas téc­
nicas incluyen la instauración de procedimientos de solictud de plaza 
en la escuela que pueden resultar excesivamente complicados para fa­
milias con niveles educativos bajos, la exigencia de altos grados de com­
promiso y de implicación parental con la escuela, comunicar a familias 
con hijos que tienen necesidades educativas y que no disponen de per­
sonal o recursos suficientes en el centro para atender correctamente sus 
necesidades, etcétera (Jabbar, 2016; Weiler y Vogel, 2015). Las escuelas 
charter son también más proclives a seleccionar alumnado basándose en 
criterios académicos que las escuelas públicas, a través de exámenes de 
admisión o de la exigencia de prerrequisitos académicos (West, Ingram y 
Hind, 2006). Según datos del informe PISA, en EE. UU., a lo largo de los 
últimos quince años y en paralelo al incremento de las escuelas charter 
y a una cierta liberalización de la elección escolar, ha aumentado en 10 
puntos el porcentaje de escuelas que afirman seleccionar estudiantes por 
habilidad académica (OCDE, 2019).

En los últimos años, el aumento de la diversidad étnica y religiosa de la 
sociedad irlandesa ha generado cierto debate sobre los procesos de elec­
ción y admisión escolar en este país, especialmente ante la posibilidad 
de que los alumnos que no se identifican con la fe católica puedan ser 
excluidos de ciertas escuelas. Rougier y Honohan (2014) observan que 
esta situación es especialmente relevante en aquellas regiones del país 
que han experimentado un importante cambio demográfico con la llega­
da de población inmigrante, pero en las que la oferta escolar todavía se 
conforma principalmente de escuelas católicas que dan prioridad en la 
admisión al alumnado de esa misma confesión religiosa. Recientemente, 
la propia administración educativa se ha hecho eco de la creciente preo­
cupación sobre los procesos de admisión. A pesar de que en el pasado el 
Ministerio de Educación irlandés había tendido a minimizar el problema, 
un informe publicado en 2011 por el propio ministerio afirmaba que, si 
bien las regulaciones de los procesos de elección y admisión habían sido 
efectivas en el pasado, actualmente estas no eran capaces de adaptarse 
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a las necesidades de una sociedad cada vez más diversa desde el punto 
de vista étnico y religioso (Ledwith y Reilly, 2013). Entre otras cuestio­
nes, en este informe se alertaba de que las reclamaciones ciudadanas 
con relación a la admisión escolar se habían incrementado en un 750 % 
desde 2002, y que las situaciones de exclusión afectaban especialmente 
al alumnado de origen inmigrante.

En Suecia y en España, aunque las prácticas de selección no han sido 
documentadas de forma tan sistemática, los procesos selectivos en algu­
nas escuelas privadas financiadas con fondos públicos también han sido 
objeto de debate. En el caso de Suecia, por ejemplo, West (2017) señala 
cómo la existencia de procesos selectivos en algunas escuelas privadas 
subvencionadas, orientados a excluir a alumnos según sus característi­
cas socioeconómicas o étnicas, ha ganado presencia en el debate público 
gracias a investigaciones realizadas por medios de comunicación. 

En España, las prácticas irregulares en la admisión de alumnos de algu­
nas escuelas concertadas también han formado parte del debate sobre 
el sector privado subvencionado. Villarroya (2003) afirma que, a pesar 
de la existencia de un proceso centralizado de elección y la creación de 
las comisiones de escolarización, se siguen identificando prácticas irre­
gulares en los procesos de admisión. La autora destaca que, en algunos 
casos, las escuelas concertadas informan de un menor número de plazas 
de las que disponen realmente, priorizan solicitudes sin seguir los crite­
rios establecidos, o informan a algunas familias de que no tienen plazas 
y les sugieren solicitarlas en otra escuela. En el contexto catalán, un in­
forme del Síndic de Greuges del año 2016 recogía una serie de irregulari­
dades cometidas por centros escolares, mayoritariamente concertados, 
en la gestión del proceso de admisión de alumnado. Estas incluyen, entre 
otros ejemplos, la disuasión de la demanda por parte de los centros en las 
entrevistas con las familias, o bien la recomendación de centros alter­
nativos con un perfil social más parecido al de la familia, o con recursos 
supuestamente más adecuados a las necesidades educativas del alumno, 
como aulas de acogida o similares (Síndic de Greuges, 2016a).
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La orientación religiosa de las escuelas 
privadas subvencionadas

En los sistemas mixtos en los que las escuelas privadas subvencionadas 
son gestionadas mayoritariamente por entidades religiosas, el carácter 
confesional de la provisión privada también ha generado cierta con­
troversia. Tradicionalmente, los grupos sociales y políticos a favor de la 
laicidad han puesto este debate sobre la mesa. Sin embargo, más recien­
temente, en algunos casos, el debate en torno al carácter confesional de 
la provisión privada subvencionada se ha generado cuando escuelas con 
una orientación religiosa minoritaria en estos países, y especialmente 
las escuelas islámicas, han intentado acceder al sistema de subsidios 
públicos. En este caso, el debate ha movilizado otro tipo de coaliciones 
políticas, entre los que se incluyen grupos con motivaciones xenófobas. 

En los Países Bajos, la reciente expansión de las escuelas islámicas ha ge­
nerado una fuerte preocupación y debate público a partir de cuestiones 
relativas a la integración de su alumnado y a los fenómenos de extremis­
mo religioso (Peters y Walraven, 2011; Vermeulen, 2004). Como resulta­
do de este debate, el partido liberal-conservador propuso una serie de 
iniciativas legislativas orientadas a modificar los requerimientos para la 
autorización y financiación pública de estos nuevos proveedores educa­
tivos. Entre las propuestas presentadas destacaban requisitos como la 
prohibición de que estas escuelas tuvieran una composición escolar «mo­
noétnica» o que un porcentaje mínimo del alumnado tuviera como lengua 
materna al neerlandés. Estas propuestas tenían como objetivo principal 
dificultar la apertura de nuevas escuelas en áreas de menor nivel socioe­
conómico donde se concentran ciertas minorías étnicas y religiosas (Ver­
meulen, 2004). Aunque estas iniciativas no prosperaron, promovieron 
que emergiera un importante debate sobre la libertad de instrucción, uno 
de los principios en torno a los cuales se configura el sistema de provisión 
mixta centenario de los Países Bajos. Un caso parecido es el de Dinamar­
ca, donde, según ha documentado Olsen (2015), la aparición de escuelas 
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islámicas también ha generado cierto debate público y político por sus 
potenciales consecuencias en términos de integración y en cuestiones 
relacionadas con el extremismo religioso.

En cambio, en el caso de Irlanda, el debate sobre la confesionalidad ma­
yoritariamente católica de las escuelas privadas subvencionadas se ha 
desencadenado a raíz del aumento de la diversidad religiosa y étnica del 
país, pero también porque cada vez más familias buscan opciones de es­
colarización aconfesionales. El predominio de las escuelas católicas, la 
centralidad de la religión en el currículo y el trato hacia los estudiantes 
de otras confesiones se han convertido en objeto de crítica a lo largo de 
los últimos años (Rougier y Honohan, 2014). Desde finales de la primera 
década de 2000, diferentes actores han puesto de manifiesto la necesi­
dad de diversificar la orientación religiosa del sistema educativo irlan­
dés, ya sea asegurando una mayor pluralidad de proveedores privados 
subvencionados, o bien aumentando el papel de la provisión pública en 
la educación primaria (Rougier y Honohan, 2014).

Las escuelas privadas subvencionadas 
con ánimo de lucro

Un último eje de problematización se identifica en aquellos sistemas que 
permiten la financiación pública de escuelas gestionadas por entidades 
con ánimo de lucro. Aunque no se dispone de evidencia concluyente so­
bre la efectividad de estas escuelas, ni existe un claro consenso sobre si 
su contribución a los procesos de segregación escolar es superior a la de 
otras escuelas privadas subvencionadas sin ánimo de lucro (Verger et al., 
2020), la posibilidad de que entidades financiadas con fondos públicos 
puedan lucrarse con la provisión de un bien básico a menudo genera con­
troversia. Además, en muchos casos también se apunta que la posibili­
dad de lucro comporta que no toda la financiación pública recibida por 
estas escuelas se dedica a la actividad educativa (Boeskens, 2016; Levin, 
2001). A pesar de que pocos sistemas educativos permiten a entidades 
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con ánimo de lucro la gestión de escuelas privadas subvencionadas, tan­
to en Chile como en Suecia este tipo de proveedores han representado 
una proporción significativa del sector privado subvencionado, y se han 
convertido en un importante foco de debate (Boeskens, 2016).

En Chile, la prohibición de escuelas privadas subvencionadas con ánimo 
de lucro ha formado parte de las reivindicaciones de las movilizaciones 
estudiantiles y de la sociedad civil desde mediados de la primera déca­
da de 2000. Hay que tener en cuenta que la gran mayoría de escuelas 
privadas subvencionadas (alrededor del 70 % según Elacqua, 2009) es­
taban registradas como organizaciones con ánimo de lucro. Más allá de 
consideraciones éticas, en un contexto donde la inversión pública en 
educación se situaba en niveles bajos, en comparación con la media de 
los países de la OCDE, la posibilidad de que los proveedores privados 
subvencionados obtuvieran beneficios a través de una actividad finan­
ciada por fondos públicos generaba un debate considerable. Durante la 
tramitación de la reforma educativa de 2015, tanto el gobierno como va­
rios actores educativos señalaron la necesidad de prohibir la posibilidad 
del lucro de las escuelas privadas subvencionadas, con el fin de asegurar 
que todos los recursos públicos se destinaran a la actividad educativa 
(Bellei, 2016). Finalmente, la reforma aprobada en 2015 prohibió que pro­
veedores con ánimo de lucro pudieran gestionar escuelas privadas sub­
vencionadas, obligando a todas las escuelas que recibían fondos públicos 
a transformarse en entidades sin ánimo de lucro a partir del año 2018 
(Muñoz y Weinstein, 2019).

En el caso de Suecia, como señala West (2017), la presencia de proveedo­
res educativos con ánimo de lucro ha sido uno de los principales ámbi­
tos de debate en relación con el sistema de provisión mixta instaurado a 
principios de la década de 1990. El elevado nivel de beneficios generados 
por parte de estos proveedores, que la televisión pública sueca estimó en 
mil millones de euros anuales, generó un importante eco mediático, lle­
gando a convertirse en uno de los temas principales de la campaña elec­
toral del año 2014 (Wenglén, 2016). Por otra parte, el principal sindicato 
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de docentes del país también ha criticado duramente la posibilidad de 
que los proveedores con ánimo de lucro puedan beneficiarse de fondos 
públicos dedicados a un servicio básico como la educación (Arreman y 
Holm, 2011). A raíz de la quiebra del grupo educativo JB Gymnasiet en 
2013, el propio Ministerio de Educación sueco reconoció la necesidad de 
revisar los criterios y la tipología de proveedores privados que pueden ac­
ceder al sistema de financiación pública (Swedish Ministry of Education 
and Research, 2016).
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A lo largo de las últimas décadas, diferentes gobiernos han modificado 
los ordenamientos jurídicos y normativos a través de los cuales se regula 
la provisión privada subvencionada, ya sea para favorecer una implemen­
tación más correcta, o dar respuesta a los debates o críticas surgidos en 
torno a este sistema. Este capítulo sintetiza distintas experiencias de re­
forma orientadas a mejorar el funcionamiento de los sistemas de provi­
sión mixta. Hacemos especial hincapié en aquellas reformas que tienen 
la voluntad de mejorar los niveles de equidad del sistema y/o de modifi­
car sustancialmente la orientación y los objetivos políticos de los siste­
mas de financiación pública de proveedores privados. 

La entrada de proveedores privados  
en el sistema de financiación pública

A la hora de regular la entrada y la salida de los proveedores privados en 
el régimen de subvenciones, las autoridades educativas pueden influir 
directamente en la configuración de la oferta privada subvencionada, de­
terminando no solo su volumen, sino también su distribución territorial 
o estructura interna. Se trata de decisiones que permiten conformar la 
relación de la oferta privada subvencionada respecto a la pública, poten­
ciando dinámicas de subsidiariedad, complementariedad o competencia. 
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De hecho, la regulación de la entrada de proveedores se convierte, a me­
nudo, en una cuestión central para encontrar un equilibrio entre dos ob­
jetivos que entran en tensión en los sistemas de provisión mixta: por un 
lado, la libertad de enseñanza y de elección, y, por otro, la preservación 
de una cierta coherencia y eficiencia de la oferta educativa. En este apar­
tado se revisan una serie de reformas regulativas orientadas a reconciliar 
ambos objetivos.

Suecia: el principio de evitación de daños

En Suecia, la apertura de escuelas privadas subvencionadas está supedi­
tada a su aprobación por parte de una agencia educativa especializada. 
Esta agencia es la responsable de velar no solo por el cumplimiento de los 
requisitos y estándares de calidad fijados por la legislación, sino también 
por que la creación de un nuevo centro subvencionado no afecte negati­
vamente a las escuelas públicas del área circundante, planteamiento ca­
racterizado por Sahlgren (2016) como principio de «evitación de daños». 

Los efectos negativos que se pretenden evitar pueden ser de naturaleza 
pedagógica, organizativa o financiera, incluyendo una pérdida sustanti­
va de demanda que sea susceptible de traducirse en el cierre de un centro 
público. Así pues, el sistema está explícitamente orientado a proteger a 
las escuelas públicas y también a evitar fallos de mercado, como la falta 
repentina de plazas escolares a raíz del cierre de un centro privado sub­
vencionado. En la evaluación de los potenciales efectos negativos, el pa­
pel de las autoridades locales es clave, dado que la agencia responsable 
debe consultarlas. Si bien las autoridades municipales no pueden vetar 
la creación de una nueva escuela (ya que la decisión corresponde en últi­
ma instancia a la agencia nacional), su recomendación es clave en la re­
solución de las solicitudes de subsidios (Cowen, 2008; Sahlgren, 2016).

El uso de criterios de autorización de centros privados relativos a su im­
pacto sobre la red pública es el resultado de una reforma impulsada a 
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mediados de 1990 por parte del gobierno socialdemócrata, e introducida 
en paralelo a la revisión del sistema de financiación de estos centros. El 
objetivo de estos cambios regulativos era evitar una expansión descon­
trolada de las escuelas privadas subvencionadas y poner límites a las di­
námicas de mercado derivadas de la reforma que creó la red privada 
subvencionada a principios de esa misma década (Meyland-Smith y 
Evans, 2009; Miron, 1996; Sahlgren, 2016). 

Hay que destacar que, en términos generales, el número de solicitudes de 
subsidios rechazadas por estos motivos ha sido históricamente reducido, 
pero ha aumentado a lo largo de los últimos años, especialmente en el 
caso de los centros de secundaria superior (Sahlgren, 2016). Resulta 
igualmente destacable que el margen de decisión política otorgado a las 
municipalidades en estas cuestiones se ha traducido en un uso muy desi­
gual de estos criterios, que son utilizados de forma más o menos estricta 
según las inclinaciones políticas o intereses de las autoridades locales. 
Estas dinámicas han contribuido a la concentración de centros subven­
cionados en determinadas áreas del país. Según Meyland-Smith y Evans 
(2009), la sobrerrepresentación de estas escuelas en el sur del país se ex­
plicaría no solo por la mayor densidad poblacional de estas áreas, sino 
también por la orientación política de las municipalidades, frecuente­
mente más favorable a la expansión de la oferta privada subvencionada.

Países Bajos: la filosofía de centro como criterio  
de entrada

En los Países Bajos, la libertad de creación de centros educativos está pro­
tegida por la Constitución. Se establece que los centros privados tienen 
derecho a recibir financiación pública, aunque la concesión de esta finan­
ciación está condicionada al cumplimiento de una serie de condiciones 
relativas, entre otras, a su contribución a la diversidad de la oferta educa­
tiva. Concretamente, se requiere que los nuevos centros demuestren no 
solo capacidad de atraer a un volumen suficiente de alumnos, sino 
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también que la escuela se rija por una «filosofía» (richting) con una visión 
del mundo específica, ya sea religiosa, ideológica o de otra índole. Se exige, 
además, que dicha filosofía sea relevante en otros ámbitos sociales más 
allá del educativo, y que no esté ya cubierta por las escuelas existentes en 
la zona de referencia (Maussen y Vermeulen, 2015; Vermeulen, 2004).

En los últimos años, y especialmente a raíz del surgimiento de las pri­
meras escuelas islámicas, la regulación de estas condiciones se ha ido 
modificando para dificultar la creación de nuevos centros privados sub­
vencionados. La interpretación cada vez más estricta de estos requeri­
mientos ha dado lugar a una serie de debates sobre el uso del concepto de 
«filosofía» como criterio determinante para la concesión de financiación 
pública. Estas críticas apuntan a las dificultades de interpretación del 
concepto de «filosofía» en una sociedad caracterizada por una creciente 
secularización y pluralismo religioso. Por lo que se refiere a su acepción 
religiosa, un primer obstáculo tiene que ver con la dificultad de distin­
guir qué tradiciones religiosas constituyen denominaciones específicas 
o singulares dentro de una misma fe. Puesto que uno de los requerimien­
tos clave para la creación de un nuevo centro es la demostración de que 
su filosofía no está cubierta por otras escuelas cercanas, esta se ha con­
vertido en una cuestión clave, y ha generado diversas controversias liga­
das al conocimiento limitado de ciertas confesiones por parte de las 
administraciones públicas (Vermeulen, 2004; Walford, 2003).

Una segunda fuente de críticas a los requerimientos relativos a la filoso­
fía del centro tiene que ver con el hecho de que las filosofías susceptibles 
de financiación sean aquellas ligadas a una visión del mundo considera­
da relevante en otros ámbitos sociales, es decir, orientaciones (religiosas 
o ideológicas) mínimamente institucionalizadas y prevalentes en dife­
rentes esferas sociales. En la práctica, esto se ha traducido en un trata­
miento preferencial hacia aquellas denominaciones religiosas con mayor 
tradición en el país (católicas y protestantes) o de filosofías seculares más 
o menos integradoras (p. ej. el denominado «humanismo»). Por el contra­
rio, las minorías religiosas en el país y las escuelas no religiosas a menudo 
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encuentran dificultades considerables para acceder a la financiación pú­
blica (Walford, 2003). Es el caso del uso de determinadas pedagogías o 
métodos educativos (Montessori, Dalton, etcétera) que no se consideran 
un indicativo de una filosofía específica. De jure, la orientación pedagó­
gica de un centro no constituye suficiente base para la recepción de fon­
dos públicos, con independencia de su singularidad. Sin embargo, en la 
práctica, este tipo de centros han sido reconocidos como susceptibles de 
recibir financiación pública en numerosas ocasiones (Franken y Ver­
meer, 2017; Maussen y Vermeulen, 2015).

A raíz de estas ambigüedades, el Consejo Nacional de la Educación, orga­
nismo asesor del Ministerio de Educación, ha señalado la necesidad de 
revisar el concepto de filosofía como criterio determinante en la adjudi­
cación de fondos públicos a centros privados. En una serie de publicacio­
nes recientes, este organismo ha cuestionado la neutralidad de esa 
noción (o al menos de la interpretación que se le da por parte de la admi­
nistración). Asimismo, se ha puesto en entredicho la misma primacía 
dada a este criterio en un contexto en el que muchas familias otorgan 
mayor importancia a la identidad educativa del centro que a su orienta­
ción religiosa o ideológica (Maussen y Vermeulen, 2015). Se aboga así por 
una reconsideración de los criterios de concesión de financiación pública 
que elimine o modifique el requerimiento legal relativo a la «filosofía» de 
los centros. En mayo de 2020 se aprobó una ley con implicaciones direc­
tas sobre el uso del concepto de «filosofía» como criterio para la conce­
sión de fondos públicos a centros educativos de forma que, desde junio 
de 2021, los centros educativos de nueva creación no tienen que demos­
trar que se adhieren a una «filosofía» determinada. Por consiguiente, la 
«filosofía» de centro deja de desempeñar un papel determinante en el 
proceso de autorización de nuevas escuelas (Ministerie van Onderwijs, 
Cultuur en Wetenschap, 2020; VNG, 2020).
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Irlanda: convocatorias públicas para el establecimiento 
de escuelas privadas subvencionadas

En buena parte de los sistemas educativos revisados en este estudio, el 
establecimiento de escuelas privadas subvencionadas responde por lo 
general a un proceso iniciado por el propio proveedor educativo, mien­
tras que el papel de las autoridades educativas es el de modular esta oferta, 
pero no impulsarla. Sin embargo, en Irlanda se ha adoptado reciente­
mente un sistema en el que la administración pública juega un papel 
proactivo en la configuración de la oferta educativa privada financiada 
con fondos públicos. 

Hay que tener en cuenta que, en este país, el acceso a financiación públi­
ca por parte de escuelas privadas ha estado históricamente condicionado 
a unos pocos requerimientos básicos referentes a la infraestructura, la 
adherencia al currículo nacional, y la demostración de una demanda mí­
nima. En términos generales, para los proveedores privados ha sido rela­
tivamente sencillo establecer nuevas escuelas y recibir financiación 
pública (Buchanan y Fox, 2008). Tradicionalmente, el papel de las auto­
ridades educativas ha consistido únicamente en procesar las solicitudes 
de actividad por parte de proveedores privados interesados en recibir fi­
nanciación pública. 

Sin embargo, durante la última década el Ministerio de Educación ha 
asumido un papel más proactivo en la configuración de la oferta privada 
subvencionada. Este cambio es el resultado de una serie de reformas 
impulsadas como respuesta al creciente pluralismo religioso de la socie­
dad irlandesa, y al consiguiente cuestionamiento del papel hegemónico 
de la Iglesia católica en materia de provisión educativa (Rougier y Hono­
han, 2014). Ante estas transformaciones, a principios de la segunda 
década de 2000 se pusieron en marcha una serie de iniciativas guberna­
mentales orientadas a diversificar la provisión educativa. Este replantea­
miento se ha traducido en una revisión del procedimiento de 
autorización de nuevos centros educativos privados subvencionados. 
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Desde 2011, el proceso de creación de estos centros no se inicia por los 
propios proveedores privados interesados en acceder al régimen de sub­
venciones, sino por parte de la administración educativa. Corresponde a 
las autoridades públicas identificar las zonas en las que se requiere un 
aumento de la oferta educativa y abrir una convocatoria pública, a partir 
de la cual los diferentes proveedores privados interesados presentan su 
candidatura. Este sistema permite no solo una racionalización de la ofer­
ta educativa más sensible al cambio demográfico, sino que también ase­
gura un nivel mínimo de diversidad de la oferta educativa (Department 
of Education and Skills, 2020). 

La financiación de los centros educativos 
privados subvencionados

La financiación de los centros educativos es una medida clave a la hora 
de fomentar la equidad en el marco de sistemas de provisión mixta 
(Levin, 2002; Musset, 2012; OCDE, 2019). La centralidad de esta dimen­
sión regulativa radica no solo en su potencial para garantizar que los re­
cursos se distribuyen de forma equitativa en función de las necesidades 
de los centros, sino también en su potencial para incidir sobre la distri­
bución del alumnado y mitigar posibles dinámicas de segregación esco­
lar o estratificación social entre las escuelas públicas y las privadas 
subvencionadas. 

En este ámbito regulativo destacan, en primer lugar, las políticas de limi­
tación o prohibición de las cuotas de escolarización. Estas suelen asociar­
se a la equiparación de los niveles de financiación pública del sector 
privado subvencionado y público, y se han planteado como mecanismo 
clave para rebajar los límites de acceso al sector privado subvencionado 
por parte de alumnos socialmente desfavorecidos, incidiendo así en los 
procesos de autoselección de las familias y, por tanto, contribuyendo a 
reducir la segregación entre las escuelas de titularidad pública y las es­
cuelas privadas subvencionadas (Boeskens, 2016; Ladd, 2002).
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Asimismo, distintos estudios han destacado el potencial de las llamadas 
medidas de financiación compensatoria o ajustada a las necesidades (Véa­
se Recuadro 1 «Financiación por fórmula basada en necesidades») como 
estrategia para favorecer la matrícula de estudiantes de menor nivel so­
cioeconómico en el sector privado subvencionado. Se parte de la premisa 
de que la dotación adicional de recursos para la atención de alumnado 
desfavorecido puede conllevar que este sea más «atractivo» desde el pun­
to de vista de las escuelas en un contexto de competencia (Musset, 2012; 
OCDE, 2017b; OCDE, 2012b). Se espera así desincentivar, al menos par­
cialmente, las prácticas de selección del alumnado que, como se señalaba 
en el capítulo anterior, son una de las principales causas de los procesos 
de segregación escolar en el marco de los sistemas de provisión mixta. A 
continuación se recoge la experiencia de distintos países que han apos­
tado por alguna de estas opciones políticas.

Recuadro 1

Financiación por fórmula basada en necesidades

La financiación por fórmula, basada en necesidades, agrupa a aquellos 
modelos de asignación y distribución de recursos (humanos o económi­
cos) que toman en consideración las necesidades específicas de cada 
centro educativo, partiendo de la premisa de que estas se traducen en un 
diferencial de costes en la provisión del servicio educativo a compensar. 
Las necesidades específicas pueden estimarse a partir de diferentes va­
riables, incluyendo las especificidades del programa educativo u oferta 
curricular del centro, las características del recinto escolar o su ubica­
ción, y el perfil social y educativo del alumnado. Este último grupo de 
variables es el más relevante en aquellos sistemas de financiación por 
fórmula explícitamente orientados a la promoción de la equidad, dado 
que permite adecuar el nivel de recursos de los centros a la presencia de 
diferentes formas de desventaja, ya sea relativa al estatus socioeconó­
mico, el rendimiento académico, o a las diferentes formas de discapa­
cidad o dificultades de aprendizaje (Fazekas, 2012; Levačić y Ross, 1999; 
UNESCO/GEMR, 2021).  

> > >
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El diseño de los sistemas de financiación por fórmula se basa en dos com­
ponentes básicos: 

1.	 Las variables tomadas en consideración en la estimación de las nece­
sidades educativas suplementarias de cada centro, operativizadas en 
forma de una selección de indicadores; 

2.	 Los coeficientes asignados a cada variable, es decir, el sistema de pon­
deración de los indicadores considerados (Fazekas, 2012; Levačić y 
Ross, 1999).

Sin embargo, más allá de estos componentes, dos elementos adicionales 
a la hora de caracterizar los diferentes sistemas de financiación por fór­
mula son su alcance y la autonomía escolar asociados a la fórmula. El 
primero se refiere a la proporción del total de recursos del centro que se 
ve directamente afectado por el sistema de financiación por fórmula. 
Hay que tener en cuenta que la lógica de financiación por fórmula rara­
mente se aplica a la totalidad de la financiación de los centros, sino que 
suele afectar a una parte de los recursos (ya sean gastos de funciona­
miento, recursos docentes, etcétera) (Levačić, 2008). En relación con el 
segundo, hay que tener en cuenta que las escuelas pueden gozar de nive­
les de autonomía variables en el uso de los recursos extraordinarios aso­
ciados a las necesidades suplementarias (Fazekas, 2012). 

Tanto la selección de indicadores como la estimación de los coeficientes 
plantean una serie de retos técnicos importantes, que a su vez represen­
tan cuestiones políticamente sensibles. Decisiones como la unidad de 
análisis (alumnos o escuela) o la escala (continua o categórica) de los 
indicadores seleccionados tienen implicaciones directas sobre el tipo de 
centros o grupos sociales más beneficiados por el sistema de financia­
ción por fórmula y, en este sentido, representan decisiones de carácter 
político. Asimismo, se trata de decisiones a menudo condicionadas por 
la disponibilidad y fiabilidad de los datos administrativos (Hill y Ross, 
1999). Por otro lado, se identifica una disyuntiva entre aquellas fórmulas 
más complejas (y que, por tanto, se ajustan mejor a las necesidades espe­
cíficas del centro) y aquellas más simples (asociadas a una mayor trans­
parencia y eficacia comunicativa) (Levačić, 2008). 
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Comunidad flamenca de Bélgica: asignación  
de recursos según el perfil social de los alumnos 

En la comunidad flamenca de Bélgica, en los últimos años se ha revisado 
la fórmula del subsidio por gastos de funcionamiento asignado a escuelas 
tanto de titularidad pública como de titularidad privada subvencionada. 
En la revisión se han incorporado una serie de variables que permiten 
ajustar el valor del subsidio por gasto recurrente según el perfil social del 
alumnado atendido. Se trata de un mecanismo de naturaleza compensa­
toria, puesto que el valor de la asignación aumenta con el grado de des­
ventaja social, permitiendo así asignar recursos suplementarios a las 
escuelas con alumnado socialmente más desfavorecido. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que el ajuste según criterios socioeconómicos 
afecta solo a una parte del subsidio. 

En el modelo de asignación de recursos actualmente en vigor, se reserva 
cada año una parte del presupuesto total por gastos de funcionamiento 
para fines compensatorios. Esta reserva de presupuesto se divide a partes 
iguales entre cuatro líneas de financiación compensatoria, correspon­
dientes a cuatro indicadores, con los que se espera capturar diferentes 
formas de desventaja:

1.	 Nivel educativo de la madre. 
2.	 Elegibilidad del estudiante en las becas de estudio.
3.	 Idioma hablado en casa.
4.	 Lugar de residencia del estudiante (Flemish Department of Educa­

tion and Training, 2014; Nusche et al., 2015). Por lo tanto, la sub­
vención por gastos de funcionamiento asignada anualmente al 
centro educativo se complementa con cuatro dotaciones específi­
cas, cuyo valor depende directamente del número total de estudian­
tes identificados como desfavorecidos según cada uno de estos 
criterios (De Witte et al., 2019).
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Este sistema de ajuste de los gastos de funcionamiento tiene su origen en 
el Acta Parlamentaria del 4 de julio de 2008. El objetivo principal de esta 
era la equiparación del modelo de financiación entre las redes públicas y 
privadas subvencionadas, culminando así un largo proceso de conver­
gencia (Flemish Department of Education and Training, 2014; Nusche et 
al., 2015). Cabe señalar que la introducción de estos cambios se acompa­
ñó de un aumento estructural del presupuesto destinado a la educación 
primaria y secundaria. 

Desde la implementación del sistema de ajustes en 2008, se han realiza­
do algunas evaluaciones e investigaciones sobre su impacto. Aunque la 
evidencia disponible es todavía muy limitada, los primeros análisis su­
gieren que el impacto en términos de mejoras de resultados ha sido mo­
derado. Según una auditoría del Tribunal de Cuentas, no se observan 
diferencias significativas en las pautas de gasto entre los centros con di­
ferentes proporciones de alumnos socialmente desfavorecidos (Nusche 
et al., 2015), por lo que no resulta obvio cómo se utilizan los recursos su­
plementarios. Se identifican también algunos problemas de implemen­
tación. Un informe encargado por el Ministerio de Educación señalaba, 
por ejemplo, que la distribución de recursos entre escuelas no siempre se 
realiza de forma proporcional con el sistema de ponderaciones estable­
cido por el gobierno. Esto se explica por el papel de intermediario desem­
peñado por las juntas escolares responsables de la administración de 
varias escuelas, algunas de las cuales han establecido sus propios crite­
rios de redistribución (Nusche et al., 2015). 

Inglaterra: el programa Prima por Alumno 

En 2011 Inglaterra adoptó un mecanismo de financiación adicional cono­
cido como Prima por Alumno (Pupil Premium, PP), de aplicación a todas 
las escuelas sostenidas con fondos públicos, incluyendo Academias y 
escuelas libres. De acuerdo con este sistema, las escuelas reciben finan­
ciación suplementaria por cada alumno identificado como desfavorecido. 
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Inicialmente, esta financiación adicional se dirigía exclusivamente a 
alumnos de familias de renta baja (identificados en función de que se pu­
dieran elegir como beneficiarios de becas de comedor) y alumnos tutela­
dos por el Estado durante al menos seis meses. Estos criterios se 
ampliaron en el curso 2012-2013, incorporando como potenciales benefi­
ciarios a los alumnos que se pudiera seleccionar para las becas de come­
dor en algún momento de los últimos seis años (Foster y Long, 2020). 

Una de las características más destacadas del programa es que, si bien las 
escuelas disponen de un alto grado de autonomía a la hora de utilizar la 
financiación adicional que se les concede, existe una serie de sistemas de 
rendición de cuentas y control con la que se pretende asegurar un uso 
adecuado de los fondos suplementarios y garantizar que estos se desti­
nan a mejorar el aprendizaje de los alumnos destinatarios. La agencia 
encargada de la inspección y aseguramiento de la calidad (Ofsted) puede 
evaluar si un determinado centro educativo emplea de manera efectiva 
su financiación con el objeto de mejorar el rendimiento del alumnado 
desfavorecido, y sugerir una revisión de estas prácticas si no las conside­
ra apropiadas. Sin embargo, cabe destacar que mientras las autoridades 
educativas locales están obligadas a hacer pública su estrategia en el uso 
del PP, esta obligación no aplica a las Academias (Foster y Long, 2020).

El programa PP fue introducido por el gobierno de coalición del Partido 
Conservador y el Partido Liberal Demócrata. El objetivo principal del 
programa era mejorar el rendimiento académico del alumnado social­
mente desfavorecido. Un objetivo adicional consistía en modificar el 
comportamiento de las escuelas en un contexto de consolidación de un 
cuasimercado educativo. Concretamente, se esperaba que el PP hiciese 
más «deseable» al alumnado socialmente desfavorecido a ojos de las es­
cuelas, modificando así las dinámicas de selección de estudiantes. Asi­
mismo, se esperaba que el PP operara como un incentivo fomentando la 
creación de escuelas libres en zonas económicamente más desfavoreci­
das (West, 2015). La introducción del programa PP tenía, por consiguien­
te, la reducción de la segregación escolar como uno de sus objetivos. 
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Aunque el PP ha sido objeto de debate público y varios actores han expre­
sado cierto escepticismo respecto a su efectividad, lo cierto es que la evi­
dencia sobre el impacto del programa es todavía limitada y, hasta cierto 
punto, controvertida. Por un lado, los análisis realizados por parte de di­
versas organizaciones públicas y privadas apuntan una cierta reducción 
de la llamada brecha de rendimiento según el nivel socioeconómico de los 
alumnos, aunque no es evidente que esta reducción, que es una tenden­
cia previa a la implementación del PP, se haya acelerado desde la puesta 
en marcha de la política. Gorard, Siddiqui y See (2019) se han mostrado 
críticos con estos resultados, que atribuyen parcialmente a limitaciones 
metodológicas. Por otra parte, estos autores argumentan que la introduc­
ción del programa PP se ha vinculado a una caída de la segregación esco­
lar, aunque consideran que resulta difícil discernir hasta qué punto esta 
reducción es directamente atribuible al impacto del programa.

Por último, y más allá del impacto del PP, se documentan también algu­
nos debates respecto al diseño e implementación del programa. Una cues­
tión que se ha revelado como problemática es el uso de la elegibilidad en 
el programa de becas comedor como criterio clave para la identificación 
del alumnado desfavorecido. El propio Ministerio de Educación o la Co­
misión Parlamentaria sobre Movilidad Social han señalado en varias oca­
siones que, en la práctica, solo reciben la financiación adicional aquellos 
alumnos a los que se les ha concedido la beca de comedor. El alumnado 
que teóricamente se puede seleccionar con estas ayudas, pero que no las 
solicita, queda en la práctica excluido de la financiación adicional ligada 
al PP. Se documentan también problemas respecto al uso de la financia­
ción adicional por parte de los centros educativos. Así, un informe publi­
cado en 2019 por el Comité de Educación del Parlamento británico 
mostraba que los recursos no siempre se usan directamente en beneficio 
de sus destinatarios, sino para cuadrar las cuentas de las escuelas; o que 
no necesariamente se priorizan las intervenciones más efectivas para me­
jorar el rendimiento de los alumnos socialmente desfavorecidos. El infor­
me cuestionaba igualmente la efectividad de los mecanismos del 
rendimiento de cuentas vinculado a este programa (Foster y Long, 2020).
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El programa «Enmarcamiento Diferenciado»  
de la Bélgica francófona

En 2009, la comunidad francófona de Bélgica adoptó un mecanismo de 
financiación adicional orientado a ajustar el nivel de recursos asignados 
a las escuelas en función de su composición socioeconómica. Este meca­
nismo, conocido con el nombre de Enmarcamiento Diferenciado (Enca-
drement Différencié, ED), establece la asignación a las escuelas de una 
dotación extraordinaria de recursos modulada en función del perfil so­
cioeconómico del alumnado matriculado. Se trata de un mecanismo 
compensatorio basado en la asignación de recursos adicionales, pero que 
no implica cambios en el cálculo del subsidio básico para cada escuela. 

El método de cálculo de esta financiación adicional se basa en la clasifi­
cación de las escuelas en función de su nivel socioeconómico. El nivel 
socioeconómico de los centros se calcula a partir de la media de un índi­
ce socioeconómico del alumnado según una serie de indicadores rela­
tivos a su área de residencia. Partiendo de ese índice socioeconómico 
medio, las escuelas se dividen en cinco categorías asociadas a diferentes 
dotaciones de recursos suplementarios, ya sea en forma de recursos hu­
manos (personal docente y no docente) o económicos. 

Cabe destacar que, si bien la clasificación de las escuelas se realiza de 
oficio por parte de las autoridades educativas, la dotación de recursos 
suplementarios no es automática. Las escuelas deben solicitar la asigna­
ción extraordinaria de recursos, y su concesión está condicionada por la 
elaboración de un proyecto educativo para los siguientes cinco años. En 
este proyecto, los centros educativos deben detallar una serie de acciones 
pedagógicas orientadas a asegurar la igualdad de oportunidades, así 
como un plan de uso y distribución de los recursos suplementarios 
(Friant, 2016).

El origen del sistema ED se encuentra en el «Contrato Estratégico por la 
Educación» publicado por el Ministerio de Educación en 2005, que situaba 
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la lucha contra la segregación escolar como una de las prioridades para 
el sistema educativo de la comunidad francófona. Esta iniciativa no solo 
impulsó una serie de reformas orientadas a regular la elección y admi­
sión escolar, sino que también estableció la necesidad de compensar la 
desigual distribución del alumnado. El proceso de diseño del nuevo sis­
tema pone de relieve algunos de los principales retos y disyuntivas a los 
que se enfrentan estas políticas. 

La selección del sistema de indicadores para la identificación de los ni­
veles relativos de desventaja ofrece un ejemplo esclarecedor del reto que 
supone el diseño de las políticas compensatorias. Por lo que el diseño del 
programa ED requirió combinar criterios relativos a la precisión de datos 
utilizados con otras consideraciones de naturaleza práctica o relativas a 
sus posibles implicaciones políticas. Por ejemplo, el uso de indicadores 
referidos a los alumnos se prefirió al uso de indicadores relativos a la 
ubicación del centro educativo para evitar la estigmatización de ciertas 
escuelas, pero también para poder tener en cuenta cambios en la compo­
sición de las escuelas. Asimismo, la inclusión de indicadores de estatus 
socioeconómico de naturaleza indirecta (relativos en el área de residen­
cia del alumnado) se consideró adecuado dado el valor predictivo de este 
tipo de variables (Friant, 2016). 

Otro de los elementos que cabe destacar en el diseño de la política es el 
uso del sistema de financiación por tramos. Esta decisión resultó más 
controvertida porque se aleja de las primeras propuestas realizadas en el 
marco del proyecto interuniversitario encargado por el gobierno, que 
apostaba por la aplicación de una escala continua. Según Demeuse, De­
robertmasure y Friant (2010), la apuesta final por un sistema por tramos 
estuvo motivada por la voluntad de simplificar el proceso de cálculo, por 
facilitar la comunicación entre la administración y los usuarios del siste­
ma, y por maximizar el impacto del cambio. Sobre este último factor, se 
entendía que el aumento de recursos derivado de pasar de un tramo a 
otro sería mucho más perceptible por parte de las escuelas que la lógica 
de mejora progresiva facilitada por el uso de una escala continua.  
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Chile: la Ley de Subvención Escolar Preferencial

En 2008 se aprobó en Chile la Ley de Subvención Escolar Preferencial 
(SEP). Con la entrada en vigor de dicha ley, se estableció una asignación 
extraordinaria de recursos por aquellos alumnos considerados priorita-
rios en función de su nivel socioeconómico. Se trata, por tanto, de una 
subvención adicional focalizada y explícitamente orientada a reducir el 
impacto del origen socioeconómico sobre el rendimiento educativo. 
Como complemento a la SEP, la ley establece además una subvención 
por concentración de alumnos denominados prioritarios, es decir, una 
asignación suplementaria modulada en función del porcentaje de alum­
nado desfavorecido escolarizado en el centro (Elacqua y Santos, 2013; 
Santiago et al., 2017). A partir de la aprobación de la Ley de Inclusión en 
2015, además, se ha aumentado tanto el nivel de cobertura del SEP como 
su cuantía. 

Una de las características más importantes de la SEP es su carácter vo­
luntario. Es decir, el subsidio adicional no se concede de forma automá­
tica a los centros educativos, sino que estos deben solicitar la entrada en 
el sistema. En este sentido, debe tenerse en cuenta que la participación 
en el programa va ligada a una serie de condiciones. En primer lugar, los 
centros participantes se comprometen a poner fin a las prácticas de se­
lección del alumnado de cualquier tipo. En segundo lugar, se exigía a las 
escuelas participantes no cobrar cuotas a los estudiantes identificados 
como prioritarios. Por último, las escuelas que se acogen al SEP se com­
prometen a rendir cuentas del uso dado a la financiación adicional y a 
cumplir con una serie de objetivos de rendimiento educativo y retención 
de estudiantes (Elacqua y Santos, 2013, Mizala y Torche, 2013; Santiago 
et al., 2017).

Otro de los elementos característicos del diseño de la SEP es la concesión 
de distintos grados de autonomía y discrecionalidad en la utilización de 
los recursos adicionales. De manera que, si bien las escuelas con resulta­
dos sostenidamente buenos en las pruebas nacionales disponen de un 
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grado de autonomía considerable respecto a la gestión de los fondos su­
plementarios, este no es el caso de las escuelas con un rendimiento insa­
tisfactorio según las pruebas nacionales. Para las escuelas con resultados 
bajos, la participación en la SEP implica la preparación y cumplimiento 
con un plan de mejora educativa al que deben destinarse la mitad de los 
recursos adicionales. Por último, aquellos centros que pasan de emergen­
tes a en recuperación (es decir, que obtienen resultados reiteradamente 
deficientes) deben destinar la totalidad de los recursos a la elaboración e 
implementación de un nuevo plan de mejora. De hecho, la SEP prevé que 
si un centro educativo en recuperación no alcanza unos mínimos están­
dares de resultados educativos, debe cerrarse a los cuatro años (Elacqua 
y Santos, 2013).

El impacto y la efectividad de la SEP son actualmente objeto de debate. 
Por un lado, parte de la evidencia disponible apunta a una mejora del 
rendimiento académico de las escuelas privadas subvencionadas con una 
población socialmente más desfavorecida, contribuyendo, por tanto, a 
reducir la brecha educativa (Mizala y Torche, 2017). Por el otro, la inves­
tigación disponible sugiere que el programa no ha resultado efectivo a la 
hora de reducir la segregación escolar. Algunos investigadores conside­
ran incluso que ha tendido a incrementar la competencia entre las escue­
las para atraer a los estudiantes académicamente más capaces de entre 
aquellos que tenían un perfil social desfavorecido. Según Elacqua y San­
tos (2013), la falta de impacto del SEP en materia de segregación escolar 
se explica porque el incentivo económico creado por la financiación adi­
cional se ha demostrado insuficiente para contrarrestar el incentivo de 
mercado que tienen muchas escuelas para no escolarizar al alumnado 
socialmente desfavorecido. Para estos autores, el carácter voluntario del 
programa SEP es un elemento problemático desde el punto de vista de la 
equidad, ya que deja sin cobertura a un número importante de estudian­
tes que podrían beneficiarse del programa. Cabe destacar que el número 
de escuelas privadas subvencionadas que no se acogieron al SEP fue sig­
nificativo. En 2013, el 39,1 % de los centros privados subvencionados no 
participaban en el programa (Elacqua y Santos, 2013).
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Suecia: la implementación del principio  
de equivalencia

En Suecia, el valor del subsidio per cápita ha evolucionado considerable­
mente desde la instauración del sistema de provisión mixta a principios 
de 1990. Originalmente, las escuelas privadas subvencionadas recibían 
únicamente el 85 % del coste medio por alumno en el sector público. Esta 
diferencia del 15 % se justificaba por el hecho de que estas escuelas esta­
ban exentas de ciertas obligaciones (como la provisión de comidas y 
transporte gratuito, la capacitación lingüística de estudiantes recién lle­
gados, atención a la salud, etcétera) y, por consiguiente, incurrían en gas­
tos menores (Miron, 1996). Asimismo, se asumía que el diferencial de 
financiación podía compensarse mediante aportaciones de las familias, 
sujetas a pocas limitaciones y permitidas siempre que se consideraran 
adecuadas en relación con los costes (Klitgaard, 2008). Cabe destacar que 
la proporción de escuelas que cobraban cuotas nunca llegó a ser mayori­
taria. El porcentaje se situaba en torno al 50 % en 1993, y había caído al 
30 % en 1996 (Sahlgren, 2016).

Sin embargo, este sistema se cuestionó cuando volvió al poder el partido 
socialdemócrata en 1994. A raíz de la controversia generada por la con­
cesión de subsidios públicos a proveedores privados, el partido socialde­
mócrata se había comprometido a eliminar este sistema de subsidios en 
su programa electoral. Sin embargo, la abolición del sistema de subsidios 
públicos a proveedores privados se acabó desestimando debido al núme­
ro considerable de escuelas privadas subvencionadas que habían entra­
do en el sistema, y del apoyo que estas escuelas tenían entre los votantes 
de clase media. Se optó, en cambio, por una reducción del valor del sub­
sidio por parte de los centros privados, que en 1995 pasó a ser del 75 % del 
coste medio por estudiante del sector público (Lachance, 2017, 2019). 
Esta reforma fue parcialmente justificada por la situación de ajuste pre­
supuestario en la que se encontraba el país; y su carácter moderado per­
mitió el apoyo de otras fuerzas políticas, necesario en un gobierno en 
minoría.
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La idea de una política de equiparación de la financiación de centros pú­
blicos y privados subvencionados no entró a formar parte del debate pú­
blico hasta el año 1996. La equiparación formaba parte de una propuesta 
de reforma del marco regulativo aplicado a las escuelas privadas subven­
cionadas, impulsada por el propio gobierno socialdemócrata (Miron, 
1996). La reforma tenía como objetivo garantizar una mayor equidad e 
igualdad en el acceso, y trataba de evitar que la situación económica de 
los padres determinara las oportunidades educativas de sus hijos (Wi­
borg, 2015). Así, el aumento del subsidio per cápita hasta el 100 % del 
coste medio por alumno en el sector público se planteó como contrapar­
tida en la abolición de las cuotas de escolarización, la prohibición de las 
prácticas selectivas y la adopción de nuevos criterios orientados a regular 
y restringir el crecimiento de la oferta privada subvencionada. 

Cabe destacar que la lógica de equivalencia inaugurada por el gobierno 
socialdemócrata ha tenido implicaciones más allá del ámbito de la finan­
ciación. Desde la reforma de equiparación aprobada en 1997, los requisi­
tos y normas de funcionamiento por los que se rige el sector privado 
subvencionado se han ido asimilando progresivamente a la normativa 
por la que se regulan las escuelas de titularidad pública. Esta línea polí­
tica se ha mantenido y consolidado por parte de los gobiernos de centro­
derecha. Se trata de una continuidad que denota el creciente valor social 
otorgado a la equivalencia entre la red pública y la privada subvenciona­
da (West y Nikolai, 2017). Se puede concluir, por tanto, que la equipara­
ción de los modelos de financiación se ha acabado traduciendo en la 
expectativa de que todas las escuelas financiadas con fondos públicos se 
rijan por el mismo marco normativo y contribuyan, en igual medida, a los 
objetivos comunes de equidad y cohesión social.
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Chile: la apuesta por la gratuidad 

En el caso de Chile, las medidas de fomento de la gratuidad se remontan 
a la adopción de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) aprobada en 
2008. Como se apunta más arriba, la dotación de esta financiación suple­
mentaria se condicionó a la eliminación de las cuotas escolares para 
aquellos estudiantes identificados como prioritarios y a los que se les 
otorga la financiación adicional (Elacqua y Santos, 2013). Se trataba, en 
este sentido, de una medida de fomento de la gratuidad de carácter vo­
luntario y de alcance limitado, dado que se focalizaba en aquellos estu­
diantes socialmente más desfavorecidos. 

No es hasta la promulgación de la reforma educativa conocida como Ley 
de Inclusión, aprobada en 2015, que esta apuesta por la gratuidad adquie­
re un carácter más estructural. Uno de los objetivos centrales de esta 
reforma es precisamente la eliminación gradual de las cuotas de escola­
rización y el avance hacia la gratuidad total de las escuelas financiadas 
con fondos públicos. Con el fin de impulsar esta transición, se pactó el 
aumento progresivo de la subvención estatal mediante la implantación 
de la denominada Aportación por Gratuidad (APG). Esta aportación con­
siste en un incremento del subsidio per cápita para aquellas escuelas que 
eliminen las cuotas de escolarización, sin ánimo de lucro y adscritas al 
sistema SEP. 

En el caso de las escuelas subvencionadas con cuotas de escolarización, 
la transición a la gratuidad impulsada a partir de la APG se ha ido apli­
cando de forma gradual. Así, las escuelas en las que el valor del copago es 
igual o inferior al de la APG deben pasar de forma automática a ser gra­
tuitas. Por lo que respecta al resto de escuelas subvencionadas que quie­
ren pasar a ser gratuitas, se establece un sistema de congelación de las 
cuotas de escolarización que se eliminarán a medida que la APG com­
pense los ingresos percibidos a través de dichas cuotas (Treviño, 2018; 
Silva y Urzúa, 2018).
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Es preciso entender esta clara apuesta por la gratuidad relacionada con 
las particularidades del contexto social y político en el que se formula la 
Ley de Inclusión. La ley forma parte de un programa de reforma educati­
va más amplio impulsado por el gobierno de centroizquierda formado en 
2014, planteado explícitamente en términos de ruptura respecto a las 
dinámicas de mercado que han caracterizado históricamente el sistema 
educativo chileno (Bellei, 2018). Sin embargo, a pesar del apoyo social 
con el que contaba el proyecto de reforma, su tramitación legislativa fue 
considerablemente compleja y conflictiva, especialmente debido a la 
oposición frontal de los partidos de derechas, las organizaciones de pro­
veedores privados y de familias de las escuelas privadas subvencionadas. 
Estas dificultades de negociación explican algunas particularidades de la 
forma final adoptada por la ley, incluido el carácter gradual de la política 
de prohibición de cuotas (Zancajo, 2019). Si bien la gradualidad iba orien­
tada a reducir las posibles resistencias del sector privado subvencionado, 
también contribuiría a favorecer la viabilidad presupuestaria del sistema 
de compensaciones con el que garantizar la gratuidad. 

La evidencia sobre los efectos de la Ley de Inclusión en materia de cobro 
de cuotas es todavía muy limitada. Si bien la mayoría de las escuelas pri­
vadas subvencionadas han optado por sumarse a la política de gratuidad 
para conservar la financiación estatal (Navarro y Gysling, 2017), hay que 
tener en cuenta que aquellos centros con cuotas altas no estarán obliga­
dos a eliminarlas hasta que su valor no quede plenamente compensado 
por la APG. Se estima, de hecho, que la implementación de la ley, inicia­
da en 2016, no se completará hasta el año 2025 (Weinstein et al., 2018). 
Este lento avance de la gratuidad dificulta prever los efectos de la ley en 
términos de distribución del alumnado o cambios en la demanda educa­
tiva. Sin embargo, cabe señalar que la evidencia disponible, de carácter 
parcial y provisional, sugiere que la Ley de Inclusión y la eliminación de 
las cuotas de escolarización podrían traducirse en una consolidación 
de la pérdida de la matrícula del sector público. La reducción de los lími­
tes de acceso derivada de que parte de las escuelas privadas subvencio­
nadas pasen a ser gratuitas podría facilitar que los alumnos del sector 
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público migraran hacia el privado subvencionado. Aunque hay que tener 
en cuenta que la caída de la matrícula pública es un fenómeno que pre­
cede a esta ley, algunos observadores conjeturan que la eliminación del 
copago habría supuesto un impulso importante a la migración hacia el 
sector subvencionado (Navarro y Gysling, 2017). 

Irlanda: la eliminación de cuotas como política  
de acceso

En Irlanda, la provisión de subsidios por gasto corriente a centros priva­
dos subvencionados de educación secundaria se ha condicionado a la 
gratuidad de la escolarización. Este sistema encuentra sus orígenes en la 
política de gratuidad adoptada en 1967. Por medio de esta reforma, orien­
tada a incrementar y democratizar el acceso a la educación secundaria, 
el Estado se comprometía a asumir la totalidad de los gastos de los cen­
tros privados de educación secundaria a cambio de que estos suprimie­
ran las cuotas de escolarización (Darmody y Smyth, 2013). 

El cambio se aplicó de oficio a todas las escuelas privadas subvenciona­
das, exceptuando aquellas con cuotas especialmente elevadas, a las que 
se daba la opción de quedar fuera del plan de gratuidad. Esta política de 
excepción fue motivo de debate, puesto que suponía una desviación 
de las propuestas originales de la reforma, las cuales no preveían excep­
ciones de ningún tipo. Algunos actores advirtieron además que el siste­
ma podía dar lugar a una fuerte división en el mismo sector privado 
subvencionado. Sin embargo, la proporción de centros que optó por que­
dar fuera del nuevo sistema fue finalmente marginal y se ha mantenido 
relativamente estable. Actualmente, solo un 6,7 % de los estudiantes se 
educan en escuelas privadas subvencionadas de pago y, desde la intro­
ducción de la gratuidad, nunca han llegado a representar más del 8 % de 
la matrícula. Según Courtois (2018), el éxito de la política, incluso entre 
aquellos centros más elitistas, se explica en parte porque, en el momento 
de la reforma, estos no percibieron la gratuidad como una amenaza real 
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a su composición social privilegiada. La ubicación geográfica de estos 
centros y su autonomía en materia de admisiones hicieron posible que se 
conjugara la gratuidad con la preservación de cierta exclusividad en el 
acceso. 

Una segunda excepción prevista por la política de gratuidad de 1967 fue 
la concedida a las escuelas privadas subvencionadas de adscripción pro­
testante. Estas quedaron exentas de la obligación de eliminar las cuotas 
de escolarización a cambio de la financiación pública. Se les permitía así 
seguir cobrando cuotas sin que esto les impidiera recibir financiación 
pública en concepto de gastos recurrentes. Este privilegio se justificaba 
debido a la dispersión geográfica de la población de fe protestante, que 
se traducía en la necesidad de mantener escuelas organizadas en forma 
de internado (Lynch y Moran, 2006; Rougier y Honohan, 2014). Sin em­
bargo, a partir del año 2008 se puso fin a esta excepción. El cambio de 
criterio fue ampliamente criticado por la comunidad protestante y tam­
bién por algunos sectores de la comunidad católica. Esta reacción res­
pondía a que la financiación a las escuelas protestantes se percibía como 
una de las garantías del apoyo a la libertad religiosa. Sin embargo, el go­
bierno del momento sacó adelante la reforma poniendo de relieve el 
principio de no discriminación, la inconstitucionalidad de un subsidio 
del que se beneficiaba una única denominación religiosa, y la importan­
cia de la igualdad formal en materia de financiación como garantía de 
tratamiento igualitario entre los grupos religiosos (Daly, 2010; Rougier y 
Honohan, 2014).

Regulación de la elección escolar

Los procesos de elección, asignación y admisión escolar son clave en la 
promoción de la equidad en sistemas de provisión mixta. La evidencia 
internacional señala que, en los sistemas de provisión mixta (con una 
proporción significativa de escuelas privadas subvencionadas), en los 
que los sistemas de asignación de estudiantes entre los sectores público 
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y privado subvencionado no están armonizados o integrados es más 
probable que se produzcan dinámicas de estratificación social y acadé­
mica (Eurydice, 2020b). Asimismo, también se ha evidenciado que en 
aquellos sistemas educativos en los que las escuelas privadas subvencio­
nadas gozan de mayor autonomía en la admisión de estudiantes, estas 
escuelas tienden a concentrar una mayor proporción de alumnos con un 
perfil socioeconómico y/o académico aventajado en comparación con los 
centros públicos (Boeskens, 2016; OCDE, 2012a). Esta distribución des­
igual se explica en gran parte por las prácticas de selección llevadas a 
cabo por los centros, es decir, estrategias (explícitas o encubiertas) de 
priorización de alumnos aventajados (y/o de exclusión de alumnos des­
favorecidos). 

Ante la constatación de estas dinámicas, informes internacionales re­
cientes apuestan por la aplicación de medidas orientadas a reducir la 
discrecionalidad de los centros privados subvencionados en materia de 
admisión, a armonizar los sistemas de elección y asignación escolar uti­
lizados por centros públicos y privados subvencionados, y a promover 
una mayor corresponsabilidad del sector privado subvencionado en la 
escolarización de alumnado socialmente desfavorecido (OCDE, 2017b, 
2017c). Se señala, en particular, el potencial de los mecanismos de expre­
sión de preferencias, priorización y asignación que permiten combinar 
cierto margen de elección escolar con criterios de distribución equilibra­
da de los diferentes subgrupos de alumnos, conocidos como sistemas de 
elección controlada (Musset, 2012; OCDE, 2019) (Véase Recuadro 2 «Siste­
mas de elección controlada»). 
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Recuadro  2

Sistemas de elección controlada

Los sistemas de elección controlada tienen como objetivo compatibilizar 
la capacidad de elección de las familias y una distribución equilibrada 
del alumnado según su perfil socioeconómico y/o educativo (Musset, 
2012; de Abdulkadiroğlu y Sönmez, 2003). Aunque también encontra­
mos esta clase de modelos en sistemas educativos donde la provisión es 
completamente pública, la elección controlada suele ser una pieza clave 
en la regulación de los sistemas educativos que combinan provisión pú­
blica y privada subvencionada, y que acostumbran a contemplar mayor 
capacidad y posibilidades de elección.  

Cantillon (2017) identifica tres componentes principales de los sistemas 
de elección controlada:  

1. 	 Reglas de participación, expresión de preferencias y sistemas de 
información. Este primer componente se refiere a los criterios y for­
mas de participación de las familias en el proceso de elección de cen­
tro. En la mayoría de casos, la elección escolar no se plantea como 
mecanismo directo, sino que se establecen sistemas de expresión de 
preferencias de escolarización. La expresión de preferencias se vehi­
cula habitualmente a través de mecanismos en los que las familias 
pueden seleccionar y/u ordenar las escuelas disponibles en un ámbito 
territorial concreto. Como señala Cantillon (2017), para hacer efectivo 
este componente es necesario instaurar sistemas de información que 
permitan dar a conocer las características de las escuelas a las fami­
lias, y que estas puedan establecer sus preferencias. 

2. 	Criterios de priorización de las solicitudes. A partir de la expresión 
de preferencias de las familias, los sistemas de elección escolar pue­
den establecer una serie de criterios de priorización de las solicitudes 
que se aplican cuando la demanda de los centros educativos es su­
perior a la oferta de plazas. Además, estos criterios de priorización 
también pueden tener como objetivo favorecer una distribución equi­
librada del alumnado y conseguir mayores niveles de diversidad en 
los centros. A la hora de establecer criterios de priorización, se pueden 
tener en cuenta dos tipos de prioridades: 

> > >
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a)	Las prioridades absolutas se refieren a aquellos criterios que se 
establecen independientemente del número de alumnos que pue­
den acogerse, como por ejemplo, la priorización de aquellas solici­
tudes con hermanos ya escolarizados en el centro. 

b)	 Las prioridades condicionales se refieren a aquellos criterios de 
priorización de las solicitudes relativos a las características del 
alumnado, pero que contemplan un porcentaje máximo de benefi­
ciarios. En muchos casos, estas prioridades condicionales se tradu­
cen en sistemas de reserva de plazas para alumnos con necesidades 
educativas especiales o socialmente desfavorecidos. 

3. 	Mecanismos de asignación. El tercer componente de los sistemas 
de elección escolar es el mecanismo de asignación de los estudiantes 
que permite tener en cuenta tanto las preferencias expresadas por las 
familias como los criterios de priorización absolutos y condicionales. 
La forma más simple de realizar esta asignación es siguiendo el orden 
de llegada de las solicitudes, procedimiento que se conoce en la lite­
ratura especializada como el principio de orden de llegada (first come, 
first served). Este mecanismo de asignación presenta a menudo difi­
cultades de implementación y puede generar problemas de equidad 
en la asignación. La mayoría de los sistemas educativos que aplican 
sistemas de elección controlada optan por mecanismos más comple­
jos, implementados mediante «algoritmos de asignación». Aunque 
pueden existir algunas variaciones en su diseño, los dos mecanismos 
de asignación más frecuentes son el algoritmo de asignación inme­
diata, (también conocido como mecanismo de Boston) y el de asigna­
ción diferida. En el diseño del algoritmo de asignación inmediata, el 
orden de preferencias expresadas por las familias, y especialmente la 
primera opción, afecta de forma significativa a la asignación final. 
Por el contrario, en el caso del algoritmo de asignación diferida el or­
den de preferencias no afecta necesariamente a la asignación final. 
Así pues, mientras que el primero permite maximizar el porcentaje de 
los alumnos asignados en la primera opción, el segundo se ha mostra­
do más eficaz para evitar el comportamiento estratégico de algunas 
familias en la expresión de preferencias (Cantillon, 2017). 
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A continuación se recoge la experiencia de diferentes sistemas educa­
tivos de provisión mixta que, a lo largo de los últimos años, han reforma­
do la regulación de los procesos de admisión y asignación escolar con el 
objetivo de corregir las dinámicas de segregación y estratificación social 
entre centros públicos y privados subvencionados. 

Bélgica francófona: la reforma de la elección escolar 

En la comunidad francófona de Bélgica los efectos de la elección de cen­
tro sobre la segregación escolar han ocupado un lugar central en los 
debates de política educativa de los últimos años, lo que ha dado lugar 
a una serie de reformas regulativas en este ámbito. Ya en 1997, y en el 
contexto de un proceso de reforma más amplio, se estableció la obliga­
ción por parte de las escuelas de aceptar a todos los solicitantes sin poder 
considerar otro requisito que no fuera el de la adhesión del estudiante 
o  de la familia a los principios de la institución educativa (Dupriez 
et al., 2018). 

Sin embargo, no es hasta mediados de la primera década de 2000 que se 
desarrollaron una serie de reformas más específicas y de mayor alcance 
para asegurar que se cumplía el principio de no discriminación en el pro­
ceso de admisión, establecido en 1997 para la educación secundaria. En 
2007 se aprobó el Decreto Inscripciones (Décret inscriptions) que obliga­
ba a las escuelas a disponer de un registro de las plazas disponibles y de 
las solicitudes de admisión recibidas para garantizar el cumplimiento del 
criterio de orden de llegada, así como para anunciar de forma pública la 
fecha de inicio del proceso de admisión (Cantillon, 2013; Demeuse, Dero­
bertmasure y Friant, 2009). Esta nueva regulación fue recibida con beli­
gerancia por parte de las organizaciones de proveedores privados 
subvencionados y de las familias de estas escuelas, dado que la percibie­
ron como una amenaza a su posición privilegiada en el mercado educa­
tivo. Estos actores adoptaron una posición de rechazo explícito a la 
reforma argumentando que la nueva regulación reducía la autonomía de 
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las escuelas en materia de admisión, y que ponía en riesgo el principio 
de libertad de elección de las familias (Demeuse et al., 2009). Además, 
esta nueva regulación tuvo un importante eco mediático a consecuencia 
de las colas que se generaron en aquellas escuelas más populares el pri­
mer día en que se abría el plazo de inscripción, e incluso llevó a dimitir al 
ministro responsable (Demeuse et al., 2009; Cantillon, 2011). 

Un año después, en 2008, se reformó de nuevo el proceso de admisión 
escolar. En este caso, el objetivo de la desegregación se formulaba de ma­
nera explícita y se señalaba como uno de los principales objetivos de la 
nueva normativa. El Decreto Diversidad (Décret mixité) establecía ciertos 
criterios de admisión que, en caso de sobredemanda, priorizaban las so­
licitudes del alumnado residente cerca de la escuela o de nivel socioeco­
nómico bajo. Para el resto del alumnado, se establecía un mecanismo de 
lotería que anulaba la aplicación del criterio de orden de llegada incluido 
en la regulación anterior (Demeuse et al., 2009). Esta nueva reforma tam­
bién provocó una fuerte crítica y oposición por parte de algunas familias 
que consideraban que la priorización de ciertos grupos de alumnos gene­
raba situaciones injustas en el acceso a la escolarización y afectaba a la 
libertad de elección (Danhier y Friant, 2019). Más allá de estas críticas, 
también surgieron algunos problemas en el diseño y la implementación 
de la nueva normativa derivados de que, por falta de un sistema centrali­
zado de gestión, algunas familias realizaron solicitudes en diversas es­
cuelas al mismo tiempo, generando problemas de asignación y 
complicaciones administrativas (Danhier y Friant, 2019; Cantillon, 2011; 
Friant, 2016). 

De nuevo, y como consecuencia de los problemas de implementación 
de las reformas anteriores, en 2010 se volvió a modificar el marco re­
gulativo, estableciendo la posibilidad de que las familias pudieran expre­
sar hasta diez preferencias de escolarización a través de un formulario 
único. A partir de las preferencias de las familias, las escuelas estaban 
obligadas a establecer criterios de prioridad absoluta (alumnos con her­
manos en el centro o niños con necesidades especiales) y criterios de 
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prioridad condicional para alumnado socialmente desfavorecido. En 
caso de sobredemanda, las escuelas podían asignar hasta el 80 % de las 
plazas siguiendo los criterios de priorización establecidos. Aquellas so­
licitudes no atendidas durante la primera fase se asignaban posterior­
mente de forma centralizada y tomando en consideración las 
preferencias expresadas por las familias (Cantillon, 2013). Esta nueva 
reforma del proceso de elección fue también criticada por parte de las 
familias, proveedores y partidos políticos de la oposición porque consi­
deraban que el cambio regulativo no se había negociado suficientemen­
te con los agentes educativos, pero también porque cuestionaba la 
legitimidad de los criterios de priorización y la excesiva complejidad de 
los algoritmos de asignación (Cantillon, 2013). 

Más allá de las dificultades de implementación de las diferentes refor­
mas adoptadas, Cantillon (2013) sostiene que su falta de legitimidad so­
cial ha dado lugar a comportamientos oportunistas y a formas de 
resistencia encubierta por parte de las escuelas y de las familias. Entre 
ellas se encuentran los falsos empadronamientos por parte de las fami­
lias o prácticas de intimidación por parte de las escuelas a ciertas fami­
lias durante el proceso de admisión. Por otra parte, Friant (2016) afirma 
que, aunque no existe una evidencia sólida sobre los efectos de las dife­
rentes reformas de la regulación en los procesos de admisión escolar, no 
debería esperarse un importante efecto sobre la segregación escolar 
dado el alcance relativamente reducido de las medidas puestas en mar­
cha. En esta misma línea, Danhier y Friant (2019) sostienen en un estu­
dio reciente que la segregación escolar no se redujo durante el período 
posterior a la puesta en funcionamiento de las diferentes reformas, e 
incluso aumentó ligeramente en el caso del alumnado de menor nivel 
socioeconómico. Los autores apuntan que el hecho de que los cambios 
regulativos se hayan centrado principalmente en la gestión de las situa­
ciones de sobredemanda, aplicado solo en el acceso a la educación se­
cundaria y abordado únicamente la distribución del alumnado de bajo 
nivel socioeconómico son factores que habrían limitado la efectividad 
de las reformas adoptadas.
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Chile: prohibición de la selección y nuevo sistema  
de elección escolar

En Chile, la cuestión de la selección del alumnado por parte de las escue­
las ha sido un debate recurrente en el ámbito de la política educativa en 
los últimos años. Hay que tener en cuenta que la selección del alumnado 
por criterios socioeconómicos y/o académicos era una práctica extendida 
en el sistema educativo chileno, y especialmente arraigada en el sector 
privado subvencionado (Contreras et al., 2010). 

Después de décadas en las que no se ha regulado esta cuestión, en 2009, 
una nueva ley de educación estableció la prohibición de realizar procesos 
selectivos en función de criterios socioeconómicos o académicos por par­
te de las escuelas financiadas con fondos públicos durante la admisión a 
la educación primaria. Sin embargo, varios autores han señalado que la 
falta de una normativa específica que estableciera criterios para gestio­
nar situaciones de sobredemanda, junto con el hecho de que la nueva 
regulación permitía establecer como requisito de admisión que los alum­
nos o familias se adhirieran al proyecto educativo del centro, siguió dan­
do lugar a situaciones de arbitrariedad en la admisión (Mena y Corbalán, 
2010; Treviño, Salazar y Donoso, 2011). Un estudio sobre la efectividad de 
esta regulación demostró que los procesos selectivos seguían siendo una 
práctica común y socialmente aceptada a pesar de la aprobación de la 
nueva ley (Carrasco et al., 2017). 

En 2015, en el contexto de una reforma estructural del sistema educativo, 
se amplió a la educación secundaria la prohibición de la selección de 
alumnado (Muñoz y Weinstein, 2019). Más allá de la prohibición formal 
de los procesos selectivos, esta se acompañó de un nuevo sistema de elec­
ción escolar controlada (Sistema de Admisión Escolar) que permitiera 
asegurar su cumplimiento, evitando situaciones de selección encubierta 
o autoexclusión. El nuevo sistema estableció un procedimiento único de 
expresión de preferencias por parte de las familias a través de una plata­
forma digital gestionada y administrada por el Ministerio de Educación. 
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Asimismo, el nuevo sistema estableció una serie de criterios de prioriza­
ción en caso de sobredemanda que incluye, entre otros, la presencia de 
hermanos en el centro o la proximidad de la residencia del estudiante 
(Carrasco et al., 2019). A partir de las preferencias expresadas por las fa­
milias y los criterios de priorización en caso de sobredemanda, las solici­
tudes de admisión a centros públicos y privados subvencionados se 
distribuyen de forma centralizada a través de un algoritmo de asignación 
(Carrasco y Honey, 2019). 

Aunque el nuevo sistema de admisión se ha ido implementando de forma 
gradual en las diferentes regiones del país, las primeras evaluaciones 
muestran una mejora ligera pero significativa en la capacidad de acceso 
del alumnado socialmente más desfavorecido a escuelas donde anterior­
mente su representación era muy reducida. Sin embargo, estos estudios 
también muestran que las diferencias entre grupos sociales en el acceso a 
escuelas de mayor calidad se han mantenido estables después de la im­
plementación del nuevo sistema de admisión. En este sentido, se apunta 
que las diferencias en las preferencias de elección entre las familias según 
su estatus socioeconómico podrían explicar la persistencia de estas desi­
gualdades (Carrasco y Honey, 2019; Sillard, Garay y Troncoso, 2018). 

Por otra parte, Kutscher, Nath y Urzua (2020) señalan que el impacto del 
nuevo sistema de elección escolar varía en función del nivel de segrega­
ción residencial y de la composición de la oferta escolar de cada munici­
pio. En aquellos municipios en los que la segregación residencial es más 
baja, el nuevo sistema de admisión ha reducido significativamente la 
segregación escolar. Según los autores del estudio, esto se explica porque 
los estudiantes de bajo nivel socioeconómico solo pueden aprovechar las 
oportunidades de acceso a nuevas escuelas que les otorga el sistema de ad­
misión centralizada en aquellos espacios locales donde los costes de 
transporte se pueden asumir. En el caso de la composición escolar del 
municipio, el estudio apunta que el nuevo sistema de elección ha tenido 
efectos más positivos sobre la segregación escolar en aquellos muni­
cipios con menor porcentaje de escuelas privadas no subvencionadas. 
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Esto podría explicarse por el hecho de que los estudiantes socialmente 
más aventajados migraron de las escuelas privadas subvencionadas a las 
privadas independientes como respuesta a la implementación del nuevo 
modelo de admisión. 

Comunidad flamenca de Bélgica: la política  
de reserva de plazas

Como respuesta al fenómeno de la segregación escolar, la comunidad 
flamenca de Bélgica aprobó en 2002 el Decreto de Igualdad de Oportuni­
dades Educativas. Este establecía una serie de medidas relacionadas con 
el ámbito de la elección escolar y la admisión de alumnos en la educación 
primaria y secundaria (Cantillon, 2011; Sierens et al., 2011). En primer 
lugar, esta nueva regulación creó las plataformas consultivas locales con 
el objetivo de generar espacios de coordinación entre los diferentes acto­
res educativos para la implementación de políticas que aseguraran la 
igualdad de oportunidades de los estudiantes en el acceso a la escolari­
zación (Cantillon, 2011). En segundo lugar, a fin de garantizar el derecho 
efectivo a la elección del centro y evitar situaciones de discriminación, se 
elaboró una regulación más precisa de los supuestos por los que un cen­
tro educativo podía denegar la admisión de un alumno. Se fijó así que la 
denegación de la admisión, que debía justificarse por escrito, solo se po­
día realizar si la escuela no tenía más plazas disponibles, si el alumno 
había sido anteriormente expulsado del centro por motivos disciplina­
rios o si la escuela no disponía de instalaciones adaptadas para las nece­
sidades de aprendizaje del alumno (Sierens et al., 2011). 

En 2005, una revisión de la regulación de admisiones estableció la 
posibilidad de que las escuelas pudieran utilizar, de forma voluntaria, 
criterios de priorización basados en las características socioeconómicas 
de los alumnos. Además, aquellas escuelas con más de un 10 % de alum­
nos socialmente desfavorecidos respecto a la composición social de su 
zona geográfica, estaban también autorizados a priorizar la admisión de 
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alumnado socialmente no desfavorecido (Nusche et al., 2015). Como se­
ñalan Sierens et al. (2011), estas medidas tenían como objetivo la reduc­
ción de la segregación escolar no únicamente evitando la concentración 
de alumnado de bajo nivel socioeconómico, sino intentando que la com­
posición social de las escuelas fuera lo más similar posible a la de la zona 
donde se ubicaban. 

Aunque las reformas de los años 2002 y 2005 permitían el establecimien­
to de criterios de prioridad en la admisión de alumnos, el principio de 
admisión dependiendo del orden de llegada siguió vigente para aquellos 
alumnos no considerados prioritarios. Este hecho, como en el caso de la 
comunidad francófona, generó colas considerables en aquellas escuelas 
más populares y dio lugar a críticas por parte de las familias a la nueva 
regulación de las admisiones. Como respuesta a estos problemas, en 
2008 se dotó de mayores competencias a las plataformas consultivas lo­
cales con el objeto de establecer procedimientos de admisión propios y 
comunes para las escuelas de su área, siempre que respetaran los princi­
pios de igualdad de oportunidades en la admisión y los criterios de prio­
rización establecidos en las regulaciones de 2002 y 2005. La mayor 
autonomía otorgada a las plataformas consultivas locales facilitó que va­
rios municipios implementaran sistemas de elección centralizados que 
permitían a las familias solicitar plaza de forma conjunta en varias escue­
las, y donde las solicitudes se priorizaban a través de criterios comunes a 
escala local (Cantillon, 2011).

Una nueva reforma de los procesos de admisión del año 2011 dotó a las 
plataformas consultivas locales de la capacidad de establecer cuotas 
obligatorias de alumnos socialmente desfavorecidos y no desfavorecidos 
en las escuelas de su área (Cantillon, 2011; Nusche et al., 2015). Por otra 
parte, también se estableció la obligación de que, en caso de sobrede­
manda, los criterios de priorización de las solicitudes se orientaran a 
garantizar la máxima correspondencia posible entre la composición so­
cial del alumnado y el área geográfica donde se ubicaba la escuela (Can­
tillon, 2011). 
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La evidencia disponible sobre los efectos de las diferentes reformas de los 
procesos de admisión escolar en la comunidad flamenca de Bélgica es 
muy reducida. Sin embargo, Sierens, Mahieu y Nouwen (2011) señalan 
que el nivel de segregación se ha mantenido relativamente estable en las 
principales ciudades de la Bélgica flamenca. 

Inglaterra: la regulación de los procesos  
de admisión escolar

La expansión de la provisión privada subvencionada que se produjo en 
Inglaterra a partir de los años ochenta puso de manifiesto que los proce­
sos de admisión podían convertirse en una fuente de desigualdad educa­
tiva. Hay que tener en cuenta que la mayor parte de las escuelas privadas 
subvencionadas (Academias, escuelas libres y algunas escuelas religio­
sas) son las responsables de gestionar sus procesos de admisión, y que no 
siempre han tenido que cumplir con unos criterios de admisión defini­
dos por las autoridades educativas (véase el capítulo Los modelos de edu-
cación privada subvencionada) (Roberts y Danechi, 2019; West, Barham 
e Hind, 2011). Diferentes estudios han mostrado que aquellas escuelas 
que gozan de mayor autonomía para gestionar el proceso de admisión, 
matriculan, de media, alumnado de mayor nivel socioeconómico y/o aca­
démico (Coldron et al., 2008; West, 2006; West, Hind y Pennell, 2004). 
Por otra parte, también existe evidencia de que la capacidad de algunas 
escuelas para establecer sus propios criterios de admisión ha facilitado la 
aparición de prácticas que pueden favorecer la selección social del alum­
nado (Allen, Coldron y West, 2010). 

Ante la constatación de que la autonomía en la admisión de algunas es­
cuelas estuviera favoreciendo dinámicas de segregación escolar o prácti­
cas discriminatorias, desde finales de 1990 la regulación de los procesos 
de admisión se ha reformado en repetidas ocasiones (Allen et al., 2010). 
En 1999, el gobierno laborista aprobó el primer Código de Admisiones, 
que fue reformulado en el año 2003. Tanto la regulación del año 1999 
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como la del año 2003 no establecían criterios de obligado cumplimiento 
en la gestión de las situaciones de sobredemanda, pero sí indicaciones 
para establecer procesos y criterios de admisión «claros, justos y objeti­
vos», dirigidos a las diferentes autoridades de admisión, fueran entes 
locales o centros educativos (West et al., 2011). Por consiguiente, como 
han señalado varios autores, tanto la versión del código del año 1999 
como la del año 2003 deben considerarse regulaciones orientadas a esta­
blecer principios rectores de los procesos de admisión, pero sin determi­
nar medidas y criterios de aplicación obligatoria (Feintuck y Stevens, 
2013; West et al., 2011).  

En cambio, una nueva reforma del año 2007 estableció por primera vez 
una serie de obligaciones, tanto en lo que respecta al diseño del proceso 
de elección escolar como a los criterios de priorización. Uno de los requi­
sitos principales era la obligación de dar prioridad al alumnado de bajo 
nivel socioeconómico en caso de sobredemanda (West et al., 2011). La 
regulación de la admisión escolar volvió a reformarse en 2009. En aquella 
ocasión, se establecieron criterios mucho más concretos y específicos a 
la hora de gestionar estos procesos. Además de volver a priorizar el alum­
nado con necesidades educativas especiales o de bajo nivel socioeconó­
mico, también se prohibieron una serie de requisitos de admisión que se 
consideraban «injustos» y que podían suponer límites en el acceso para 
algunos alumnos. Algunos ejemplos de requisitos prohibidos en esta 
nueva reforma son la exigencia a las familias de adherirse al proyecto del 
centro educativo, participar en actividades fuera del horario lectivo o rea­
lizar aportaciones económicas a las escuelas. Posteriormente, una nueva 
reforma en 2009 complementó la legislación de 2007 prohibiendo todos 
aquellos requisitos o criterios de admisión que podían facilitar procesos 
de selección encubierta o que facilitaban la exclusión o autoexclusión de 
determinados grupos sociales. 

En 2012, el nuevo gobierno de coalición de conservadores y liberales vol­
vió a reformar la regulación de la admisión escolar. En este caso, la reforma 
supuso un cambio sustantivo en la orientación de las reformas adoptadas 
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durante los gobiernos laboristas (Feintuck y Stevens, 2013). Uno de los 
principales cambios de esta reforma, de naturaleza más permisiva que 
las anteriores, era la posibilidad de que el gobierno pudiera autorizar 
a las Academias y escuelas libres a no seguir todos los requisitos estableci­
dos en la regulación de admisiones si existía una necesidad demostrable. 

La evidencia sobre los cambios en la regulación de la admisión escolar 
muestra que estos han tenido un cierto efecto positivo a la hora de incre­
mentar la diversidad escolar de los centros educativos. Allen, Coldron y 
West (2010) afirman que gran parte del efecto de las reformas de 2003 
y 2007 se explica por aquellas medidas orientadas a promover la reserva 
de plazas y la priorización de alumnado socialmente desfavorecido. En 
cambio, el mismo estudio demuestra que aquellas medidas orientadas a 
prohibir prácticas de admisión que se vinculaban a procesos de selec­
ción, como la prohibición de las entrevistas, han tenido un efecto muy 
limitado sobre la reducción de la segregación escolar. Por su parte, West 
et al. (2011) examinan los cambios que se han producido en los criterios 
de admisión entre los años 2001 y 2008 como resultado de las regulacio­
nes aprobadas durante este período. Los resultados muestran que el por­
centaje de las escuelas que daban prioridad al alumnado socialmente 
desfavorecido y con necesidades educativas especiales aumentó signifi­
cativamente. El estudio señala también una reducción en todos aquellos 
requisitos o criterios de admisión que podían considerarse como proce­
sos de selección encubierta. 
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Este capítulo analiza las características más relevantes del modelo espa­
ñol de conciertos educativos, así como los principales debates que este ha 
generado desde su articulación en la década de 1980. Con esta finalidad, 
primero se analizan los orígenes históricos del modelo y, a continuación, 
se resume la evolución del marco regulativo estatal en las últimas dé­
cadas. Finalmente, el capítulo recoge unos apuntes sobre la diversidad 
regulativa en el ámbito autonómico.

Orígenes históricos de la educación 
concertada en España

El concierto es uno de los principales instrumentos que configura el sis­
tema de provisión mixta establecido en España durante la transición de­
mocrática de finales de la década de 1970 y principios de 1980. Las bases 
del sistema de provisión mixta constan en la Constitución de 1978, y espe­
cialmente en su artículo 27, que instaura la llamada libertad de enseñanza 
como derecho fundamental. El concepto de libertad de enseñanza hace 
referencia a varios derechos y libertades, incluida la libertad de concien­
cia del alumnado, la libertad de elección del centro, la libertad de cátedra 
y la libertad de creación de centros educativos. A la hora de concretar en 
qué consiste esta última, la Constitución afirma que «se reconoce a las 



118 La educación concertada en España

personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, 
dentro del respeto a los principios constitucionales» (Art. 27.6). Además, 
el mismo Artículo 27 manifiesta que «los poderes públicos ayudarán a 
los centros docentes a que reúnan los requisitos que la ley establezca» 
(Art. 27.8). 

Varios autores han señalado que, con este redactado, se trató de elabo­
rar un artículo deliberadamente ambiguo que permitiera reconciliar in­
tereses políticos varios (Sevilla Merino, 2016). Para ser más exactos, se 
pretendía responder a una situación de polarización entre el principio 
de libertad exaltado por los partidos de la derecha y el principio de igual­
dad promovido por los partidos de la izquierda. Así, si bien el artículo 27 
creaba una base legal para la adjudicación de subsidios públicos al sector 
privado, aportaba también un margen de interpretación considerable 
respecto al valor y la naturaleza de estos subsidios. El marco fijado por 
la Constitución se prestaba, por consiguiente, a diferentes desarrollos 
legislativos en función de la aritmética parlamentaria y de la orientación 
ideológica de los sucesivos gobiernos (Bonal, 1998; Guardia Hernández, 
2019; Olmedo, 2013).

Los primeros gobiernos democráticos encabezados por la Unión de Cen­
tro Democrático (1977-1982) antepusieron una interpretación de la Cons­
titución más favorable a la maximización de la libertad de enseñanza. 
Como apunta Sevilla Merino (2016), desde la UCD se apostó por aplicar 
un programa educativo acorde a sus ideales por medio de la legislación 
ordinaria, aprovechando la situación de la mayoría derivada de la suma 
con Coalición Democrática/Alianza Popular y los partidos nacionalistas 
catalanes y vascos. De hecho, durante el gobierno de la UCD se llegó a es­
tudiar un sistema de ayudas económicas inspirado en el cheque escolar. 
Se quería introducir esta política maximalista de protección de la educa­
ción concertada y de la libertad de elección en la Ley de Financiación de 
la Enseñanza Obligatoria. Sin embargo, a raíz de una serie de dificultades 
políticas y presupuestarias, esta propuesta no prosperó y la ley no llegó a 
aprobarse (Merchán Iglesias, 2021; Hernández Beltrán, 2008). 
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En la línea con la interpretación maximalista de la libertad de enseñanza, 
muchas de las iniciativas legislativas aprobadas durante el gobierno de la 
UCD estuvieron orientadas a preservar y proteger el papel de la Iglesia 
católica en materia educativa; de hecho, en este contexto se negociaron 
los Acuerdos con la Santa Sede, firmados en 1979 y en los que se garanti­
zaba la incorporación de los centros de la Iglesia católica en cualquier 
programa de subvenciones a la educación no estatal. Más adelante, la do­
ble voluntad de consolidar la educación privada y la formación religiosa 
se materializó en la Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares (LOE­
CE) de 1980. Entre otras cuestiones, dicha ley fijaba el derecho de los pro­
motores de centros educativos para crear un ideario propio, consolidaba 
la financiación de los centros privados como garantía de la libertad de 
elección, y presentaba como indisociables la libertad de los padres a la 
hora de elegir la educación religiosa y moral que respondía a sus creencias 
y la libertad de elección del centro. Sin embargo, la LOECE tuvo un reco­
rrido limitado en el tiempo. En respuesta a un recurso presentado por 
senadores socialistas, el Tribunal Constitucional anuló varios artículos 
del texto, en una sentencia que determinaba límites a la libertad de ense­
ñanza y cuestionaba la obligatoriedad de la subvención pública de los 
centros privados, fundamentando así una lectura más restrictiva del Artí­
culo 27. Como resultado de estos desarrollos, sumados a la crisis política 
atravesada por la UCD y al poco consenso político generado por la LOECE, 
la ley no llegó nunca a entrar en vigor (Sevilla Merino, 2016). Los primeros 
gobiernos democráticos se limitaron, por tanto, a preservar y propagar el 
sistema de ayudas públicas a la red religiosa instaurado por el régimen 
franquista, consolidando el papel subsidiario del Estado en materia de 
provisión educativa (Bonal, 1998). 

Con la elección del primer gobierno socialista en 1982, se instauró una 
interpretación más restrictiva del principio de libertad de enseñanza, 
tanto desde la vertiente de la libertad de elección como desde la vertiente 
de la libertad de establecimiento de centros educativos privados. Esta 
interpretación se materializó en la Ley Orgánica del Derecho a la Educa­
ción (LODE) del año 1985, en la que se implanta la estructura básica del 
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sistema de subsidios actual a través de la figura jurídica del concierto es-
colar.1 Inspirado en el modelo de contratos francés, el concierto se conci­
be como el mecanismo clave para condicionar la financiación pública de 
centros educativos privados al cumplimiento con una serie de requisitos 
y la aceptación regulados a escala estatal. El régimen de conciertos im­
plica una ruptura clara con el anterior sistema de subsidios, puesto que 
impone por primera vez un «compromiso bilateral» con obligaciones tan­
to para la administración como para los centros privados que aspiren a 
recibir financiación pública (Guardia Hernández, 2019; Villarroya, 2003).

La regulación del sistema de conciertos se concreta y se articula en el 
Real Decreto 2377, también aprobado en 1985. Si bien varias de las normas 
introducidas por este decreto han sido posteriormente modificadas, se 
trata de un texto clave dado que está expresamente orientado a garan­
tizar que las condiciones en las que se desarrolla el proceso educativo 
sean similares en centros públicos y en centros privados concertados. 
Estas obligaciones pasan, entre otras, por la gratuidad de la educación 
obligatoria, la adherencia al currículo oficial, el uso de las mismas reglas 
de admisión y ratios que los centros públicos, la participación de la co­
munidad escolar en la gestión del centro, o la limitación del coste de las 
actividades complementarias, así como la exigencia de que estas sean 
voluntarias y no orientadas por una lógica lucrativa. 

La LODE y el Real Decreto 2377 de 1985 se hallan también en el origen del 
sistema de financiación utilizado en la actualidad, y en virtud del cual la 
administración se compromete a financiar los centros concertados con 
criterios análogos a los aplicados para los centros públicos (Bonal, 2002; 

1.  En rigor, esta figura jurídica tiene un precedente en la Ley General de Educación de 
1970 impulsada durante la última etapa del régimen franquista. En este texto se introdu­
jo el término conciertos como sistema de derechos y obligaciones recíprocos entre el Es­
tado y el sector privado. Sin embargo, el sistema nunca fue plenamente implementado, y 
en la práctica se mantuvo un sistema de subvenciones escasamente discriminador me­
diante la fórmula de «ayuda al precio» que permitía combinar la recepción de fondos 
públicos con cuotas a las familias (Calero y Bonal, 1999; Sevilla Merino, 2016).
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Gómez Caballero, 2016; Villarroya, 2000). A pesar de que existen diferen­
cias importantes por comunidades autónomas sobre esta cuestión, la re­
gulación estatal define los criterios básicos y mínimos de financiación de 
los centros concertados. Esta financiación se vehicula principalmente a 
través del módulo económico por unidad escolar, también conocido como 
módulo de concierto. Este módulo determina los fondos públicos que re­
ciben los centros concertados por grupo-clase subvencionado. El valor 
del módulo económico por unidad escolar2 se fija en los Presupuestos 
Generales del Estado (o en los de las comunidades autónomas) y es una 
estimación del coste de los gastos salariales por personal docente, admi­
nistrativo y de servicios, y los gastos de mantenimiento y funcionamiento 
de los centros educativos (Gómez Caballero, 2016; Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa, 2016; Villarroya, 2000, 2003). Esta fórmula pre­
tende asegurar que la educación concertada se imparte en condiciones 
de gratuidad, y va ligada a una regulación de las aportaciones familiares 
con la que se quiere garantizar que las actividades y servicios sujetos al 
pago de cuotas tienen un carácter voluntario, no lucrativo y no discrimi­
natorio. Sin embargo, y como se desarrolla más adelante, varios estudios 
han señalado que una parte importante de los centros concertados cobran 
cuotas que en la práctica no tienen un carácter voluntario. Estas prácticas 
irregulares de cobro de cuotas son más bien de carácter estructural. 

Es importante entender esta apuesta con un mayor control estatal de 
la oferta privada subvencionada, junto con su equiparación formal a la 
oferta pública, en relación con la experiencia previa de provisión edu­
cativa por parte de las entidades religiosas, así como por la situación de 
déficit de plazas escolares y restricciones presupuestarias a las que se 
enfrentaba el sistema educativo español durante los primeros años de 
la década de 1980. El gobierno socialista del momento, en un contexto 
de crisis económica internacional (véase Serrano Sanz, 1994), consideró 
que no disponía de la capacidad presupuestaria suficiente para apostar 

2.  El Real Decreto 132/2010 define la unidad escolar del alumnado atendido conjunta y 
simultáneamente por una persona docente de forma ordinaria.
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por un sistema de provisión educativa totalmente público y para la reti­
rada de la financiación pública a los centros privados, pese a que existían 
voces en el mismo partido socialista que apostaban por desarrollar una 
red pública única. A esto hay que sumar las resistencias y presiones por 
parte de los propios proveedores privados y, especialmente, de la Iglesia 
católica, que veían la intención del gobierno de regular el sector privado 
subvencionado como una amenaza a su continuidad o viabilidad. Así, si 
bien durante la década de 1980 se realizó un esfuerzo considerable por 
ampliar la red de centros públicos, se consideró inevitable preservar y, 
en cierta medida, consolidar la provisión privada existente a fin de garan­
tizar una oferta suficiente de plazas escolares. Esta doble apuesta de la 
expansión de la oferta pública y de la regulación de la oferta privada es 
la que dará lugar a un sistema de provisión mixta caracterizado por una 
dualización de la red escolar (Bonal, 2002; Olmedo, 2013). 

Más allá de la necesidad de ampliar la oferta educativa, la apuesta por el 
régimen de conciertos también debe entenderse con relación a la evolu­
ción ideológica del PSOE, y especialmente a la renuncia a un proyecto de 
estatalización del sistema educativo. Si bien esta opción se promovió en 
los círculos socialistas durante la década de 1970, a lo largo del período de 
1976-1982 el partido abandonó progresivamente este horizonte, como ha 
documentado González Moreno (2021). Se apostó, en cambio, por un dis­
curso de modernización y europeización del sistema educativo español, 
en virtud del cual la homologación del aparato educativo de la Iglesia 
con la red pública pasaba a ser un paso necesario para la construcción 
del estado del bienestar y dar cumplimiento a la universalización de la 
escolarización. La LODE representa el final de este viraje ideológico y del 
avance a posiciones más conciliadoras, a la vez que refleja una creciente 
preocupación por generar una política de consenso después de la expe­
riencia con la LOECE. La figura del concierto ofrecía en este sentido la 
posibilidad de avanzar en el objetivo de la escolarización y moderniza­
ción con la complicidad no solo de la Iglesia, sino también de las familias 
y de los docentes de una red de centros subvencionados considerable­
mente amplia.
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De la LODE a la LOMLOE: desarrollos 
regulativos recientes

La estructura básica del sistema de conciertos español no se ha modifi­
cado de forma sustantiva desde la aprobación de la LODE en 1985. Ahora 
bien, como apunta Valiente (2009), esta ley no implicó el fin de las diver­
gencias políticas en torno a la provisión privada, sino que el conflicto ha 
tendido a reemerger y perpetuarse alrededor de las cuestiones relativas 
a la interpretación e implementación del marco legislativo. Asimismo, 
algunos textos legales de aprobación reciente han modificado ciertos 
aspectos del régimen de conciertos. Estos intentos de modificar la lega­
lidad vigente, a su vez, se han traducido en disputas políticas altamente 
polarizadas. Cabe destacar especialmente la Ley Orgánica de Educación 
(LOE) de 2006, impulsada por el PSOE, que introdujo cambios funda­
mentales en el proceso de asignación y admisión de estudiantes. Pos­
teriormente, la Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa 
(LOMCE) de 2013, promovida por el Partido Popular, introdujo también 
algunos cambios legislativos que establecían las condiciones para favo­
recer el aumento de los conciertos educativos, entre los que destaca la 
expansión de la duración de los conciertos, la implantación de criterios 
de demanda social a la hora de concertar escuelas, y la posibilidad de ce­
der suelo público para la construcción de centros concertados (Andrés-
Candelas y Rogero-García, 2019). Sin embargo, esta ley nunca se aplicó 
plenamente.

Estas experiencias de reforma permiten identificar una serie de debates 
recurrentes ligados a la interpretación o a los intentos de modificación de 
la legalidad vigente. Entre ellos, destacan especialmente:

•	 El papel de la «demanda social» como criterio de adjudicación 
de conciertos educativos. Desde un punto de vista histórico y en la 
mayoría de las comunidades autónomas, los criterios de planifica­
ción educativa han tendido a prevalecer sobre otras consideraciones 
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en las decisiones sobre la concesión de conciertos. Sin embargo, el 
no reconocimiento de la demanda social como criterio en la adju­
dicación de conciertos ha generado importantes debates, siendo 
este uno de los puntos controvertidos durante la negociación de la 
LOE, y motivando la introducción de una nueva cláusula en el mar­
co de la LOMCE, mediante la cual se requería cierta consideración 
de la demanda social en la planificación de la oferta escolar. Por 
otra parte, el Tribunal Supremo ha anulado varios de los intentos 
de algunas comunidades de introducir requisitos adicionales en la 
concesión de conciertos (Fernández Soria, 2008; Guardia Hernán­
dez, 2019).

•	 La concertación de escuelas no mixtas. Desde principios de la 
primera década de 2000, algunas comunidades autónomas han in­
tentado poner fin a los conciertos con las escuelas no mixtas. Estas 
iniciativas han estado motivadas, en buena parte, por la indefini­
ción de la LOE a este respecto. Sin embargo, estas decisiones se 
han recurrido en los tribunales, quedando finalmente suspendidas 
o revocadas al considerar que la educación separada por sexos no 
representa necesariamente una forma de discriminación (Guardia 
Hernández, 2019).

•	 Mecanismos de admisión y asignación de estudiantes. Según 
observa Galicia Mangas (2016), el margen de maniobra de los cen­
tros educativos concertados con respecto a los criterios de admi­
siones representa uno de los puntos más conflictivos en el debate 
sobre la autonomía de dichos centros. Estas tensiones se hicieron 
especialmente patentes en el proceso de negociación de la LOE, 
que algunos grupos vinculados a la patronal u organizaciones re­
ligiosas percibieron como un ataque a la libertad de enseñanza. 
Dichos grupos se mostraron particularmente críticos con medidas 
relativas a la zonificación o la reserva de plazas, que consideraban 
como un nivel de intervencionismo estatal indebido (Fernández 
Soria, 2008).



La educación concertada en España 125

Más recientemente, la Ley Orgánica de Modificación de la LOE (LOMLOE) 
(Ley Orgánica 3/2020) ha introducido nuevos cambios en el sistema de 
conciertos español, reabriendo algunos de estos debates. Esta ley, apro­
bada a finales del 2020, aborda múltiples aspectos de la gobernanza y 
organización del sistema educativo español, entre los que se encuentra 
la regulación de la provisión concertada. A este respecto, la LOMLOE, 
que fue impulsada por un gobierno del PSOE, aunque finalmente apro­
bada por un gobierno de coalición entre el partido socialista y Unidas 
Podemos, añade novedades relevantes en las siguientes dimensiones 
regulativas:

•	 Entrada y salida de proveedores. La LOMLOE establece modifi­
caciones en los procedimientos de programación de la oferta edu­
cativa, incluyendo la eliminación de consideraciones relativas a la 
demanda social, y la incorporación de criterios orientados a garan­
tizar una oferta pública suficiente. Asimismo, se elimina la posi­
bilidad, introducida por la LOMCE, de ceder suelo público para la 
construcción de centros educativos privados concertados. Además, 
la nueva ley recoge el compromiso explícito de incrementar el nú­
mero total de plazas en la red pública. En términos generales, estos 
cambios implican una mayor centralidad de los criterios de planifi­
cación educativa en la autorización de la oferta de plazas escolares, 
y apuntan a una cierta priorización de la red pública.

•	 Financiación. La LOMLOE apuesta por la gratuidad mediante la 
introducción de una regulación más precisa del cobro de cuotas 
en concepto de actividades complementarias. La ley detalla que 
aquellas actividades complementarias necesarias para el desarrollo 
curricular deberán diseñar, sin implicar, una forma de discrimi­
nación económica; y que el resto de las actividades complementa­
rias no podrán programarse en la jornada escolar (en caso de tener 
carácter estable). La LOMLOE atribuye también nuevas responsa­
bilidades a la administración educativa a la hora de garantizar la 
gratuidad de la educación. Se establece que las administraciones 
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autonómicas deberán supervisar el cumplimiento de los centros 
con la normativa de cuotas y el principio de gratuidad, y que dis­
pondrán las medidas necesarias para evitar que la situación socioe­
conómica del alumnado impida su participación en las actividades 
complementarias y servicios escolares. Por último, la ley lleva a 
cabo algunas alusiones a un posible aumento de la financiación del 
sector concertado. No solo plantea de nuevo la creación de una co­
misión de estudio del módulo de concierto (como ya hacía la LOE), 
sino que propone que sus conclusiones se incorporen al plan de 
incremento del gasto público en educación. 

•	 Elección escolar y proceso de admisión. La ley apuesta explíci­
tamente por la reducción de la segregación escolar. A tal efecto se 
prevén medidas como la atribución de nuevas responsabilidades 
a las comisiones y órganos de garantías de admisión, que tendrán 
que velar por una distribución equilibrada del alumnado. Se aña­
den asimismo algunas precisiones sobre la reserva de plazas para 
el alumnado con necesidades educativas específicas. Si bien este ya 
era un instrumento previsto en la legislación anterior, la LOMLOE 
especifica que la reserva de plazas se puede mantener hasta el ini­
cio del curso escolar, permitiendo de este modo una mejor gestión 
de la matrícula viva.

Aunque la LOMLOE aborda múltiples aspectos de la gobernanza y la or­
ganización del sistema educativo, los cambios introducidos que afectan 
a la regulación del sector concertado se han convertido en una de las 
cuestiones que ha generado mayor controversia. En concreto, la nueva 
ley suscitó fuertes críticas por parte de distintas patronales y asociacio­
nes de familias del sector concertado, organizadas en la plataforma Más 
plurales. Como se recoge en su manifiesto fundacional y en los materia­
les que han publicado, esta plataforma ha criticado especialmente la eli­
minación del criterio de la demanda social y las medidas de distribución 
del alumnado orientadas a reducir la segregación escolar, y ha argumen­
tado que la nueva ley representa un ataque a la libertad de elección y la 
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pluralidad del sistema educativo. Durante las semanas inmediatamente 
anteriores a la aprobación de la LOMLOE en el Congreso de los Diputados 
y durante su trámite por parte del Senado, esta plataforma organizó una 
campaña que consiguió un importante eco mediático. Las tensiones en 
torno a estos cambios regulativos han tendido a agudizarse en un contex­
to de cambio demográfico. De modo que la apuesta por la red pública en 
un contexto de caída de la natalidad y descenso demográfico ha tendido 
a generar tensiones entre algunos sectores de la educación concertada 
que considera que estos cambios ponen en riesgo la sostenibilidad y via­
bilidad financiera de muchos centros.

A las críticas por parte de las patronales y otras organizaciones de la es­
cuela concertada hay que sumar también la resistencia de algunos de 
los principales partidos políticos de la oposición, con las fuerzas de la 
derecha presentando enmiendas a la totalidad. Desde estos sectores, se 
ha planteado la LOMLOE como una amenaza directa a la continuidad y 
sostenibilidad de la educación concertada. Así pues, cuestiones como la 
priorización de la red pública en la programación escolar y la eliminación 
de la demanda social han generado fuertes resistencias entre las fuerzas 
de la oposición, que perciben que se está relegando la educación concer­
tada a un papel subsidiario. Se trata de resistencias que, aunque previsi­
bles y en cierta forma inevitables, permiten anticipar dificultades en la 
aplicación de la nueva ley, especialmente dada la falta de concreción de 
esta respecto a la traducción normativa de algunos de sus planteamien­
tos más ambiciosos, pero también a raíz del carácter descentralizado del 
sistema educativo español. La descentralización hace indispensable la 
colaboración y complicidad de los legisladores y ejecutivos de las dis­
tintas comunidades autónomas a la hora de implementar y llevar a la 
práctica cualquier intento estatal de la reforma educativa. 
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Más allá del marco estatal:  
la configuración del sistema de conciertos 
a nivel autonómico 

Si bien la legislación estatal vigente supone un marco normativo común, 
las distintas comunidades autónomas tienen la capacidad de establecer 
marcos regulativos diferenciados para la educación concertada. Cabe se­
ñalar que, a partir de la década de 1980 se inicia en España un proceso de 
descentralización que se traduce, entre otras cuestiones, en la transfe­
rencia de competencias educativas a las comunidades autónomas. Esta 
descentralización, junto con el margen interpretativo establecido por la 
Constitución en materia de financiación pública de la educación priva­
da, ha dado lugar a la emergencia y consolidación de múltiples mode­
los de conciertos educativos específicos en cada comunidad autónoma 
y especialmente sensibles a las inclinaciones políticas de los distintos 
gobiernos autonómicos (Guardia Hernández, 2019). A esta diversidad 
se debe añadir que, mientras algunas comunidades se han limitado a 
establecer instrucciones de tipo procedimental con objeto de desarro­
llar decretos de conciertos de alcance estatal, otras comunidades han 
sido más proactivas a la hora de fijar un marco regulativo propio. Este 
ha sido especialmente el caso del País Vasco, Navarra y Cataluña (Villa­
rroya, 2003). 

Además, más allá del posible desarrollo de legislación propia, la práctica 
administrativa de las comunidades también presenta variaciones en la 
interpretación de la legislación de ámbito estatal. Esta heterogeneidad 
es especialmente visible en relación con los criterios de adjudicación 
de conciertos. Por lo que, mientras algunas comunidades han tendido 
a priorizar criterios de planificación educativa y a denegar las solicitu­
des de conciertos en contextos de oferta suficiente de plazas públicas, 
otras comunidades, como Madrid, País Vasco o Navarra, han sido histó­
ricamente más sensibles a la llamada demanda social (Guardia Hernán­
dez, 2019). 
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Como reflejo de esta heterogeneidad de políticas y prácticas de concerta­
ción, los gráficos 3 y 4 muestran como el peso relativo de la matrícula en 
centros concertados difiere de forma muy considerable entre comunida­
des autónomas. Se observa que, mientras que en algunas comunidades 
autónomas la provisión privada independiente (es decir, la no concerta­
da) tiene un carácter residual o inexistente (sería el caso de Cantabria, La 
Rioja, Navarra o Extremadura, donde este sector no alcanza a representar 
el 0,5 % de la matrícula en educación primaria), en otras comunidades 
este sector tiene un peso significativo. Un caso extremo sería el de la Co­
munidad de Madrid, donde esta cifra alcanza un valor del 9,3 % en la edu­
cación primaria y del 10,3 % en la educación secundaria. A una distancia 
considerable encontramos los casos de la Comunidad Valenciana o de 
las Islas Baleares, con porcentajes superiores al 5 % tanto en educación 
primaria como en secundaria, frente a una media española del 3,9 % y del 
4 %, respectivamente. Esto se traduce también en un peso muy desigual 
en la educación concertada. Mientras que en algunas comunidades el 
porcentaje de alumnado matriculado en el sector concertado no supe­
ra el 20 %, en otras comunidades este sector matricula a más de un ter­
cio del alumnado, tanto en primaria como en secundaria. Este sería por 
ejemplo el caso de Madrid o Navarra, donde este sector representa a más 
de un tercio de la matrícula, o del País Vasco, donde este sector escolariza 
aproximadamente a la mitad del alumnado.



130 La educación concertada en España

GRÁFICO 3

Porcentaje de matrícula según el sector de la escolarización,  
educación primaria, curso 2018-2019

 

Fuente: elaboración propia a partir de Las cifras de la educación en España  
(Ministerio de Educación, 2021).

GRÁFICO 4

Porcentaje de matrícula según el sector de la escolarización,  
educación secundaria obligatoria, curso 2018-2019

 

Fuente: elaboración propia a partir de Las cifras de la educación en España  
(Ministerio de Educación, 2021).
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La diversidad en el peso de la educación concertada en las distintas co­
munidades autónomas también se pone de manifiesto en el volumen 
desigual de gasto educativo destinado a los conciertos (véase Gráfico 5). 
Por ejemplo, de acuerdo con los últimos datos disponibles, el porcentaje 
de gasto educativo destinado a centros concertados oscilaba entre un 
25,1 % en el País Vasco y un 8 % en Extremadura. Entre las comunidades 
autónomas que menos recursos públicos destinan a la educación con­
certada encontramos Asturias, Andalucía, Canarias, Castilla-La Mancha 
o Extremadura con cifras cercanas o inferiores al 10 %, por debajo de la 
media española (situada en un 14,6 %). En el otro extremo del continuo 
encontramos los casos de País Vasco, Madrid, Navarra o La Rioja, todas 
ellos con porcentajes superiores al 18 %. 

Finalmente, la diversidad de marcos regulativos también se ve refleja­
da en la cuantía de las aportaciones familiares. Como se apuntaba an­
teriormente, estas están sujetas a una serie de regulaciones de nivel 

GRÁFICO 5

Porcentaje de gasto en conciertos y subvenciones en la educación privada 
sobre el total de gasto en educación no universitaria, curso 2018-2019 

Fuente: Elaboración propia a partir de Las cifras de la educación en España  
(Ministerio de Educación, 2021).
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estatal orientadas a garantizar su carácter voluntario, transparente y no 
lucrativo. Sin embargo, distintos estudios han documentado prácticas 
irregulares en relación con el cobro de cuotas, incluyendo la omisión del 
carácter voluntario de las actividades complementarias o de las aporta­
ciones a fundaciones (Valiente, 2008; Villarroya, 2003; Síndic de Greuges, 
2016a, 2016b). Así lo evidencia el hecho de que, como muestra la Tabla 9, 
el gasto educativo en estudios reglados de los hogares difiere mucho en 
función de la titularidad. En la educación primaria, por ejemplo, el gas­
to de las familias en el sector concertado llega a triplicar la cifra para el 
sector público. 

A pesar de su carácter estructural, las prácticas irregulares de cobro de 
cuotas no han sido abordadas sistemáticamente por la investigación 
educativa, de forma que, a fecha de hoy no es posible determinar con 
exactitud la dimensión real de este fenómeno. Sin embargo, la evidencia 
sugiere que la prevalencia de estas prácticas difiere considerablemente 
entre comunidades autónomas. Así lo muestran los estudios de precios 
elaborados durante los últimos años por la Confederación Española de 
Asociaciones de padres y madres del alumnado (CEAPA) y la Asociación 
de Colegios Privados e Independientes (CICAE) a partir de una muestra 
representativa de centros. Si bien los estudios se centran en una selección 

TABLA 9
Gasto medio por alumno en estudios reglados según el nivel educativo  
y el sector de escolarización (euros). Curso 2019-2020

EDUCACIÓN  
INFANTIL

EDUCACIÓN 
PRIMARIA

EDUCACIÓN 
SECUNDARIA

Pública 458 435 336

Concertada 1.352 1.367 1.078

Privada 2.692 3.644 4.931

Total 936 797 778

Fuente: Encuesta sobre el Gasto de los Hogares en Educación (INE)
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de comunidades autónomas, se trata de datos que ponen de manifies­
to una gran heterogeneidad de prácticas. La última edición de este es­
tudio muestra que la cuota promedio de las escuelas concertadas varía 
muy considerablemente entre las comunidades autónomas estudiadas,3 
situándose en menos de 40 euros en el caso de Aragón y Galicia, y al­
canzando los 180 euros en Cataluña. Igualmente, se detectan diferencias 
importantes en las cuotas máximas. Esta cifra se sitúa en los 923 euros en 
el caso de Catalunya, pero no llega a alcanzar los 150 euros en los casos 
de Galicia, Andalucía o Aragón. El mismo estudio identifica una gran 
variabilidad en lo que respecta a la transparencia sobre la voluntariedad 
de las cuotas. Mientras que en Cataluña y en País Vasco más del 90 % de 
los centros analizados plantea las cuotas como obligatorias, no sucede lo 
mismo en Andalucía y Aragón, pues habitualmente se presentan como 
voluntarias (CICAE/CEAPA, 2022). Esta variabilidad, a su vez, apunta a 
diferencias sustanciales en la interpretación de la normativa vigente y 
en la práctica administrativa derivada. Por lo que la diversidad de cuotas 
máximas y mínimas y los distintos grados de obligatoriedad sugieren una 
mayor permisividad por parte de las administraciones en esta materia. 

Finalmente, es posible también identificar un cierto grado de hetero­
geneidad en materia de políticas de elección escolar y de admisión de 
alumnos, tanto entre las comunidades autónomas como dentro de ellas. 
En términos generales, prevalece un sistema de elección controlada en 
el que las familias expresan sus preferencias mediante un listado ordena­
do de centros que presentan un orden de prioridad; basándose en estas 
solicitudes, la administración educativa asigna a los alumnos a un cen­
tro educativo, aplicando una serie de criterios de priorización en caso de 
sobredemanda. Si bien el listado básico de criterios para la asignación 
de plazas viene fijado por la legislación estatal, el peso exacto otorgado a 
cada criterio, así como los criterios complementarios, muestran variacio­
nes por comunidades autónomas (Vega-Mayo y Mariel, 2018). Finalmen­

3.  Estas incluyen Andalucía, Aragón, Cataluña, Comunidad de Madrid, Comunidad 
Valenciana, Galicia y el País Vasco. 
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te, también es importante tener en cuenta que, a pesar de que la legislación 
vigente requiere que los procesos de asignación y admisión atiendan a la 
distribución equilibrada del alumnado, existe un amplio margen de ma­
niobra a la hora de diseñar los mecanismos necesarios para dar cumpli­
miento a este principio. Por tanto, se puede esperar que la presencia y uso 
dado a estos mecanismos exponga variaciones considerables. Esta varia­
bilidad, a su vez, se traduce en una capacidad y/o voluntad desigual de 
controlar, corregir y sancionar prácticas de selección del alumnado.4

Como se apuntaba en el tercer capítulo, tanto las prácticas irregulares de 
cobro de cuotas como la regulación de los procesos de elección escolar 
y admisión del alumnado son dos factores clave de las dinámicas de se­
gregación escolar y de estratificación social entre centros públicos y con­
certados. La permisividad con prácticas selectivas o de cobro irregular 
de cuotas supone un obstáculo a una distribución más equilibrada del 
alumnado entre centros públicos y concertados. En este sentido, no re­
sulta casual que la magnitud del fenómeno de la estratificación social 
según titularidad difiera sustantivamente por comunidades autóno­
mas (véase el recuadro «La estratificación social entre centros públicos  
y concertados y el reto de la equidad»). Sin embargo, no puede fijarse una 
relación mecánica entre la práctica regulativa y la prevalencia de esta 
problemática, sino que esta tiene un carácter multicausal en la que inter­
vienen variables tan dispares como el peso y distribución de los centros 
concertados sobre el territorio o la orientación y naturaleza de los provee­
dores privados.

4.  Si bien las prácticas de selección del alumnado no se dan de forma exclusiva en el 
sector concertado, los centros de titularidad pública presentan una serie de caracterís­
ticas que facilitan los procesos selectivos. La autonomía curricular ofrecida por la noción 
de ideario propio, así como la naturalización de las prácticas de cobro de cuotas docu­
mentadas en algunos contextos, pueden actuar como límites de entrada y dificultar el 
acceso de determinados grupos sociales. Además, cabe tener en cuenta que, histórica­
mente, diversos representantes de la educación concertada se han mostrado reacios 
o abiertamente contrarios a la intervención estatal en materia de admisión de alumnado, 
reclamando una mayor autonomía en estas cuestiones (Galicia Mangas, 2016; Fernández 
Soria, 2008).
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La estratificación social entre centros públicos  
y concertados y el reto de la equidad

Pese a que la evidencia para España es relativamente escasa, diferentes 
estudios han mostrado la existencia de importantes diferencias en el 
perfil socioeconómico del alumnado matriculado en centros públicos y 
concertados (Murillo et al., 2018; Mancebón Torrubia y Pérez Ximénez 
de Embún, 2007, 2010; Valiente, 2008). Los datos más actuales, prove­
nientes de la edición de 2018 de la evaluación PISA, corroboran esta ten­
dencia. Estos datos muestran como, de media, los centros públicos es­
colarizan un porcentaje de alumnado de bajo nivel socioeconómico 
2,2 veces superior en los centros concertados, y 1,6 veces más alumnos 
de origen inmigrante. Se observa también que esta es una tendencia 
transversal: los datos muestran que los centros públicos escolarizan un 
mayor porcentaje de alumnado socialmente desfavorecido que los de 
titularidad concertada en todas las comunidades autónomas. Sin em­
bargo, estas diferencias varían de manera significativa entre comunida­
des, como evidencia el Gráfico 6. La estratificación entre centros públi­
cos y privados respecto a la matrícula del alumnado de bajo nivel 
socioeconómico es especialmente significativa en comunidades como 
Castilla-La Mancha, Navarra o Canarias. En cambio, en Castilla y León, 
Aragón o Cantabria estas diferencias son ligeramente más reducidas. 

En el Gráfico 7, se observa una situación similar en relación con la matrí­
cula de estudiantes de origen inmigrante (primera y segunda genera­
ción) en centros públicos y concertados. Sin embargo, cabe destacar que 
las diferencias son, en términos generales, menos acusadas que en el 
caso del alumnado de nivel socioeconómico bajo. Incluso, en comunida­
des como Cantabria, Galicia o Asturias, ambos sectores de escolariza­
ción matriculan porcentajes similares de alumnado de origen inmigran­
te. En términos relativos, las diferencias más notables se observan en 
comunidades como Andalucía, Castilla-La Mancha, Navarra o Islas Ba­
leares.  
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GRÁFICO 6

Porcentaje de alumnado de nivel socioeconómico bajo  
según el sector de escolarización. 2018

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018.

GRÁFICO 7

Porcentaje de alumnado de origen inmigrante  
según el sector de la escolarización. 2018

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos PISA 2018.
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Las cifras presentadas en el Recuadro «La estratificación social entre 
centros públicos y concertados y el reto de la equidad» evidencian que, 
a pesar de la gran heterogeneidad del sector concertado, esta modalidad 
educativa contribuye de forma directa a la generación de desigualda­
des educativas, especialmente en términos de segregación escolar. En 
respuesta a estas tendencias, a lo largo de los últimos años, algunas co­
munidades autónomas han impulsado iniciativas regulativas orientadas 
precisamente a incrementar la corresponsabilización del sector concer­
tado en la escolarización del alumnado socialmente desfavorecido, así 
como a hacer efectiva la gratuidad de la educación y garantizar una plena 
homologación entre el sector público y concertado. Entre estas iniciati­
vas a nivel autonómico encontramos el caso del nuevo Reglamento de 
Conciertos Educativos en la Comunidad Valenciana aprobado en 2017, o 
el Decreto de Admisiones recientemente adoptado en Cataluña, así como 
iniciativas de naturaleza más incipiente como el Proyecto de Reforma 
de la Ley de Educación vasca. Las particularidades de estos procesos de 
cambio regulativo quedan fuera del alcance de este informe y, de hecho, 
su efectividad y viabilidad política son una cuestión abierta por el mo­
mento. En cualquier caso, se trata de iniciativas que evidencian que, en 
última instancia, la regulación de la educación concertada depende bá­
sicamente de la práctica administrativa y normativa que se lleva a cabo 
a nivel autonómico. 



Conclusiones
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Sistemas de provisión mixta: orígenes 
diferenciados, tendencias compartidas
Los sistemas de provisión educativa mixta son muy heterogéneos tanto 
en lo que respecta a sus orígenes como a sus marcos regulativos. Una de 
las principales contribuciones de este estudio consiste, precisamente, en 
la identificación de cuatro modelos regulativos de la provisión mixta 
en función del principal objetivo político por el que se instauraron. Son 
los siguientes:

1.	 Libertad de instrucción. Este primer modelo está conformado por 
los sistemas educativos en los que la financiación pública tiene 
como finalidad primordial garantizar la libertad de los proveedores 
privados para establecer su propia oferta educativa. El subsidio pú­
blico se concibe como un mecanismo para garantizar una cierta 
continuidad o viabilidad de la provisión educativa privada, pero sin 
una voluntad política de equipararla a la oferta pública. En el marco 
de este modelo, la regulación de la escuela privada subvencionada 
es, en gran medida, independiente a la del sector público. Esto sue­
le traducirse en un menor grado de financiación y apoyo estatal al 
sector privado subvencionado, a cambio de conferirle mayor auto­
nomía en ámbitos como la admisión de estudiantes, la pedagogía, 
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los contenidos educativos, la gestión organizativa o la gestión del 
profesorado. Los países que se pueden considerar más representa­
tivos de este modelo son Australia, Francia y Dinamarca.

2.	 Equivalencia. Este modelo agrupa aquellos sistemas educativos 
en los que la financiación pública tiene como objetivo formalizar 
una cierta equivalencia entre el sector público y el privado subven­
cionado. En coherencia con tal objetivo, este modelo establece la 
equiparación en la financiación de escuelas públicas y privadas, a 
cambio de reducir la autonomía de los proveedores privados en 
distintos ámbitos. Por consiguiente, en muchos ámbitos la red pri­
vada subvencionada está regulada de forma similar a la red pública. 
En consecuencia, la autonomía de las escuelas privadas subvencio­
nadas en la admisión de alumnos o el desarrollo curricular suele 
ser menor que en otros modelos. Los países donde predomina este 
modelo son Bélgica, España, Países Bajos e Irlanda.

3.	 Aproximación de mercado. En este caso, el sistema de financia­
ción pública de escuelas privadas forma parte de un conjunto de 
reformas educativas promercado más amplias que empiezan a desa­
rrollarse con la emergencia del neoliberalismo en la década de los 
ochenta. La financiación pública de las escuelas privadas se esta­
blece para incentivar activamente la participación del sector privado 
en la provisión educativa, incrementar la capacidad de elección de 
las familias y fomentar la competencia entre las escuelas. Para que 
la  competencia se dé en igualdad de condiciones, la financiación 
de la red pública y la privada tiende a ser equivalente, como también 
lo es el grado de autonomía que se concede a los centros educativos. 
Chile y Suecia representan dos casos paradigmáticos de este modelo.

4.	 Autonomía. El último modelo identificado incluye aquellos siste­
mas educativos en los que el objetivo principal es el de fomentar la 
creación de centros educativos con un elevado grado de autono­
mía pedagógica, curricular y de gestión. La asunción de partida de 
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las reformas que han dado lugar a este modelo es que una serie de 
dinámicas intrínsecas al sector público dificultan el ejercicio de la 
autonomía escolar, lo cual representa un freno a la mejora de la ca­
lidad y a la innovación educativa. De esta asunción deriva la nece­
sidad de favorecer la creación de centros educativos gestionados 
por entidades privadas, pero con el apoyo financiero de los poderes 
públicos. El marco regulativo de este modelo ha tendido hacia la 
equiparación de la financiación entre centros públicos y privados. 
Si bien las escuelas privadas subvencionadas cuentan con grados 
de autonomía más altos, se les aplican mecanismos de rendición de 
cuentas especialmente exigentes. Se trata de un modelo que predo­
mina en la gran mayoría de los estados de EE. UU., con las denomi­
nadas escuelas charter, y en Inglaterra con las Academias.

En el estudio hemos identificado los sistemas educativos más represen­
tativos de cada modelo (véase la Tabla 2 en el segundo capítulo). Ahora 
bien, cabe tener en cuenta que la correspondencia entre modelos y sis­
temas educativos no es total y que, en realidad, los modelos tienden más 
bien a una cierta hibridación. En muchos de los casos analizados, los 
modelos de provisión mixta frecuentemente se configuran a partir de 
consensos políticos precarios, por lo que su regulación se halla en revi­
sión permanente y es sensible a la coyuntura política de cada momento. 
Además, cabe señalar que los objetivos políticos a los que obedece el sis­
tema de subvenciones públicas en el sector privado pueden variar con el 
trascurso del tiempo, pero también que en un mismo sistema de provi­
sión mixta pueden convivir diferentes objetivos y principios.

Encontramos ejemplos de apoyo bipartidista a los sistemas de provisión 
mixta en el contexto de EE. UU. con el impulso de las escuelas charter, y 
en Suecia con la reforma que daría cobertura al sistema del cheque esco­
lar. En ambos casos, tanto el partido mayoritario de derechas como el de 
izquierdas apoyaron la reforma, pero lo hicieron por diferentes motivos. 
Mientras desde la derecha se vio en estas reformas la oportunidad de in­
troducir dinámicas de mercado y competencia en el sistema educativo, 
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desde la izquierda se impulsaron estas reformas con la intención de pro­
mover la diversificación, la innovación y la desburocratización del siste­
ma educativo. 

Aunque algunos sistemas de provisión mixta cuentan con una larga tra­
yectoria histórica, la expansión de estos sistemas es indisociable de la 
ascendencia de la doctrina neoliberal durante la década de 1980, y del 
clima ideológico y económico gestado en la década de 1990, tras la caída 
del muro de Berlín y en plena recesión mundial. Esta suma de factores 
generó un ambiente propicio para experimentar con reformas educati­
vas promercado y establecer alianzas con el sector privado en todo tipo 
de ámbitos, incluido el educativo. En ese contexto, los partidos laboris­
tas y socialdemócratas de muchos países estaban más abiertos que en 
épocas anteriores a experimentar este tipo de fórmulas. Entre otros mo­
tivos, esta apertura respondía a la constatación de que las preferencias 
educativas de su electorado estaban cambiando rápidamente y entre 
ellas se incluía una educación más diversificada y con más oportunida­
des de elección. 

La problematización de los sistemas  
de provisión mixta

A pesar de su heterogeneidad, los sistemas educativos de provisión mixta 
afrontan retos comunes. A lo largo de esta investigación hemos identifi­
cado una serie de desafíos transversales, comunes en la mayoría de los 
sistemas educativos analizados. La equidad educativa es uno de los as­
pectos más problemáticos en el marco de los sistemas de provisión mix­
ta, con independencia del modelo regulativo al que estos se adscriben. 
En repetidas ocasiones, la comparativa internacional ha puesto de ma­
nifiesto que las políticas de provisión mixta tienden a reforzar dinámicas 
de segregación escolar y estratificación social entre centros educativos, 
y a ampliar, por tanto, las desigualdades educativas. Asimismo, la inves­
tigación llevada a cabo en muchos de los países analizados ha vinculado 
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claramente el nivel de segregación escolar, el grado de provisión privada 
subvencionada y la libertad de elección de centro de las familias. El cre­
ciente volumen de evidencia al respecto ha dado lugar, en muchos casos, 
a que emergiera un debate público sobre el fenómeno de la segregación 
escolar, que ha catalizado diferentes procesos de reforma.

A menudo, los debates en torno a la segregación se unen a una preocu­
pación creciente en torno a las prácticas selectivas y discriminatorias 
llevadas a cabo por una parte de los centros privados subvencionados. 
La investigación realizada en los últimos años en varios países ha puesto 
sobre la mesa no solo la prevalencia de estas prácticas, sino también la 
dificultad de evitar sus manifestaciones más sutiles, incluso en países en 
los que están formalmente prohibidas. La evidencia generada por esta 
investigación ha favorecido, en algunos contextos, la generación de un 
cierto consenso en torno al carácter problemático de la autonomía esco­
lar en los procesos de admisión del alumnado. Este ha sido por ejemplo 
el caso de Chile, donde las prácticas selectivas se han convertido en una 
cuestión clave en el debate sobre la centralidad de la provisión privada 
subvencionada; o de Inglaterra, donde el grado de autonomía de los cen­
tros educativos en materia de admisiones ha representado un objeto de 
debate recurrente a lo largo de las últimas décadas.

Aunque la segregación escolar y las prácticas selectivas figuran entre los 
factores centrales a la hora de explicar los potenciales efectos negativos 
de los sistemas de provisión mixta en términos de equidad, no son los 
únicos. Cuestiones como la orientación religiosa de las escuelas priva­
das subvencionadas se han revelado como problemáticas desde el punto 
de vista de la equidad. En contextos de creciente diversidad religiosa y 
cultural, el predominio de los proveedores religiosos vinculados a unas 
pocas confesiones resulta cada vez más difícil de reconciliar con los prin­
cipios de la cohesión social y un trato igualitario que las administracio­
nes públicas deberían conceder a todos sus ciudadanos. Por un lado, la 
orientación religiosa de los centros educativos se puede traducir en diná­
micas discriminatorias con respecto a los estudiantes de determinadas 
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confesiones. Estas dinámicas se han documentado en aquellos contextos 
en los que los centros privados subvencionados gozan de cierta discrecio­
nalidad en la selección del alumnado, como sería el caso de Irlanda o de 
las escuelas de carácter religioso en Inglaterra. Por otra parte, los inten­
tos de acceder al sistema de subsidios públicos por parte de las escuelas 
privadas vinculadas a minorías religiosas o confesiones no tradicionales 
en el país son a menudo motivo de fuertes controversias y evidencian el 
carácter problemático del trato preferencial que han recibido histórica­
mente algunos grupos religiosos. Este ha sido, por ejemplo, el caso de los 
Países Bajos y Dinamarca a raíz de la reciente emergencia de escuelas 
islámicas.

Por último, la gestión de escuelas privadas subvencionadas por parte de 
entidades con ánimo de lucro está cada vez más en el punto de mira. Este 
ha sido un motivo de controversia recurrente en los pocos contextos en 
los que se permite que proveedores con fines lucrativos reciban subsi­
dios públicos, como son Suecia y, hasta hace poco, Chile. Varios grupos 
consideran como intrínsecamente problemático, desde el punto de vista 
ético, e incompatible con una concepción de la educación como bien pú­
blico,  la posibilidad de que las organizaciones privadas puedan generar 
beneficios a partir de fondos públicos que reciben para la provisión de 
un servicio básico.

En muchos de los países analizados, la evidencia acumulada en torno a 
las tensiones que generan los sistemas de provisión mixta en materia de 
equidad ha desencadenado procesos de reforma. La investigación aca­
démica ha sido clave a la hora de promover debates educativos sobre los 
efectos de los sistemas de provisión mixta, pero no siempre ha trascen­
dido más allá de la esfera especializada, al menos de forma inmediata. 
Se trata, por lo general, de procesos lentos y parcialmente dependien­
tes del clima político, del establecimiento de alianzas entre expertos y 
stakeholders, y de la receptividad del aparato administrativo. Sin embar­
go, en algunos casos, eventos como la publicación del informe PISA han 
contribuido a acelerar los procesos de problematización del sistema de 
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provisión mixta y a colocarlo en la agenda de la política educativa. Estos 
episodios han facilitado también la generación de consensos políticos 
acerca de la necesidad de reformar el sistema.

Las reformas de los sistemas  
de provisión mixta

Los procesos de reforma identificados en este estudio están orientados 
a atenuar algunos de los aspectos más problemáticos de los sistemas de 
provisión mixta en materia de equidad, o a responder a los debates pú­
blicos surgidos en torno a este sistema de provisión. Si bien las reformas 
adoptadas son muy heterogéneas en sus formas, se observa una tenden­
cia general a la equiparación de los marcos regulativos de los sectores 
público y privado subvencionado. A menudo, esta homogeneización se 
traduce en una mayor intervención pública y en la pérdida de autonomía 
por parte de las escuelas privadas subvencionadas en algunos ámbitos. 
Con ello se pretende desactivar determinados comportamientos oportu­
nistas y favorecer que todos los centros que reciben fondos públicos tra­
bajen al servicio de una agenda educativa común. Específicamente, los 
esfuerzos de reforma de los sistemas de provisión mixta se han centrado 
en tres ámbitos principales: la entrada de proveedores privados en el sis­
tema de financiación pública, la financiación de los centros educativos, 
y los procesos de admisión y elección escolar.

a)	 Entrada de proveedores: En cuanto a este primer ámbito de refor­
ma, se promueve un protagonismo creciente de los criterios de pla­
nificación educativa que tienen más en cuenta la oferta de plazas 
escolares o la diversidad de la oferta existente. El uso de criterios de 
planificación educativa no implica, por lo general, la supresión 
de los criterios de demanda social. Así, la demostración de que se 
cuenta con una demanda mínima sigue siendo una condición in­
dispensable para la adjudicación de financiación pública a los cen­
tros privados. Sin embargo, esta demanda mínima opera cada vez 
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más como un criterio necesario, pero no suficiente. La financiación 
pública se supedita sobre todo a la satisfacción de las necesidades o 
prioridades identificadas en los ejercicios de planificación educati­
va. La incorporación de estos criterios garantiza a las autoridades 
educativas una mayor influencia en la configuración de la oferta 
educativa privada subvencionada y, por consiguiente, permite que 
esta se alinee con unos objetivos generales definidos para el conjun­
to del sistema educativo. Al mismo tiempo, el uso de criterios de 
planificación educativa garantiza una mayor eficiencia y sostenibi­
lidad del sistema y de los recursos públicos, evitando un aumento 
innecesario de la oferta educativa, al tiempo que se previenen posi­
bles fallos de mercado derivados de una dependencia excesiva de la 
provisión privada. Además, el hecho de dotar a la administración 
educativa de un mayor protagonismo en la configuración de la ofer­
ta educativa representa un importante paso adelante en clave de 
equidad. En contextos caracterizados por una distribución desigual 
del alumnado, esta capacidad de planificar resulta básica a la hora 
de evitar desequilibrios entre la oferta y la demanda que a menudo 
propician o agudizan dinámicas de segregación.

	 Cabe decir que la introducción de criterios de planificación educa­
tiva puede traducirse en un amplio abanico de requisitos para la 
autorización de proveedores. Por un lado, encontramos criterios de 
orden cuantitativo, referentes al número y distribución de plazas 
escolares disponibles en un determinado territorio. Por el otro, el 
objetivo de evitar un crecimiento innecesario de la oferta educativa 
ha dado lugar a la adopción de criterios más estrictos de estima­
ción de la demanda social, de modo que estos puedan aplicarse con 
una lógica más discriminadora. Se trata de criterios que, en algu­
nos países, se combinan con consideraciones de naturaleza más 
cualitativa, referentes normalmente al carácter distintivo de la es­
cuela. Es decir, la adjudicación de fondos públicos a centros priva­
dos a menudo contempla que estas escuelas contribuyan a la diver­
sidad de la oferta educativa. 
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b)	 Financiación: En las últimas décadas, muchos países han experi­
mentado con nuevas fórmulas de asignación de fondos públicos 
como estrategia para corregir algunos de los principales problemas 
de equidad asociados a los sistemas de provisión mixta. Dentro de 
esta categoría destacan especialmente las medidas de fomento de la 
gratuidad, a menudo vinculadas a reformas de equiparación de la fi­
nanciación pública entre el sector público y el privado subvencio­
nado. Este tipo de reformas tiene como objetivo incidir sobre los 
procesos de elección de centro, eliminando uno de los principales 
límites de acceso al sector privado subvencionado como es el coste 
de la escolarización, que fomenta la segregación escolar por razo­
nes socioeconómicas. Se trata de cambios regulativos que han teni­
do especial relevancia en los sistemas de provisión mixta agrupados 
dentro del modelo de mercado en los que, originalmente, la finan­
ciación del sector privado subvencionado dependía en parte de las 
aportaciones familiares. A menudo, estas reformas avanzan en pa­
ralelo a un proceso más amplio de equiparación entre el sector pú­
blico y el privado subvencionado, no solo en materia de financia­
ción, sino también en otros ámbitos regulativos. 

	 Otra línea de reforma con la que ha experimentado un creciente 
número de países en este ámbito son las políticas de financiación 
ajustada a las necesidades. Varios de los sistemas de provisión mix­
ta analizados han incorporado algún mecanismo de asignación de 
recursos que tiene en cuenta las características socioeconómicas 
y/o educativas del alumnado atendido por el centro educativo. En 
los países en los que se han aplicado, estas medidas suelen perse­
guir un doble objetivo. Por un lado, se busca compensar o contra­
rrestar los efectos de la distribución desigual del alumnado, dotan­
do de recursos suplementarios a los centros donde se concentra el 
alumnado socialmente más desfavorecido, independientemente 
de su titularidad. Por el otro, se intenta prevenir o desactivar par­
cialmente estos desequilibrios en la distribución del alumnado, 
partiendo de la asunción de que la extradotación de recursos para 
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la atención al alumnado socialmente desfavorecido puede conlle­
var que este sea más atractivo a ojos de los centros educativos. Se 
espera incidir así en los procesos de admisión de alumnos y alterar 
(aunque sea parcialmente) los incentivos que operan detrás de las 
prácticas selectivas.

	 En algunos casos, estos criterios se integran en el mecanismo prin­
cipal de asignación de recursos del sistema educativo y, por consi­
guiente, se aplican sobre la totalidad de las escuelas. Sin embargo, 
habitualmente estas medidas tienen un carácter menos estructu­
ral y toman la forma de dotaciones extraordinarias, moduladas en 
función del número de alumnos en situación de desventaja atendi­
dos por cada centro. Los criterios a partir de los cuales se distribu­
yen estos recursos adicionales también presentan una considera­
ble heterogeneidad, si bien en los últimos años se observa una 
creciente sofisticación de los sistemas de indicadores en los que se 
fundamentan estos programas. 

c)	 Elección escolar y admisión del alumnado. En este ámbito se ob­
serva una tendencia general a implementar mecanismos que per­
mitan una distribución más equilibrada del alumnado con el fin de 
atenuar los niveles de segregación escolar y la estratificación social 
entre centros públicos y privados subvencionados. Ante la consta­
tación de que la distribución desigual del alumnado se explica en 
buena parte por las prácticas selectivas llevadas a cabo por los pro­
pios centros educativos, junto con las dinámicas de autoexclusión 
por parte de las familias socialmente desfavorecidas, la tendencia 
general ha sido reducir al mínimo el margen de autonomía de los 
centros educativos en materia de admisión de alumnos, así como 
armonizar los procesos de elección y asignación de centro entre la 
red pública y privada subvencionada. A menudo, estos esfuerzos se 
han traducido en la adopción (o la mejora) de sistemas de elección 
controlada orientados a compatibilizar un cierto margen de liber­
tad de elección con una distribución equilibrada del alumnado.
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	 Las reformas de los sistemas de elección escolar y admisión del 
alumnado se han materializado en diversas opciones políticas. En 
algunos casos, se recurre a medidas orientadas a centralizar el pro­
ceso en el que se expresan las preferencias y se asignan las plazas, 
con las que se pretende minimizar la interacción directa entre los 
centros y las familias. Estas medidas tienen como objetivo desacti­
var procesos de autoexclusión, además de impedir el uso de prácti­
cas selectivas (encubiertas) por parte de los centros educativos. 

	 Asimismo, en muchos sistemas de provisión mixta, se ha optado 
por adoptar criterios de priorización comunes y orientados a favo­
recer una mayor implicación de los centros privados subvenciona­
dos en la escolarización del alumnado socialmente desfavorecido. 
Por último, incluso en aquellos sistemas en los que no se ha se­
guido un único baremo de criterios de priorización, y en los que las 
escuelas conservan un cierto margen de maniobra en la admisión de 
estudiantes, se documentan cambios regulativos con el objetivo  
de reducir la discrecionalidad de los centros educativos. 

Retos políticos de las reformas

Aunque muchas de las reformas descritas en la sección anterior apun­
tan hacia una dirección similar de refuerzo de la equidad, los procesos 
de reforma no se han considerado homogéneos ni en su forma ni en su 
intensidad. De manera que se documentan tanto medidas con una lógica 
preventiva, orientadas a desactivar las dinámicas en la raíz de los proble­
mas de equidad, como intervenciones con una lógica compensatoria que 
tratan de corregir sus efectos más perniciosos. Asimismo, mientras en 
algunos casos los cambios regulativos documentados son el resultado de 
procesos incrementales (es decir, de la acumulación de cambios de alcan­
ce limitado, a menudo precedidos de la experimentación con medidas de 
carácter voluntario), en otros encontramos reformas de carácter estructu­
ral que implican un proceso de modificación más rápido y abrupto. 
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Las dificultades en el diseño, negociación e implementación de estas 
reformas se han documentado ampliamente. Sobre todo en los países 
donde la reforma regulativa implica una forma de ruptura con los obje­
tivos originales del sistema de provisión mixta, se observan episodios de 
resistencia que pueden no solo obstaculizar la negociación política de la 
reforma, sino también complicar su implementación. Este ha sido, por 
ejemplo, el caso de Chile, donde la oposición por parte de proveedores 
privados y de familias de las escuelas privadas subvencionadas dificul­
tó notablemente el proceso de tramitación de la Ley de Inclusión a la 
vez que ha forzado su aplicación gradual. Sin embargo, este tipo de re­
sistencias no son fenómenos exclusivos de los procesos de cambio más 
sustantivos. Incluso en contextos en los que la reforma regulativa está 
simplemente orientada a dar cumplimiento a los objetivos formalmente 
perseguidos por el sistema o al marco normativo vigente, los cambios 
propuestos pueden suscitar fuertes críticas o hasta la oposición por parte 
de los grupos sociales que pueden ver amenazada su situación privilegia­
da. Este ha sido especialmente el caso de las reformas que implican un 
cambio regulativo en los procesos de elección de centro o una reducción 
importante de la autonomía de los centros educativos privados subven­
cionados, como ejemplifica la reforma del sistema de admisión reciente­
mente impulsada por la comunidad francófona de Bélgica. 

Se puede concluir, por consiguiente, que cualquier propuesta de refor­
ma implica un proceso de debate político y no puramente técnico dado 
que requiere revisitar, modificar o promover alguna forma de consen­
so respecto al papel de la provisión privada subvencionada, y compor­
ta un cambio en los derechos y obligaciones de muchos de los actores 
implicados. En este sentido se observa una cierta «paradoja», ya que en 
los contextos en los que la provisión privada genera más polarización 
y, en consecuencia, más oposición, los procesos de reforma resultan 
más complejos y originan consensos más frágiles. Esto, a su vez, crea un 
cierto riesgo de inmovilismo regulativo y de perpetuación de aquellos 
problemas que provocan mayor insatisfacción con el sistema de pro­
visión mixta.
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Implicaciones para el contexto español

Las reformas exploradas a lo largo del estudio han incidido en diferen­
tes ámbitos de la política educativa, y se han llevado a cabo en distintos 
países y regiones de forma asincrónica. No obstante, cuando se analizan 
desde una perspectiva comparada y en su globalidad, permiten identifi­
car una tendencia internacional hacia una regulación del sector privado 
subvencionado con la que se busca incrementar la equidad del sistema 
o, por lo menos, compensar las desigualdades generadas por el siste­
ma de provisión mixta. Sin embargo, en el caso de España, existe todavía 
un destacado margen de mejora en la regulación del sector concertado 
en clave de equidad. 

En el contexto español, el modelo de educación concertada se ha basado 
en un consenso político y social precario, y en acuerdos más tácitos que 
explícitos. De hecho, la dirección del modelo se define a nivel autonómi­
co. Si bien en algunos casos la política educativa autonómica ha optado 
por profundizar ciertas dinámicas de mercado (Comunidad de Madrid), 
en otros se ha apostado recientemente por reforzar el modelo de equiva­
lencia, después de décadas de una regulación muy laxa del sector con­
certado y de permisividad en la aplicación de la misma (Cataluña, País 
Vasco o Comunidad Valenciana). 

El actual contexto de caída demográfica abre oportunidades para debatir 
y replantear el sistema de educación concertada en diferentes comuni­
dades autónomas, y favorecer así que el sistema educativo alcance unos 
mejores niveles de equidad. Sin obviar que puede haber otro tipo de pro­
puestas sobre la mesa, la revisión de la literatura internacional apunta a 
una serie de principios básicos con potencial para corregir el impacto de 
la educación concertada sobre las desigualdades desde una lógica de la 
equivalencia, que exponemos a continuación. Es importante subrayar 
que, más que medidas concretas, hacemos referencia a orientaciones ge­
nerales desde las que dirigir la reforma educativa. Estas, insistimos, no 
son necesariamente de aplicación en todas las comunidades autónomas, 
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y no tienen una traducción unívoca en términos de instrumentos y medi­
das de política pública, sino que deben adaptarse a la realidad educativa, 
administrativa y normativa de cada territorio. Cabe señalar que dichas 
medidas se encuentran interrelacionadas, ya que la efectividad de cada 
una de ellas depende, en gran medida, de la implementación de las otras. 

•	 En el ámbito de la entrada y salida de proveedores, una estra­
tegia de reforma en clave de equidad pasa necesariamente por 
reforzar el papel de los criterios de planificación educativa en 
el diseño de la oferta pública y concertada para que consideren, 
entre otros, las necesidades de escolarización y la distribución 
equilibrada del alumnado. Es también necesario establecer re­
quisitos para la autorización y renovación de conciertos relativos 
a la corresponsabilización de la escolarización del alumnado so­
cialmente desfavorecido. En muchas comunidades autónomas, 
los criterios de autorización de conciertos educativos vigentes se 
han revelado insuficientes, discriminatorios y ambiguos, posibi­
litando prácticas de concertación excesivamente expansivas que 
no permiten garantizar que todos los centros privados financiados 
con fondos públicos se alineen plenamente con el objetivo de la 
equidad. En este sentido, aunque la LOMLOE supone un avance 
importante, pues refuerza la centralidad de criterios de planifica­
ción educativa, cabría avanzar en la definición de criterios de con­
certación vinculados a la corresponsabilidad de los centros en la 
matrícula del alumnado socialmente desfavorecido y la gratuidad 
efectiva del servicio educativo.  

•	 En el ámbito de la financiación, una agenda de equidad requiere 
de una combinación de estrategias preventivas y compensatorias:
–	 Desde una lógica preventiva, la apuesta por la gratuidad repre­

senta un paso imprescindible para una agenda de la equidad. 
Esta implica, a su vez, reforzar y hacer efectiva la regulación en 
materia de cuotas y aportaciones familiares, así como una mejo­
ra de la financiación de los centros concertados (necesariamente 
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condicionada a un compromiso firme con el principio de gratui­
dad y corresponsabilidad). En conjunto, estas pueden contribuir a 
neutralizar, aunque sea parcialmente, fenómenos de autoexclu­
sión por parte de las familias.  

–	 De forma complementaria, el uso de mecanismos de financia­
ción por fórmula puede contribuir a compensar la agrupación 
desigual del alumnado, y también a incentivar la distribución 
del alumnado socialmente desfavorecido entre sectores, aunque 
también dentro del mismo sector. 

•	 En el ámbito de la rendición de cuentas y monitoreo, resulta im­
prescindible avanzar hacia mayores niveles de transparencia pre­
supuestaria de los centros concertados. Asimismo, es importante 
que las administraciones públicas monitoreen y evalúen de forma 
más efectiva la distribución equilibrada del alumnado según sus 
características socioeconómicas y educativas. 

•	 Finalmente, en el ámbito de la admisión de alumnos cabría prio­
rizar la equiparación de la planificación anual de plazas escolares 
entre el sector público y el concertado, y reforzar la centralización 
en la gestión del proceso de elección escolar para evitar que se den 
prácticas de selección encubiertas. 

Posibles líneas de investigación futura

Para concluir, apuntamos posibles líneas de investigación con las que 
ampliar la evidencia disponible sobre los sistemas de provisión mixta, 
tanto en el contexto español como en otros contextos. 

En primer lugar, cabría generar más evidencia sobre la trayectoria del 
sistema de conciertos en diferentes comunidades autónomas, desde una 
perspectiva comparada. Siguiendo esta línea de investigación, se podrían 
generar nuevos datos con los que caracterizar los diferentes perfiles de la 
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escuela concertada en cada comunidad, identificar qué tipo de debates 
ha generado el sistema de conciertos y explorar si dichos debates han 
penetrado en la agenda pública y qué tipo de respuestas han desencade­
nado. Este tipo de estudio nos debería permitir profundizar en la práctica 
administrativa de cada comunidad, y en cómo esta se manifiesta en el 
marco regulativo, el grado de cumplimiento de la normativa vigente, y la 
efectividad de las distintas políticas proequidad. 

En segundo lugar, sería importante profundizar en el proceso de im­
plementación y recontextualización de las reformas. Sabemos que el 
comportamiento de los agentes educativos no depende únicamente del 
marco regulativo formal, sino de cuestiones como la cultura de los cen­
tros educativos, las relaciones de interdependencia entre las escuelas 
que se generan en espacios educativos locales, o la propia resignificación 
de la normativa por parte de los actores escolares (Maroy y Van Zanten, 
2007). La aplicación de los nuevos marcos regulativos implica un pro­
ceso de interpretación y reconstrucción de la política por parte de los 
actores educativos (familias, alumnos, profesorado, administración edu­
cativa, etcétera). Este proceso de recontextualización es, precisamente, 
el que explica que el efecto de una política o regulación determinada 
no sea del todo previsible, y que pueda tener efectos inesperados y no 
deseados.

En tercer lugar, una serie de mecanismos explican la segmentación esco­
lar en el contexto de los sistemas de provisión mixta, pero que cuentan 
con una evidencia empírica limitada. Nos referimos a fenómenos como 
la selección encubierta de alumnado, el cobro de cuotas de escolariza­
ción, y la omisión de información respecto al carácter voluntario de las 
cuotas para las actividades complementarias y las aportaciones a funda­
ciones. Si bien algunos estudios apuntan que estas prácticas no tienen 
un carácter puramente anecdótico y se hallan en la raíz de las dinámicas 
de segregación escolar, se trata de cuestiones que no se han abordado 
de forma sistemática por parte de la investigación educativa. La falta 
de información sobre estas cuestiones dificulta considerablemente la 
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labor regulativa, dado que, en contextos de provisión mixta, uno de los 
objetivos centrales de esta es prevenir y desincentivar este tipo de com­
portamientos. Sería, por tanto, conveniente avanzar hacia una mejor 
comprensión de estos fenómenos y de las circunstancias que los hacen 
posibles.

Por último, la revisión de la literatura pone de manifiesto una falta ge­
neral de información sobre la estructura y la composición del sector 
concertado. Se trata de una ausencia que, en buena parte, refleja las limi­
taciones del actual sistema de recogida de datos de las administraciones 
educativas, y que resulta problemática para aplicar cualquier proceso 
de reforma. El sector concertado presenta una notable heterogeneidad 
interna en la mayoría de las comunidades autónomas. Esta diversidad 
se observa no solo con relación a la orientación religiosa y pedagógica, 
sino también en la composición socioeconómica del alumnado, la situa­
ción financiera y la estabilidad económica, o la organización interna, en­
tre otros. Esta pluralidad tiene efectos directos en la respuesta de estos 
centros a los incentivos o cambios normativos que puedan promoverse 
desde las administraciones. El profundizar en la comprensión de esta 
diversidad es, por consiguiente, imprescindible a la hora de mejorar la 
efectividad de la acción reguladora. En este sentido, la mejora de los sis­
temas de indicadores y los procesos de recogida y publicación de datos 
sobre el sector concertado representa un paso fundamental.
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W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( "independent provider"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  
( "independent sector"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  "subsidi?ed educati*"  OR  "subsidi?ed 
school*"  OR  ( subsidi?ed  PRE/2  school* )  OR  ( subsidi?ed  PRE/2  educati* )  OR  ( "subsidi?ed 
provision"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( "subsidi?ed provider"  W/15  ( educati*  OR  school* 
) )  OR  ( "subsidi?ed sector"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  "grant aided educati*"  OR  "grant 
aided school*"  OR  ( "grant aided"  PRE/2  school* )  OR  ( "grant aided"  PRE/2  educati* )  OR  ( 
"grant aided provision"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( "grant aided provider"  W/15  ( educati*  
OR  school* ) )  OR  ( "grant aided sector"  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( privately  PRE/2  
educati* )  OR  ( privately  PRE/2  school* )  OR  ( "public private partnership*"  W/15  ( educati*  OR  
school* ) )  OR  ( ppp  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( voucher  W/15  ( educati*  OR  school* 
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) )  OR  ( subsid*  W/15  ( educati*  OR  school* ) )  OR  ( "quasi market*"  W/15  ( educati*  OR  school* 
) )  OR  "free school"  OR  ( "academies"  AND  ( england  OR  english ) ) )  AND  ( australia  OR  
australian  OR  belgium  OR  belgian  OR  chile  OR  chilean  OR  denmark  OR  danish  OR  france  OR  
french  OR  hungary  OR  hungarian  OR  ireland  OR  irish  OR  israel  OR  israeli  OR  korea  OR  korean  
OR  netherlands  OR  dutch  OR  slovak  OR  slovakia  OR  spain  OR  spanish  OR  andalucia  OR  
andalusia  OR  aragon  OR  asturias  OR  baleares  OR  balearic  OR  canarias  OR  "canary islands"  
OR  cantabria  OR  castilla  OR  castile  OR  catalonia  OR  valenciana  OR  valencian  OR  extremadura  
OR  galicia  OR  madrid  OR  murcia  OR  navarra  OR  navarre  OR  vasco  OR  basque  OR  rioja  OR  
ceuta  OR  melilla  OR  sweden  OR  swedish  OR  uk  OR  "United Kingdom"  OR  england  OR  wales  
OR  welsh  OR  scotland  OR  scottish  OR  canada  OR  canadian  OR  "british columbia"  OR  alberta  
OR  albertan  OR  saskatchewan  OR  manitoba  OR  quebec ) )  OR  ( charter*  W/15  ( educati*  OR  
school* ) ) )  AND  ( regulat*  OR  contract  OR  agreement  OR  authori?ation  OR  licensing  OR  
revocation  OR  renovation  OR  oversight  OR  funding  OR  "financial support"  OR  profit  OR  
governance  OR  accountability  OR  autonomy  OR  fee  OR  tuition  OR  admission  OR  "schools 
choice"  OR  "school choice"  OR  "student selection"  OR  "students selection"  OR  "student 
screening"  OR  "students screening"  OR  "means-tested voucher"  OR  "targeted voucher"  OR  
"universal voucher"  OR  "scaled voucher"  OR  "progressive voucher"  OR  "means-tested subsid*"  
OR  "targeted subsid*"  OR  "universal subsid*"  OR  "scaled subsid*"  OR  "progressive subsid*"  OR  
facilities  OR  infrastructure  OR  "human resources"  OR  employee  OR  workforce  OR  personnel  
OR  staffing  OR  "provisions"  OR  eligibility  OR  harmoni?ation  OR  waiver  OR  evaluation )  AND 
NOT  ( "higher education"  OR  medical  OR  medicine  OR  "language studies"  OR  "Informa UK"  OR  
afghanistan  OR  benin  OR  "burkina faso"  OR  burundi  OR  "central african"  OR  chad  OR  congo  
OR  eritrea  OR  ethiopia  OR  gambia  OR  guinea  OR  haiti  OR  liberia  OR  madagascar  OR  malawi  
OR  mali  OR  mo?ambique  OR  nepal  OR  niger  OR  rwanda  OR  "sierra leone"  OR  somalia  OR  
sudan  OR  syria  OR  tajikistan  OR  tanzania  OR  togo  OR  uganda  OR  yemen  OR  angola  OR  
bangladesh  OR  bhutan  OR  bolivia  OR  "cabo verde"  OR  cambodia  OR  cameroon  OR  comoros  
OR  "ivory coast"  OR  "djibouti"  OR  egypt  OR  salvador  OR  ghana  OR  honduras  OR  indonesia  
OR  kenya  OR  lao  OR  lesotho  OR  mauritania  OR  myanmar  OR  nicaragua  OR  nigeria  OR  
pakistan  OR  philippines  OR  senegal  OR  solomon  OR  sudan  OR  tunisia  OR  uzbekistan  OR  
vanuatu  OR  vietnam  OR  zambia  OR  zimbabwe ) )  AND  ( EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "MEDI" )  OR  
EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "NURS" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "BIOC" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA 
,  "ENGI" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "HEAL" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "ENVI" )  OR  EXCLUDE 
( SUBJAREA ,  "COMP" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "EART" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "AGRI" 
)  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "DENT" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "PHAR" )  OR  EXCLUDE ( 
SUBJAREA ,  "MATH" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "ENER" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "PHYS" )  
OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "VETE" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "NEUR" )  OR  EXCLUDE ( 
SUBJAREA ,  "CENG" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "IMMU" )  OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "MATE" )  
OR  EXCLUDE ( SUBJAREA ,  "CHEM" ) )  AND  ( EXCLUDE ( DOCTYPE ,  "re" ) )
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TABLA 10
Distribución de documentos primarios revisados, según sistema 
educativo y estrategia de búsqueda

BÚSQUEDAS EN BASES 
DE DATOS ACADÉMICAS

BÚSQUEDAS 
COMPLEMENTARIAS TOTAL

Australia 5 6 11

Canadá 5 9 14

Chile 8 26 34

Comparativo 15 8 23

Bélgica 7 15 22

Dinamarca 3 7 10

Eslovaquia 0 6 6

España 8 6 14

Estados Unidos de 
América 21 7 28

Francia 9 6 15

Hungría 0 8 8

Inglaterra 9 11 20

Irlanda 1 9 10

Países Bajos 5 9 14

Suecia 9 8 17

Total 1051 141 246

1 La diferencia respecto a los 112 artículos seleccionados originalmente se explica por la exclusión 
de los casos de Israel y Corea.
Fuente: elaboración propia.
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País/sistema educativo

Revisor

Documentos incluidos

D0 - Características y evolución del sistema de subsidios públicos a escuelas privadas

D1 - Dimensiones regulativas

Financiación

Gobernanza  
y autonomía

Entrada y salida  
de proveedores

Admisión de alumnos  
y elección escolar

Evaluación y rendición 
de cuentas

Profesorado y otros 
profesionales

D2 - Principales debates

D3 - Reformas  

D4 - Evidencia sobre el impacto de cambios regulativos

Notas

Referencias útiles (literatura académica y literatura gris)
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El modelo de conciertos educativos español se instauró hace casi 
cuatro décadas con la Ley Orgánica del Derecho a la Educación del 
año 1985. Desde entonces, España se ha situado entre los países de 
la OCDE con un mayor peso de la provisión privada subvencionada. 
A pesar de que el modelo de conciertos se instauró con la intención 
de equiparar la oferta pública y la concertada, ha dado lugar a un 
régimen de provisión mixta caracterizado por una clara dualiza­
ción de la red escolar, con consecuencias directas sobre las desi­
gualdades educativas y la segregación escolar. La evidencia inten­
cional demuestra que los sistemas de provisión mixta, como el 
español, contribuyen de forma directa a la generación de desigual­
dades educativas, y requieren de una regulación eficaz para redu­
cirlas o, como mínimo, compensarlas. 

Este estudio examina la regulación del modelo español de concier­
tos y la pone en relación con otros sistemas de provisión mixta de 
su entorno. El informe identifica distintos modelos internacionales 
de regulación del sector privado subvencionado, y sintetiza los 
principales ejes de debate y procesos de reforma impulsados en 
otros países. Esta comparativa internacional nos permite aportar 
una mirada más amplia a la relación entre la educación concertada 
y las desigualdades educativas, así como identificar políticas con 
las que favorecer mayores niveles de equidad educativa desde una 
perspectiva de la regulación pública. 
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